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INTRODUCCIÓN. 

 

A lo largo de la historia del derecho, este ha ido pasando por una serie de cambios, 

mismos que son el resultado de la evolución misma de los distintos ordenamientos 

jurídicos, puesto que este no es estático, pues este se va adecuando tanto a la 

sociedad, como a los modelos políticos y económicos, los cuales, de igual forma, 

van cambiando con el tiempo. Con lo anterior en el presente trabajo terminal se 

analizan los antecedentes del derecho administrativo en México, en busca de las 

bases jurídicas que dan forma y sustento a figuras jurídicas como lo sería el recurso 

de revisión fiscal. Siendo importante para lo anterior el análisis de las teorías propias 

del Consejo de Estado Frances, que serían adaptadas al modelo de justicia 

administrativa nacional, lo cual traería consigo una serie de descontentos debido a 

que esa novedosa figura europea, se creía contraria al principio de la separación de 

poderes del Estado. Sin embargo, el contar con una figura como lo sería el Consejo 

de Estado Frances, independiente del Poder Judicial, sería benéfico para el 

desahogo eficaz de los asuntos en materia administrativa, razón de ello es que 

ahora contemos con el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. Con dichos 

antecedentes históricos es pertinente preguntarnos acerca de la legitimación de la 

autoridad administrativa como la parte promovente de un medio de defensa con las 

características del recurso de revisión fiscal, instrumento jurídico exclusivo de la 

autoridad administrativa, y si la existencia de un instrumento con dichas cualidades 

es acorde al principio de la igualdad procesal dentro de las controversias resueltas 

en el juicio contencioso administrativo. De esta forma para abordar los distintos 

desafíos emanados de la implementación del recurso de revisión fiscal se deben 

analizar tanto la legitimación normativa de la autoridad administrativa para poder 

acceder a dicho instrumento jurídico, esto es, el realizar un análisis de la legislación 

que dota a la autoridad administrativa de dicho recurso, en dicho caso concreto el 

artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así 

como las bases Constitucionales que den sustento a dicho recurso, y, por otra parte, 

el analizar que un instrumento de tales características no se contraponga con figuras 

jurídicas tan importantes en nuestro marco jurídico como lo sería el Juicio de 
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Amparo, el cual, es el medio de defensa a las violaciones de derechos 

fundamentales, con el que cuentan los gobernados. 

Lo anterior es de suma importancia debido a que la autoridad competente para 

resolver ambos medios de defensa son los Tribunales Colegiados de Circuito del 

Poder Judicial de la Federación, situación que de igual manera y a consideración 

particular, tiene la problemática de quedar a disposición de que la autoridad 

administrativa acuda al recurso de revisión fiscal, debido a que el particular no 

puede iniciar ningún acto jurídico posterior a la sentencia emanada del juicio 

contencioso administrativo donde vio por satisfactorias sus pretensiones, con lo 

cual, queda a la expectativa de que la autoridad administrativa acuda al recurso de 

revisión fiscal, para de nueva cuenta, preparar su defensa a través del Juicio de 

Amparo.  

Mencionado lo anterior el presente trabajo busca resolver las siguientes cuestiones, 

pues si bien, no puede negarse que debe de existir una igualdad procesal entre las 

partes, es cuestionable que sean los Tribunales Colegiados de Circuito los 

encargados de conocer y resolver del recurso de revisión fiscal, cuestión que a título 

personal, relega la actuación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, mismo 

que podría actuar como Tribunal de segunda instancia y conocer de un recurso 

emanado de una ley de carácter meramente administrativo como la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, con lo cual, una figura tan importante en 

el marco jurídico nacional como lo es el Juicio de Amparo, no quedaría a expensas 

de la tramitación de un recurso emanado de una ley ordinaria, pues si el gobernado 

quisiese recurrir al Juicio de Garantías, el recurso de revisión fiscal, debe ser 

evaluado primeramente por los Tribunales Colegiados de Circuito y en caso de que 

este sea procedente, el administrado podrá acudir al Juicio de Amparo para la 

defensa de sus pretensiones. en un asunto que ya le había sido favorable en el 

Juicio Contencioso Administrativo.  
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CAPÍTULO I. LOS ANTECEDENTES DEL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. 

 

Los orígenes de la justicia administrativa. 

El recurso de revisión fiscal es un medio de defensa exclusivo de las 

autoridades administrativas, previsto primeramente en el artículo 104 fracción III de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y se encuentra detallado 

a profundidad en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, por el cual, la autoridad administrativa podrá impugnar las 

resoluciones emitidas por  el Pleno, las Secciones de la Sala Superior o por las 

Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; sin embargo, algo 

curioso con respecto a este recurso es que si bien en la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se encuentran los supuestos de 

procedencia del mismo, esta ley remite a otra para actuar de forma supletoria para 

la resolución de dicha controversia, siendo esta la Ley de Amparo. Dejando la tarea 

de resolver la controversia entre la autoridad administrativa a los Tribunales 

Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación, y no al Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, órgano de donde emana la controversia en cuestión. 

Con base en lo anterior, puede observarse que, si el gobernado obtiene una 

resolución favorable ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la autoridad 

administrativa puede impugnar tal resolución, pero no ante el órgano que emitió 

dicha sentencia definitiva, sino ante los Tribunales Colegiados de Circuito, lo cual 

se asemeja al Juicio de Amparo directo. Situación que es digna de ser analizada 

debido a que el juicio de amparo, o juicio de garantías, tuvo su origen precisamente 

como un instrumento de defensa de los derechos humanos del particular ante el 

Estado. Como enuncia el doctor Marcos Francisco del Rosario:  

“Es importante advertir algunos aspectos que ponen de manifiesto los 
rasgos distintivos del pensamiento de Mariano Otero, en cuanto al deber 
ser del juicio de amparo, entre éstos, es la tendencia a fortalecer el 
federalismo, mediante la consolidación del Poder Judicial, lo que 
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evidencia su desconfianza para que los estados reconocieran y tutelaran 
los derechos humanos.”1. 

Con lo cual, puede observarse que dicho recurso de revisión fiscal es un medio 

extraordinario de impugnación, que facilita la igualdad procesal entre las partes, 

poniendo al mismo nivel tanto a la autoridad como al gobernado. Lo anterior siendo 

el resultado de la evolución histórica del derecho administrativo, no solo a nivel 

nacional, sino también a nivel internacional, particularmente el caso francés donde 

esta tuvo sus orígenes tal cual lo conocemos en la actualidad, como nos hace 

mención el autor Miguel Malagón Pinzón:  

“El derecho administrativo se considera como la expresión del fenómeno 
de conquista del Estado por el Derecho y desde esa óptica es un 
acontecimiento nuevo, debido a ello suele considerarse que el punto de 
partida del derecho administrativo es la Revolución francesa”2. 

Para abordar el tema del recurso de revisión fiscal, de naturaleza propiamente 

administrativa, hay que remontarnos a los orígenes de la propia justicia 

administrativa y su evolución teórica y práctica. Para ello es necesario identificar 

cómo distintos sucesos que obedecían, a cambios políticos y sociales se 

manifestaron en una transformación, no solo a nivel político y social, sino también 

jurídico; ello por el abuso cometido por los gobernantes el cual dejaba en la 

indefensión a los gobernados, la cual bajo el análisis de Christine Leroux de 

Belaunde originó estos dos órdenes de jurisdicción en Francia;  

“Por un lado, la reacción contra los abusos de los Parlamentos de la 
Monarquía ya que intervenían en la Administración Real y se 
consideraban competentes para controlar y eventualmente sancionar a 
los administradores. Al final del Reinado de Luis XVI, la situación se había 
vuelto insostenible: los Parlamentos abusaban del derecho de registro de 
las leyes, para impedir las reformas necesarias. Y por el otro la influencia 
de las ideas de Montesquieu, quien en su obra cumbre El Espíritu de las 
Leyes afirma que Cualquier hombre que tenga poder está inclinado a 
abusar de él y para evitar esto, hay que separar los tres poderes: 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial”.3  

 
1 Del Rosario Rodríguez, Marcos, El juicio de amparo en el centenario de la Constitución mexicana 
de 1917, tomo I. México, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, 2017, p. 125. 
2 Malagón Pinzón, Miguel, La Revolución francesa y el derecho administrativo francés. La invención 
de la teoría del acto político o de gobierno y su ausencia de control judicial. Colombia, Diálogos de 
saberes, 2018, p. 168. 
3 Leroux de Belaunde, Christine, Jurisdicción judicial y jurisdicción administrativa en Francia, Francia, 
Revista de derecho Themis, 1985, p. 47. 
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De esta manera, en Francia comenzó un proceso independentista, lo anterior como 

respuesta a los mismos excesos de la monarquía y su despilfarro, como ya se 

mencionó tales cambios revolucionarios traerían consigo no solo una nueva 

organización política y social, sino también jurídica, esto es, la transformación del 

Estado por el derecho. Tal búsqueda de cambio era necesaria puesto que se había 

heredado y se continuaban con las prácticas del sistema feudal; donde los 

estamentos como el clero y la nobleza gozaban de un gran número de privilegios, 

dejando al resto de la población las cargas de mantener tales privilegios. Por lo cual, 

se vivía en un descontento generalizado, y ello se traduciría en el nacimiento de la 

materialización de la colectividad en una figura llamada el tercer Estado4. La anterior 

siendo opuesta al Régimen de la monarquía absoluta y obtendría su legitimación de 

los incipientes conceptos de nación y soberanía nacional. 

Debido a ello era cuestión de tiempo que distintos pensadores de la época 

comenzaran a fraguar postulados y teorías en contra del régimen monárquico en el 

cual vivían. Uno de los más relevantes debido a que sus ideas servirían para lo que 

a posteriori se conocería como constitucionalismo y, por ende, en una codificación 

del Estado y su convivencia dentro de este plasmado en leyes sería Emmanuel-

Joseph Sieyès. Sus planteamientos e ideas que dieron como resultado el 

nacimiento del tercer Estado siendo este conformado por el resto de la población 

que no pertenecía a los estamentos de la nobleza y el clero. La gran mayoría de la 

restante población no era perteneciente a los grupos anteriores, y ello se traducía 

en que estos eran los que debían absorber tanto las cargas tributarias y el diezmo, 

así como el resto de las labores y trabajos más pesados. 

Es así como la evolución de pensamiento y las distintas corrientes filosóficas que 

venían desde la ilustración, acompañadas de la necesidad de un cambio generó en 

los conceptos antes mencionados como Nación o Soberanía. Así mismo el 

conformar entre todos los integrantes de un territorio una Nación trae consigo una 

serie de desafíos, puesto que, lo que se buscaba era alejarse del antiguo régimen 

 
4 Hermosa Andújar, Antonio. “El concepto de nación en Sieyes”, Fragmentos De Filosofía, España, 
1992, p. 116. Recuperado a partir 
de:https://revistascientificas.us.es/index.php/fragmentos_filosofia/article/view/25051. Consultado el 
19 de marzo de 2024. 
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en la conformación de esta nueva identidad. De este modo y citando al profesor 

Andújar, el cual versa que el proceso propuesto por Sieyès para llevar a cabo la 

concepción de una nación:  

“Sieyès fija en tres las etapas de formación de una nación: en la primera, 
un conjunto de individuos decide asociarse y constituirse en nación; en la 
segunda, las mónadas individuales, por siempre los elementos 
ontológicos de aquélla, ya quieren por la voluntad común -que reúne y 
une las de todas ellas y se expresa como voluntad de la mayoría; en la 
tercera, la voluntad común, real hasta entonces, ha de volverse, por 
imperativo de las circunstancias, representativa. La conformación de la 
nación se produce por entero en estado de naturaleza, y su acción 
transcurrirá igualmente dentro de ese marco, sin jamás salirse de él, aun 
cuando el efecto inmediato o mediato de sus voliciones sea la sociedad 
civil. De otro lado, los individuos que la conforman no perderán los 
derechos que la naturaleza unce a su condición de individuos, 
fundamentalmente la libertad y la propiedad y, de hecho, el conjunto de 
derechos que el orden social debe solemnizar en una Declaración situada 
al frente de la Constitución no constituye sino el despliegue legal de su 
fuerza natural”. 5 

De este modo puede vislumbrarse que a aquellos individuos que decidieron 

organizarse como nación les corresponden una serie de prerrogativas, las cuales 

serán garantizadas por un documento que enuncie las mismas y que será una 

Constitución. Dicha Constitución no es más que el resultado de tales ideales como 

los plasmados por Jean-Jacques Rousseau en su obra el contrato social, donde se 

establecen una serie de lineamientos para la convivencia entre un grupo de 

personas que han optado por vivir en una sociedad y que a posteriori se convertirá 

en un Estado. De esta forma y para distanciarse de los gobiernos absolutistas un 

grupo de individuos, los cuales deben ser elegidos libremente por los integrantes de 

la nación, deben de realizar de forma extraordinaria la redacción y elaboración de 

los preceptos constitucionales que servirán como base para dar forma e identidad 

al Estado, como hace mención en su obra y cito:  

“Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con la fuerza 
común la persona y los bienes de cada asociado, y por la cual cada uno, 
uniéndose a todos, no obedezca sino a sí mismo y permanezca tan libre 
como antes. Tal es el problema fundamental cuya solución da el Contrato 
social. Las cláusulas de este contrato están de tal suerte determinadas 
por la naturaleza del acto, que la menor modificación las haría inútiles y 
sin efecto; de manera, que, aunque no hayan sido jamás formalmente 
enunciadas, son en todas partes las mismas y han sido en todas partes 

 
5 Ídem.  
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tácitamente reconocidas y admitidas, hasta tanto que, violado el pacto 
social, cada cual recobra sus primitivos derechos y recupera su libertad 
natural, al perder la convencional por la cual había renunciado a la 
primera”.6 

Puede vislumbrarse que, con la concepción de la figura de Estado, como forma de 

organización de los pobladores de algún territorio en común, se dotaba a estos de 

una serie de prerrogativas las cuales serían plasmadas en marcos normativos, 

partiendo de una Constitución o Carta Magna, denominada de esta forma como 

hace mención el historiador Juan Alponte, y cito: “La petición popular para que se 

conformaran y definieran las libertades hicieron posible algo muy novedoso, que el 

lunes 15 de junio de 1215, en la pequeña isla de Runnymede, cerca de Windsor, el 

rey Juan Sin Tierra firmara la “Magna Carta”, ello como resultado de una rebelión 

feudal para establecer límites al poder del Rey”7. De esta manera en tal documento 

constituyente se plasman los principios y derechos básicos de los individuos que 

pertenezcan a dicho Estado, y que posteriormente se diversificarán para abarcar los 

distintos aspectos del derecho contenido dentro de los cuerpos normativos, esto es 

la legislación secundaria, que fuesen apareciendo conforme a las necesidades de 

la población, como lo sería el derecho penal, laboral, civil, familiar, administrativo; 

por nombrar algunos. Lo anterior debido a que las instituciones cambian a medida 

que lo hace la sociedad y sus necesidades, dicha necesidad de cambio, y un 

correcto acceso a los medios de justicia, detonó no solamente en los movimientos 

revolucionarios ocurridos en Francia, y que dicho país adoptara una identidad 

revolucionaria en pensamiento en busca de ideales de justicia, la cual daría como 

resultado la creación de instrumentos de acceso e impartición de esta. 

De esta manera la evolución del derecho y de los órganos e instituciones qué 

conforman un Estado sería algo que influiría lo que posteriormente se conocería 

como la dualidad de jurisdicción, siendo uno de los referentes del derecho 

administrativo; debido a que se daría una separación entre los asuntos de los cuales 

conocería el Poder Judicial y los asuntos que serían de conocimiento de los 

 
6 Jean-Jacques Rousseau, El contrato social o principios de derecho político, España, Verbum, 2018, 
p. 14. 
7 Alponte, Juan María, Lecturas filosóficas (la lucha por los derechos humanos y el Estado de 
derecho), México, Instituto Nacional de Administración Pública A.C., 2012, p. 91. 
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Tribunales administrativos, como lo sería el Consejo de Estado, creados 

especialmente para dirimir las controversias suscitadas entre la autoridad 

administrativa y los gobernados. 

La figura del Consejo de Estado en Francia como lo hace mención el Magistrado 

Venezolano Farías Mata no nació con la Revolución francesa, pues ya existía en el 

antiguo régimen una figura denominada Consejo del Rey, pero los principios 

revolucionarios de 1789 encontraron en él la necesaria comprensión y receptividad 

que daría como resultado a posteriori al Consejo de Estado.8 Lo anterior debido a 

la complejidad que traería consigo implementar un nuevo sistema de justicia desde 

cero y más aún, en el periodo post revolucionario; ya que en esos momentos se 

pasa por la reconstrucción y más en eventos violentos y de profundo trasfondo 

político y social como lo fue la revolución francesa. Entonces en tal reconstrucción 

de la sociedad y de la implementación de los cambios que originaron los 

movimientos revolucionarios es normal que las instituciones con las cuales ya se 

contaba sufran una serie de transformaciones o evolución, que harán más sencilla 

su posterior implementación. 

El consejo del rey servía como un instrumento orientativo para el monarca, y sus 

recomendaciones no eran vinculantes careciendo de obligatoriedad, como hace 

mención el doctor Rafael Ballen:  

“En el Antiguo Régimen el Consejo de Estado era una institución asesora, 
un órgano de consulta del gobierno en asuntos políticos y administrativos, 
lo cual es explicable, pues la monarquía lo utilizaba para acertar en la 
toma de sus decisiones, aunque sus funciones eran limitadas en los 
períodos republicanos. En principio, los reyes constituyeron un Consejo 
de Estado de personalidades de los altos círculos políticos, sin funciones 
definidas”9. 

Sin embargo, tales asesorías eran en diversos ámbitos, no sólo en materia 

administrativa; ya que también se delegaban consultas en asuntos políticos, 

 
8 Farias Mata, Luis H., “El Consejo de Estado francés”, Revista de la Facultad de Ciencias. Jurídicas 
y Políticas, Venezuela, 1990, p. 14. Recuperado a partir de 
http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDUCV/78/rucv_1990_78_11-26.pdf. 
Consultado el 3 de abril de 2024. 
9 Ballén, Rafael, “El Consejo de Estado francés en el Antiguo Régimen”, Diálogos de saberes: 
investigaciones y ciencias sociales, Bogotá, núm. 25, 2007, p. 24. Recuperado a partir de 
https://revistas.unilibre.edu.co/index.php/dialogos/article/view/2063. Consultado el 16 de abril de 
2024. 

https://revistas.unilibre.edu.co/index.php/dialogos/article/view/2063
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judiciales, en materia económica y demás asuntos que fuesen de conocimiento del 

monarca. A pesar de contar con los medios antes mencionados, en materia 

administrativa no se actuaba en defensa de los gobernados, sino en defensa de los 

intereses de la Administración o en este caso del monarca. Lo anterior debido a la 

ausencia de una codificación que brindara garantías a los gobernados, y la cual se 

daría con posterioridad, teniendo como base a la declaración de los derechos del 

hombre y del ciudadano.  

Con lo anterior, debe hacerse una distinción de cuando se da la transición entre el 

antiguo régimen y el periodo post revolucionario, puesto que sería con la entrada de 

este nuevo régimen que se comenzaría la codificación de la ley, la cual daría forma 

al Estado, y la puesta en marcha de los ideales revolucionarios.  

Debido a la instauración de estos nuevos modelos de justicia en Francia uno de los 

cambios que vendrían con ellos era la necesidad de establecer de un medio de 

acceso a la incipiente justicia administrativa; debido a que la nueva codificación 

regulaba la relación entre los gobernantes y los gobernados, dotando a estos 

últimos de derechos para su defensa ante los actos cometidos por las autoridades 

administrativas. Sin embargo, para dirimir tales controversias se consideró 

necesario revalorar la separación de poderes y que los asuntos de naturaleza 

administrativa fueran resueltos por la propia autoridad administrativa y no por el 

Poder Judicial. Lo anterior debido a que se consideraba que el Poder Judicial no 

debía entrometerse en los asuntos del Poder Ejecutivo y a palabras del profesor 

Soto Kloss:  

“Tal desconfianza hacia el Poder Judicial era justificada, puesto que sus 
maneras y actitudes fueron una de las causas preponderantes de la ruina 
del Ancien Régime, al oponerse obstinadamente a toda reforma 
concebida por la Corona, a fin de transformar las muy pesadas estructuras 
que mal podían adaptarse a las necesidades políticas y económicas de 
aquella época”.10 

Sucesos como la revolución francesa, antes mencionado, y los principios que de 

ella emanaban, así como los ideales de la ilustración tales como la separación de 

 
10 Soto Kloss, Eduardo, “Notas sobre el Tribunal de Conflictos Frances”, Revista de Derecho Público, 
Chile, núm. 9, 1968, p. 179. Recuperado a partir de 
https://revistaderechopublico.uchile.cl/index.php/RDPU/article/view/31883. Consultado el 12 de abril 
de 2024. 
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poderes, y la necesidad de un cambio, detonaron la misma y sirvieron, no solamente 

como un cambio a nivel político y social, sino que también en el derecho; y cómo 

éste debía servir a los propósitos de forjar la nueva realidad esperada tras la 

culminación de los movimientos revolucionarios. La sentencia anterior obedece a la 

desconfianza que los revolucionarios franceses tenían hacía los Tribunales que 

conformaban el Poder Judicial, ello, debido a que se consideraba que estos 

frenaban los avances revolucionarios, es decir, no servía de nada el cambiar las 

figuras que representaban a la monarquía o el tratar de instaurar nuevos sistemas 

de justicia, si la autoridad judicial ponía trabas o no hacía cumplir dichos cambios. 

Debido a que se obedecía a intereses más próximos al feudalismo, lo cual, era 

necesario cambiar. Con lo cual las clases altas debían de dejar de tener los 

privilegios heredados de la época feudal solapados por los integrantes del Poder 

Judicial y debían de comenzar a alinearse con los nuevos ideales del Estado post 

revolucionario. 

Los ideales de la Revolución Francesa sentaron las bases de lo que sería el Estado 

de Derecho, esto es, que las leyes expedidas por el Estado fuesen respetadas por 

este mismo, así como por los gobernados. El establecer límites dentro del marco 

normativo servía para que no se cometieran excesos o se cayera en actos de 

arbitrariedad por parte del Estado. Así mismo delimitar las competencias de cada 

poder dentro del marco normativo servía para que no hubiese intromisiones de un 

poder hacía otro; como lo sería que el Poder Ejecutivo tuviese injerencia en los 

asuntos del poder legislativo o judicial y viceversa. Lo anterior debido a que se 

buscaba que cada poder fuera independiente el uno del otro, con lo cual, el Poder 

Judicial no debía tener injerencia en los asuntos de naturaleza administrativa, los 

cuales son más propios del Poder Ejecutivo. Así mismo lo anterior serviría para dar 

forma a los poderes que conforman un Estado, debido a que en un principio no se 

consideraba al Poder Judicial como un poder y este se agrupaba dentro del poder 

legislativo o incluso algunas veces dentro del Poder Ejecutivo. La delimitación 

serviría para marcar las facultades y atribuciones de cada poder lo que a la postre 

se convertiría en los tres poderes actuales: el Poder Ejecutivo, el poder legislativo, 

y el Poder Judicial. 
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El consejo de Estado francés y su independencia del Poder Judicial. 

La separación de poderes traería consigo una serie de cambios que 

sentarían la base de los Estados modernos, principalmente el sistema de contra 

pesos, con el cual ningún poder estaría por encima de otro. De este modo para 

evitar una invasión de competencias en las controversias a revisar suscitadas entre 

los particulares y la autoridad administrativa, en el periodo post revolucionario 

francés se instauró el modelo de justicia retenida, debido a que el Poder Judicial no 

sería el órgano encargado de dirimir las controversias, y este papel lo llevaría a cabo 

directamente la autoridad administrativa; reteniendo para sí misma la facultad de 

poder revisar y resolver tales controversias. Lo anterior una situación heredada del 

antiguo régimen.  

La magistrada Margarita Cerezo Lomelí separa en tres etapas este proceso de 

evolución de la justicia administrativa encargada de dirimir las controversias entre 

la autoridad administrativa y los particulares. La primera de ellas fue la antes 

mencionada, donde se implementó un modelo de justicia retenida, o a palabras de 

Cerezo Lomelí, fase ministro-juez. En tal fase siguiendo como modelo las practicas 

del antiguo régimen, la autoridad administrativa activa, siendo esta: ministros, 

administradores de departamentos, u otro órgano de la administración, actuaría 

como anteriormente lo hacia el soberano, puesto que sería este quien a su 

consideración revisaría la controversia a tratar, y a su vez tomaría la decisión 

pertinente al asunto en cuestión resolviendo el mismo. Lo anterior sin duda pudiendo 

caer en riesgo de decisiones arbitrarias o que pudieran ser más a favor de la 

administración pública, que del propio administrado; pudiendo caer en el error de no 

analizar propia y debidamente el asunto y actuando en beneplácito de los intereses 

del Estado.11 

Tal cuestión no pasó inadvertida y se dio una segunda etapa en la cual se creó un 

órgano consultivo, denominado como el Consejo de Estado, el cual solamente 

propondría y aconsejaría al ministro sobre cómo resolver alguna cuestión. Sin 

 
11 Lomelí Cerezo, Margarita, Lo contencioso administrativo en la Reforma del Estado: El origen de la 
jurisdicción administrativa, México, Instituto Nacional de Administración Pública, pp. 23-25. 
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embargo, está solamente serviría como un órgano de apoyo consultivo y sus 

recomendaciones no serían obligatorias o vinculantes. Por lo cual se continuaría 

con el ministro o representante de la autoridad administrativa como el encargado de 

decidir la suerte de la controversia en cuestión. De lo anterior puede rescatarse que, 

aunque el Consejo de Estado carecía estrictamente de jurisdicción, entendida como 

la potestad del Estado para resolver controversias jurídicas, de forma imparcial e 

imperativa, aplicando el derecho al caso concreto, sus opiniones fueron 

comenzando a tener peso y aunque estas no eran obligatorias, sus criterios fueron 

imponiéndose y eran escuchados por los ministros. Debido a ello el Consejo de 

Estado fue consolidando su reputación, ya que dotaba de equilibrio a las disputas 

entre la Administración Pública y los particulares; debido a que sus opiniones 

gozaban de imparcialidad y no se inclinaban a beneficio de la Administración, como 

solía suscitarse en la primera etapa, cuando la autoridad administrativa decidía por 

cuenta propia la suerte de las controversias.  

En la tercera etapa se pasó de una justicia retenida a una delegada, esto en el año 

de 1872, situación que marcaría un precedente y las bases de lo que a la postre 

sería el derecho administrativo; debido a que ya no sería la autoridad administrativa 

la encargada de dirimir las controversias, y tal suerte la decidiría un órgano 

independiente de la autoridad administrativa, así como del Poder Judicial. En esta 

etapa, el Consejo de Estado Francés dejó de ser una mera figura consultiva y fungió 

como un ente que servía para dirimir las controversias entre los particulares y las 

autoridades administrativas. De este modo y bajo este concepto de justicia 

delegada, ya que no era la propia autoridad administrativa la encargada de dirimir 

dichas controversias, sino el Consejo de Estado actuando de manera autónoma, 

demostrando la efectividad de este, gracias a la imparcialidad de sus fallos, se fue 

consagrado el sistema de justicia delegada. Así mismo se evitaba que la propia 

autoridad administrativa fuese la encargada de decidir sobre las controversias 

suscitadas con los particulares como se dio en la primera etapa de la justicia 

administrativa francesa. 

El establecer un modelo de justicia delegada era propicio para que se llevara a cabo 

el principio de división de poderes, debido a que no se consideraba apropiado que 
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la autoridad judicial tuviese conocimiento de los asuntos propios del ejecutivo, como 

lo es la materia administrativa; y el modelo de justicia retenida tampoco era viable 

debido a que era la propia autoridad administrativa la encargada de resolver las 

controversias suscitadas. Lo anterior fue lo que dio origen al Consejo de Estado 

francés y al modelo de justicia delegada; donde por una parte no era otro poder el 

encargado de dirimir las controversias, y tampoco era la autoridad administrativa. 

Por lo anterior en la ley del 24 de mayo de 1872 se consagró su jurisdicción; 

pudiendo verse qué pasó un largo tiempo desde la caída del antiguo Régimen con 

la ejecución en la guillotina del monarca Luis XVI, el periodo post revolucionario y la 

instauración del imperio napoleónico y hasta llegar a la tercer República francesa 

en 1870. Es menester hacer notar qué en dicho transcurso de tiempo el Consejo de 

Estado continuó y mejoró en su evolución, ya que sus fallos continuaron 

apegándose a los principios que lo consagraron, esto es, la imparcialidad y equilibrio 

entre la administración pública y los gobernados. Lo cual trajo consigo las bases 

que cimentarían el derecho administrativo francés con la dualidad de jurisdicciones. 

Como hace mención el doctor Guillermo Cambero: 

“Las dos “ordenes de jurisdicción”, administrativa y judicial, son 
completamente distintas: ninguna es superior a la otra y las dos coexisten, 
cada una en el campo de su propia competencia, sin interferencia alguna. 
A pesar de que la organización jurisdiccional en Francia es dualista y las 
reglas de procedimiento son diferentes, el objeto primordial es solo uno: 
impartir justicia”.12 

De este modo el Consejo de Estado se encargaría de los asuntos del orden 

administrativo, de forma autónoma, y el Tribunal de Casación conocería de los 

asuntos propios del Poder Judicial. Cabe resaltar qué dichas instituciones continúan 

operando en la actualidad.  

Puede verse que el proceso del desarrollo del derecho administrativo en Francia va 

de la mano con los procesos independentistas, así como los ideales de la ilustración 

propios de la época. La necesidad de cambios trae consigo que las Instituciones se 

adapten conforme lo hace la realidad e identidad de un país. Así mismo, 

 
12 Cambero Quezada, Guillermo, “Dualismo jurisdiccional y jurisdicción administrativa”, Letras 
jurídicas revista electrónica de derecho, México, núm. 3, 
Recuperado a partir de: https://cuci.udg.mx/sites/default/files/gcq2006.pdf. Consultado el 12 de abril 
de 2024. 
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instrumentos como la carta de derechos del hombre y del ciudadano, sembraron la 

semilla de una transformación; se dejaba de ser siervos y se adoptaba la figura de 

ciudadanos, con las claras distinciones con respecto a las propiedades u otros 

medios con los que se contase, y dicha ciudadanía otorgaba ciertas prerrogativas 

frente al Estado. De este modo dichas prerrogativas fueron adaptándose conforme 

cambiaban los tiempos, con lo cual, los nacientes derechos humanos de primera 

generación evolucionaron en las distintas etapas que hasta el día de hoy continúan 

cambiando. Es la propia naturaleza del derecho, y que este no es estático lo que 

facilita la introducción de medios o recursos que logren dar a cada cual lo que le 

corresponde.  

 

Los orígenes del derecho procesal administrativo. 

La historia del derecho procesal administrativo en México ha tenido más 

contrastes en comparación con el derecho administrativo francés. Como pudo 

observarse en el análisis del capítulo anterior, en el derecho administrativo francés 

la figura del consejo de Estado y la desconfianza que se tenía hacia los jueces, 

ayudó para que en Francia se instaurara un modelo de justicia administrativa 

independiente del Poder Judicial, caso contrario ocurrió en México desde que este 

adquirió su independencia, puesto que se había consolidado una división de 

poderes muy delimitada; con lo cual sería complejo que se pudiese instaurar un 

sistema como el Consejo de Estado francés, ya que no se partía de una tradición 

jurídica previa como en Francia, y los eventos previos que originaron la creación de 

dicho Consejo de Estado. Lo anterior obedecía a que se consideraba que cada uno 

de los poderes debía ser independiente el uno del otro, y que no podrán reunirse 

dos o más de estos poderes en una sola persona. Por lo anterior, era inviable que 

se instaurara en México un Tribunal independiente del Poder Judicial como lo era el 

caso del Consejo de Estado francés. Al igual que en Francia tras culminada su 

revolución, en México alcanzada su independencia de España, se comenzó un 

proceso de formación como una nación soberana. Lo anterior significaba la 

instauración de nuevos modelos de sistemas normativos o de adecuar los ya 

existentes a la nueva realidad nacional. Puesto que se buscaba alejarse de la 
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corona española. Sin embargo, ello no fue un proceso fácil o de corta duración, ya 

que desde la promulgación de la independencia de México el 16 de septiembre de 

1810 hasta su consumación con la firma de los Tratados de Córdoba que tendrían 

lugar hasta el 27 de septiembre de 1821.  

Posterior a la consumación de la independencia de México, se dieron sucesos como 

la conformación del primer imperio mexicano encabezado por Agustín de Iturbide, 

el cual, si bien fue de corta duración, dilató aún más la consolidación del territorio 

mexicano como una nación soberana. En este periodo el profesor Fernández Ruiz 

menciona que: 

“El derecho administrativo apareció en México desde el inicio de su 
independencia, como lo acreditan diversos decretos de la Soberana Junta 
Provisional Gubernativa del Imperio Mexicano, entre otros: el del 5 de 
octubre de 1821, en cuya virtud, se habilitó y confirmó provisionalmente a 
las autoridades existentes, para el ejercicio de la administración de justicia 
y demás funciones públicas; siendo este el primer antecedente directo de 
la aparición de autoridades encargadas de dirimir los asuntos de índole 
administrativa”.13 

Enfocándonos en los sistemas jurídicos establecidos posteriores a la consumación 

de la independencia de la Nueva España, ahora México, uno de los principales 

exponentes es la Constitución de 1824. Tras los eventos acaecidos con la 

proclamación de Agustín de Iturbide como emperador, el segundo constituyente 

tenía la difícil tarea de comenzar la redacción de una nueva carta magna; la cual 

debería de contener la forma de gobierno que se adoptaría en la incipiente nación. 

Los constituyentes de dividieron en dos facciones, por un lado, los que apoyaban la 

idea de un gobierno centralista, y por la otra quienes querían que se adoptara un 

gobierno federalista. Con la instauración de la Constitución de se reguló, por primera 

vez en el derecho mexicano, la figura jurídica de la expropiación forzosa, entendida 

como el acto de autoridad en cuya virtud se priva a una persona de su propiedad, 

aun sin su consentimiento, condicionándola en la fracción III de su artículo 112 a la 

existencia de causa de utilidad pública, al pago de indemnización y a la aprobación 

del Senado14. Siendo dicha figura el primer antecedente de lo que posteriormente 

 
13 Fernández Ruiz, Jorge, Derecho administrativo. México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2016. p. 51. 
14 Ídem. 
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se conocería como el contencioso administrativo, puesto que sería la autoridad 

administrativa la que entraría en controversia con un particular.  

A pesar de las objeciones hechas por los detractores de un gobierno republicano, 

al final se adoptó dicha forma de gobierno, con lo cual México sería una república 

federal. Dicha controversia se suscitó debido a la diferencia de pensamiento entre 

centralistas y federalistas, esta idea se apoya en la obra de Chuayffet el cual 

menciona que: 

“Ante la amenaza de desintegración en 1823, los Estados deciden pactar 
un acta constitutiva de la federación. Con lo cual surge dicha dualidad de 
pensamientos puesto qué los centralistas, con fray Servando a la cabeza, 
señalan que se hizo una mala imitación extra lógica, incluso con una 
traducción mal hecha en Puebla de la carta norteamericana, de lo que era 
el federalismo allá. Los federalistas por su parte, con Ramos Arizpe a la 
cabeza, invocan el reconocimiento a un principio de descentralización 
política que se ha venido dando en la república, y cuya prueba máxima, 
afirma el padre del federalismo, o uno de los padres del federalismo para 
ser más justos, es el hecho de que las diputaciones provinciales que 
sirvieron para demarcar a la República en 1812 son ya expresión de este 
proceso de descentralización”.15 

De esta forma y al establecerse el federalismo en la nueva nación, se establecería 

por su parte dentro de la carta magna, el principio claro de la separación de poderes, 

conformándose entonces por el Poder Ejecutivo, legislativo y judicial.  

Con dicha división de poderes, donde se establecían las funciones de los poderes 

Ejecutivo, legislativo y judicial, y a pesar de que los juzgados pertenecientes a la 

esfera del Poder Judicial eran los encargados de dirimir las controversias en materia 

administrativa, se crearon los Tribunales de hacienda, los cuales eran órganos 

especializados en materia fiscal del Poder Judicial Federal, encargados de dirimir 

las controversias de dicha materia. Tanto la jurisdicción del Poder Judicial para 

conocer de los asuntos en materia administrativa, así como la creación de los 

Tribunales en materia hacendaria tenían su sustento en las siete leyes, como hace 

mención el doctor Vázquez Alfaro: 

“La Quinta Ley disponía la estructura del Poder Judicial ella en su artículo 
primero. El artículo 12 confería a la Suprema Corte de Justicia el 
conocimiento de las controversias administrativas originadas en contratos 
o negociaciones celebrados por el Supremo Gobierno o por su orden, 

 
15 Chuayffet Chemor, Emilio, Examen retrospectivo del sistema constitucional mexicano, México, 
Instituto de investigaciones jurídicas UNAM, 2005, p. 265. 



17 
 

aunque este dicho sólo se puede fundar en una interpretación extensiva 
de la fracción VI de dicho precepto. La misma Ley Quinta hizo reaparecer 
los tribunales de Hacienda, con competencia específica por razón de la 
materia (dando un tratamiento especial al contencioso fiscal), como 
órganos del Poder Judicial de la República. Las sentencias dictadas por 
los tribunales de Hacienda eran susceptibles de ser impugnadas ante los 
tribunales superiores de los departamentos, a los cuales correspondía 
conocer de los recursos de nulidad y en última instancia ante la Suprema 
Corte de Justicia”.16 

Puede verse que, a pesar de ser un ordenamiento jurídico de corte conservador y 

producto de una rebelión, las siete leyes introdujeron ciertas implementaciones en 

materia administrativa; como lo fue el recurso de reclamo. Tales novedades eran 

necesarias puesto que se comenzaban a suscitar controversias entre los 

administrados y las autoridades administrativas. Así mismo figuras como la 

regulación en materia fiscal son necesarias en cualquier gobierno, siendo el tributo 

la base de la existencia de este, teniendo que implementar medios de 

administración eficaces que garanticen su correcto funcionamiento.  

Dentro de las Siete Leyes, si bien se comenzaba a legislar en materia administrativa, 

como lo sería el recurso de reclamo o la regulación en materia hacendaria, no se 

contaba propiamente con la figura del contencioso administrativo; lo cual dejaba 

limitados a los gobernados en caso de suscitarse alguna controversia con la 

autoridad administrativa. Así mismo el principio de separación de poderes no estaba 

bien delimitado, puesto que al ser un gobierno unitario central sustentado en la 

figura del gobernante, Antonio López de Santa Anna, no había verdaderos contra 

pesos entre los distintos poderes que conformaban el gobierno. Sin embargo, tal 

situación sería atendida en el proyecto contenido en el acta de reforma a las leyes 

fundamentales de 184017. En tal proyecto se establecería de forma expresa que el 

ejercicio del supremo poder nacional se dividiría en legislativo, ejecutivo, y judicial. 

Así mismo el título séptimo sería dedicado al sistema de hacienda nacional, creando 

un Tribunal de revisión de cuentas. Con la introducción de este sistema contencioso 

tributario el cual estaría contenido dentro de la esfera del Poder Judicial. De la 

misma manera se le otorgaban una serie de atribuciones a la Suprema Corte de 

 
16 Vázquez Alfaro, J. Luis, Evolución y perspectiva de los órganos de jurisdicción administrativa en 
el ordenamiento mexicano, México, Instituto de investigaciones jurídicas UNAM, 1991, p. 131. 
17 Ídem. 
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Justicia de la Nación, las cuales estaría contenidas en el artículo 118 el cual 

versaba:  

“Artículo 118. Un Tribunal compuesto de letrados residentes en la capital 
y con las mismas cualidades que se exigen a los ministros de la Corte de 
Justicia, conocerá de las causas civiles y criminales comunes de éstos, 
de las de los Contadores mayores de Hacienda, y de los recursos de 
nulidad de sentencia dada en última instancia por la misma Corte 
Suprema”.18  

Pudiendo verse que tendría conocimiento de los asuntos en materia administrativa 

con excepción expresa sobre los asuntos gubernativos o económicos de la Nación, 

lo cual estaría contenido en la fracción segunda del artículo 119 de dicho 

ordenamiento; siendo el consejo de gobierno el encargado de tener conocimiento 

de dichos tópicos.  

La transición vivida en México no dejó de ser caótica. Desde su conformación como 

país independiente los distintos modelos de gobierno instaurados no estaban ajenos 

de problemas, puesto que en muchos casos la pugna entre diferentes facciones, 

como lo serían los liberales y conservadores, impedía que se consolidara un 

gobierno estable y por ende que se comenzara a formar una identidad jurídica y 

legal. Aunado a lo anterior se gestarían conflictos bélicos entre Estados Unidos de 

Norteamérica y la república mexicana, con lo cual, tras los tumultos ocurridos tras 

la primera república federal y la república centralista, no se contaba con un gobierno 

sólido que pudiese hacer frente a tales acontecimientos.  

Durante dicho periodo se solicitó que se retomara la Constitución de 1824, con lo 

cual se pretendía restaurar la república federal en México. El gobierno centralista 

resultó no ser la mejor elección y los Estados de la república, ahora conocidos como 

departamentos también solicitaban el retorno a un modelo federal. Es notable 

destacar que fue durante la instauración de la república centralista cuando el 

territorio de Texas declaró su independencia de México en 1835, en un movimiento 

perpetrado de manera hábil por los migrantes estadounidenses establecidos en 

dichas tierras. Así mismo tiempo después el Estado de Yucatán también declaró su 

independencia de México en 1841 debido a la instauración de un modelo centralista. 

No solo era el descontento de los territorios que conformaban el Estado Mexicano, 

 
18 Ibidem. 
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también era visible que no era factible que las decisiones políticas se tomaran desde 

el centro del país. Se había debilitado la estructura política nacional y ello fue 

manifiesto en la intervención estadounidense. Es debido a ello que, en pleno 

conflicto, se promulgó el acta constitutiva y reformas de 1847 con lo cual se volvía 

a una federación. De la misma manera los cambios en materia administrativa fueron 

sutiles pero notorios; de nueva cuenta serían los Tribunales del Poder Judicial 

federal los encargados de conocerlos asuntos correspondientes al contencioso 

tributario, restaurándose los ordenamientos normativos vigentes que regulaba la 

Constitución de 1824. 

A pesar de lo anterior, es notable que la figura del contencioso administrativo estuvo 

siempre dentro de la esfera de competencia del Poder Judicial. Las ideas novedosas 

de situar las disputas del contencioso administrativo dentro del Poder Ejecutivo sería 

algo que a la par se comenzaría a fraguar en Francia. Los principios de la separación 

de poderes, aunque si bien estaban presentes, debido a la inestabilidad política de 

México no eran tan notorios. Una constante de asedios extranjeros así las disputas 

internas, como lo serían las fricciones políticas o los conflictos con el clero, hacían 

que dicha inestabilidad fuera en aumento.  

Como se ha hecho mención el Poder Judicial fue el responsable de decidir sobre la 

materia administrativa desde los primeros pasos de México como país 

independiente. Ello no solo por los ideales de la separación de poderes del Estado, 

sino también por qué la aplicación de un modelo como el Consejo de Estado 

Francés resultaba ser una figura novedosa. Sin embargo, sería en 1853 cuando 

comenzaría a introducirse en México un modelo de justicia retenida al estilo del 

consejo de estado francés. Sería con la introducción de las bases para la 

administración de la República mexicana hasta la promulgación de la Constitución, 

donde se implementaría. En dicho ordenamiento por vez primera se hablaba de un 

procedimiento contencioso administrativo, puesto como versaba su artículo noveno: 

“Artículo 9º. Para que los intereses nacionales sean convenientemente 
atendidos en los negocios contenciosos qué se versen sobre ellos, ya 
estén pendientes o se susciten en adelante; promover cuanto convenga 
a la hacienda pública qué se proceda en todos los ramos con los 
conocimientos necesarios en puntos de derecho; se nombrar un 
procurador general de la nación, con sueldo de cuatro mil pesos, honores 
y condecoración de ministro de la suprema corte de justicia, en el cual y 
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en todos los tribunales superiores será recibido como parte por la Nación, 
y en los inferiores cuando lo disponga así el respectivo ministerio; y 
además, despachar todos los informes en Derecho qué se le pidan por el 
gobierno. Será a movible a voluntad de éste y recibirá instrucciones para 
sus procedimientos de los respectivos ministerios”.19 

Puede verse qué a través del artículo anteriormente citado qué sería el procurador 

de la República el encargado de actuar en nombre de los ministerios y de la nación 

como parte en los procedimientos contenciosos administrativos. Así mismo dentro 

del mismo ordenamiento volvería a aparecer la figura del Consejo de Estado, el 

cual, serviría como consejero y asesor del gobierno en los asuntos propios de los 

Ministerios. Tales facultades se verían influenciadas por el Consejo de Estado 

Francés, y cómo en este, pasaría de ser solamente un órgano consejero a tener 

injerencia en cuanto a la resolución de tales conflictos; en una especie de justicia 

retenida. Lo anterior sería gracias a la influencia de Teodosio Lares, el cual, sería el 

pionero en cuanto a la introducción de la materia administrativa inspirada en el 

modelo francés, lo cual, no se había realizado en el México independiente. Como 

puede observarse, delimitar a las figuras involucradas en la impartición de justicia 

administrativa no es sencillo, incluso en Francia era un tema que dividía a los 

doctrinarios, esta perspectiva es apoyada por el jurista Cambero Quezada, el cual 

expone en su obra la complejidad de determinar la jurisdicción administrativa en 

Francia, debido qué y cito:  

“…las dos escuelas con más influencia en la materia habían intentado, a 
lo largo del siglo XX, determinar un criterio de competencia: la del servicio 
público (fundada por León Duguit) y la del poder público (fundada por 
Maurice Hauriou), pero ninguna de las dos ha logrado definir en su 
conjunto un criterio de aplicación para cada situación”.20 

Lo anterior manifestaba que ese debate con respecto a quién debía ser el 

encargado de dirimir la justicia administrativa, iba más allá de un asunto de 

desconfianza hacía los jueces y obedecía más a la propia naturaleza de la materia 

administrativa. De esta forma si bien era complejo el instaurar dicho modelo en 

Francia, lugar donde fue tal doctrina fue creada, sería aún más adecuarlo a las 

 
19 Bases para la administración de la República, hasta la promulgación de la Constitución. Publicado 
el 22 de abril de 1853. Artículo 9.  
20 Cambero Quezada, Guillermo, Derecho administrativo francés. Dualismo jurisdiccional y 
jurisdicción administrativa, México, Letras jurídicas, 2006, p. 9. 
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necesidades de un país de reciente creación como sería el caso de México; donde 

si bien, ya se contaba con la tradición jurídica heredada cuando era el Virreinato de 

la Nueva España, las figuras al poder habían cambiado, así como la sociedad 

misma. Es por esta razón que se continuó en la búsqueda de un modelo que se 

adecuara a las necesidades que la nueva realidad mexicana necesitaba.  

De esta forma sería con la figura de Teodosio Lares, el cual fue de suma importancia 

durante el gobierno de Santa Anna, siendo notable no sólo a sus aportaciones al 

derecho administrativo, las cuales incluso se manifestarían con la primera obra de 

derecho administrativo en México titulada “Lecciones de derecho administrativo” 

publicada en 1852; sino también con las distintas aportaciones en redacción de 

leyes que realizó durante dicho periodo, las cuales no solo fueron de derecho 

administrativo, así como su concepto de la separación de poderes, administrativos 

y judicial, así como la delimitación de atribuciones de estos. Como hace mención en 

su obra y cito:  

“Podrá suceder muy bien que el poder administrativo, al reglamentar la 
ejecución de las leyes, cometa algún error y atribuya por el reglamento a 
la autoridad administrativa, el conocimiento de un negocio que 
corresponda a la judicial. Este error no importa. Los Tribunales del orden 
judicial y aun los mismos del orden administrativo, no harán aplicación de 
semejante reglamento, y así conservará su independencia respectiva”.21 

De dicha forma, se delimitaba la esfera jurisdiccional tanto del Poder Ejecutivo, 

como del Poder Judicial, puesto que simplemente si se invadía la esfera de 

competencia, se haría caso omiso a dicho reglamento, debido a que tanto uno como 

otro poder no podrían intervenir en asuntos que fuesen de conocimiento exclusivo 

tanto del Poder Ejecutivo, así como del Poder Judicial. Si bien es un primer 

acercamiento a una delimitación de competencias, pues no se dota de mecanismos 

de defensa ante tales errores al momento de elaborar los reglamentos de ejecución 

de leyes correspondientes, es notable que se comenzaba a separar la actuación y 

facultades de cada Poder, lo que posteriormente comenzaría a perfeccionarse, al 

establecer marcos normativos, reglamentos o leyes orgánicas, que delimitan las 

facultades de cada Poder, sin olvidar lo contenido en la Constitución Federal. 

 
21 Lares Macías, J. Teodosio, Lecciones de Derecho Administrativo, dadas en el ateneo mexicano, 
México, Imprenta de Ignacio Cumplido, 1852, p. 218. 
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La figura de Lares sería tan importante durante este periodo que incluso ocuparía 

el cargo de ministro de Justicia propietario, interviniendo en los asuntos 

administrativos de la misma, pues como menciona el Doctor Melgar Adalid: 

“Teodosio lares tuvo otra aportación jurídica relevante, como lo fue la Ley 
Sobre Administración de Justicia que, integraba la Suprema Corte con 
once ministros, un fiscal, y cuatro ministros supernumerarios, designados 
por el presidente de la República. La corte nombró ministro propietario a 
Teodosio Lares, y de esta forma el Poder Judicial quedó en manos del 
presidente de la República Antonio López de Santa Anna y del ministro 
de justicia Teodosio Lares, quien intervino en todos los asuntos 
administrativos de la Corte y en los técnico-jurídicos al grado que tenía a 
su cargo la delicada tarea de interpretar la ley”.22 

En dicha ley se aplicarían cuestiones novedosas en el ámbito de la justicia 

administrativa en México; en primer lugar, siendo estipulado en el numeral primero 

de dicho ordenamiento se separaba de forma tajante al Poder Judicial de las 

cuestiones administrativas. De forma análoga como su contra parte francesa, se 

aplicaría un modelo de justicia retenida, puesto que el numeral tres versaba qué 

serían los ministros de Estado, el consejo y los gobernadores de los Estados y 

Distrito y los jefes políticos de los territorios, los encargados de conocer de las de 

las cuestiones administrativas. Siguiendo con el análisis de la denominada “Ley 

Lares”, el maestro Fernández Ruiz hace un análisis de esta detallando como esta 

no llegó a ser tan efectiva debido a que y cito: 

“Se inspiró en la doctrina y legislación francesas, y significó un intento 
frustráneo de sustituir el sistema judicialista adoptado por la Constitución 
de 1824, que encomendaba a los tribunales ordinarios la resolución de las 
controversias suscitadas entre los particulares y la administración, por el 
modelo francés; este ordenamiento jurídico, que no llegó a tener eficacia 
debido a que adolecía de una serie de defectos cual era que la 
administración se erigiera en juez y parte respecto de las controversias 
suscitadas por su actuación, tales defectos no eran mayores que los del 
modelo francés en que se había inspirado, el cual se modificó, apenas el 
3 de marzo de 1849, mediante la expedición de la Ley Orgánica del 
Consejo de Estado y se terminó de remodelar el 4 de febrero de 1850, al 
expedirse la Ley sobre la organización del Tribunal de Conflictos, que 
consolidó la jurisdicción administrativa francesa”.23 

Tales detalles hicieron que la ley fracasara, debido a que, como su homólogo en el 

cual estaba inspirado, el Consejo de Estado Francés, las resoluciones que dictaba 

 
22 Melgar Adalid, Mario, Teodosio Lares, encargado del despacho, México, Anuario Mexicano de 
Historia del Derecho, 1995, p. 109. 
23 Fernández Ruiz, Jorge, Derecho administrativo mexicano… op. cit. p. 132. 
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el juez administrativo lo colocaban como juez y parte en las controversias, lo que 

hacía que dichos fallos no fuesen calificados de controversiales. Por su parte el 

consejo de Estado al igual que su símil francés, contaría con una sección dedicada 

a los asuntos de lo contencioso administrativo; la cual estaría compuesta por cinco 

consejeros, abogados de profesión, los cuales serían nombrados a arbitrio del 

presidente de la república. Puede verse la influencia del modelo de justicia 

administrativa francés en el pensamiento de Lares, ya que la ley para el arreglo de 

lo contencioso administrativo contenía un modelo orgánico qué recordaba mucho al 

modelo francés; incluso se preveía como solucionar los conflictos de competencia 

de ciertos asuntos suscitados entre el Poder Judicial y el Consejo de Estado. De 

igual forma en el reglamento de dicho ordenamiento se estableció la forma en cómo 

serían admitidas y resueltas las controversias de las cuales tendría conocimiento el 

consejo de Estado, pues como menciona el autor Vázquez Alfaro: 

“La Ley 'Lares' separó en forma rígida los ámbitos de competencia de las 
autoridades administrativas y judiciales, y a estas últimas les prohibió 
conocer las cuestiones contenciosas administrativas. El procedimiento 
para actuar ante el Consejo de Estado estaba contenido en el capítulo II 
del reglamento, y se componía de tres fases, la primera de ellas 
"voluntaria". Las dos fases restantes eran propiamente la primera y 
segunda instancias de la jurisdicción contenciosa”.24 

Puede verse que se pudo establecer la figura del consejo de estado y de un modelo 

de justicia administrativa retenida gracias al gobierno centralista, siendo esta la 

forma de gobierno durante el mandato de Antonio López de Santa Anna, donde las 

doctrinas de Teodosio Lares facilitaron la introducción de dicho modelo de justicia. 

Así mismo es necesario hacer la aclaración correspondiente que desde la 

promulgación y entrada en vigor de la Constitución de Cádiz y la adopción de esta 

en el México independiente no hubo una estabilidad política. La carta magna si bien 

tuvo adecuaciones o modificaciones estas eran más para cubrir otros rubros cómo 

el de llenar los vacíos de poder o consolidar cierta forma de gobierno; puesto qué 

las rebeliones y sublevaciones eran la constante durante dicha consolidación. De 

igual forma si bien la Constitución de 1824 fue la que predominó, esta tuvo periodos 

donde no era aplicada y era derogada. La falta de un pilar como una Constitución 

 
24 Vázquez Alfaro, José Luis, Evolución y perspectivas… op. cit. p. 111. 
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sólida que rigiera en el territorio mexicano dificultaba que se pudiera legislar en otras 

materias, caso que afectaría a la materia administrativa.  

Tras la etapa de consolidación del México independiente se llamaría una vez más 

al Congreso Constituyente para la redacción de una nueva carta magna. De esta 

forma se llevaría a cabo la redacción de la Constitución Federal de 1857. En dicho 

ordenamiento se estipularía en su numeral 50 y de forma expresa el principio de la 

división de los poderes que conforman el Estado mexicano. Lo cual implantaría más 

la idea de que los asuntos de orden judicial y las controversias que se suscitaran 

entre los particulares y el Estado derivado de algún ordenamiento jurídico debían 

ser de conocimiento del Poder Judicial; lo cual de igual manera fue versado en el 

artículo 97 de dicha Constitución. Dejando de lado la idea de un modelo de justicia 

retenida con Tribunales especiales o la figura del Consejo de Estado.  

Al derogarse la ley para el arreglo de lo contencioso administrativo ya no se contaría 

con medios de defensa o recursos que dicha ley proporcionaba, por lo cual, no se 

contaría con una verdadera legislación en materia administrativa la cual fuese 

adecuada para que las controversias suscitadas fueran resueltas por los Tribunales 

pertenecientes a la esfera del Poder Judicial Federal. Por lo anterior se recurrió al 

juicio de amparo para resolver las controversias entre los particulares y la autoridad 

administrativa. Citando nuevamente al profesor Vázquez Alfaro: “Se considera que el 

juicio de amparo suplía con ventaja al sistema del contencioso administrativo de tribunales 

administrativos situados en el Poder Ejecutivo”25. 

 

El juicio de amparo y los antecedentes de los recursos en materia administrativa. 

La figura del juicio de amparo resultaba novedosa y se introducía por primera 

vez a nivel constitucional. Con su implementación y reconocimiento como medio de 

control constitucional, permeando la jerarquía de la carta magna sobre los demás 

ordenamientos, el juicio de garantías sería el medio por el cual, a falta de una 

regulación expresa, serviría para dirimir las controversias de orden administrativo. 

Sin embargo, tal situación cambiaría cuando se estableció el Segundo Imperio 

 
25 Vázquez Alfaro, José Luis, Evolución y perspectiva de los órganos de jurisdicción administrativa 
en el ordenamiento mexicano, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 1991, p. 
138. 
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Mexicano. Siguiendo la ideología conservadora y ahora no sólo de inspiración 

europea, puesto que el propio emperador sería europeo, se implementó 

nuevamente la figura del consejo de Estado y que haría las funciones de Tribunal 

administrativo, con el modelo de justicia retenida. De nueva cuenta como en su 

primera implementación se prohibiría al Poder Judicial tener conocimiento de 

asuntos de orden administrativo y se retomaría la legislación especializada en 

materia administrativa. Tales disposiciones habían quedado plasmadas en la ley 

sobre lo contencioso administrativo y su reglamento, los cuales entraron en vigor el 

primero de noviembre de 1865, pues como menciona Vázquez Alfaro: 

“Previamente en el año de 1864 durante el segundo imperio se presentó 
el segundo intento por introducir el contencioso administrativo según el 
modelo continental europeo. El decreto de 4 de diciembre del citado año 
creó un consejo de estado que entre otras atribuciones tenía la de crear 
un tribunal de lo contencioso administrativo”.26 

Puede verse que la ideología de justicia administrativa francesa estaba presente, 

sin embargo, esta seguía sin ser acogida por los gobiernos mexicanos. Los dos 

únicos casos en los cuales se aplicó, fue duramente criticado, puesto que se 

consideraba que iba en contra del principio de separación de poderes. Al concluir la 

etapa del Segundo Imperio Mexicano, la legislación administrativa emanada de 

dicho periodo volvió a derogarse y se aplicó supletoriamente la legislación civil 

cuando se tratase de asuntos entre la autoridad y los administrados. De nueva 

cuenta se optó por emplear el juicio de amparo para la resolución de dichas 

controversias, como se venía suscitando con la entrada en vigor de la Constitución 

de 1857, y se continuó con la tradición de que fuese el Poder Judicial el encargado 

de decidir la suerte de los asuntos en materia administrativa. Dicha consolidación 

del juicio de amparo es abordada por el profesor Fernández Segado, citando lo 

siguiente:  

“Los constituyentes no iban a olvidar la necesidad de buscar un 
procedimiento para contener a los Estados y a la Federación dentro de 
sus órbitas respectivas; bien al contrario, plenamente conscientes de la 
necesidad de institucionalizar un mecanismo de resolución de los 
conflictos competenciales que surgieran entre la Federación y los Estados 
miembros de la misma, iban a dar un trascendental paso adelante en 
relación al procedimiento que Otero había plasmado en el Acta de 

 
26 IbÍdem., p. 138. 
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Reformas de 1847, primero, al considerar necesario abandonar el modelo 
de control político de la constitucionalidad de las leyes acuñado por Otero, 
y después, al optar por una visión omnicomprensiva del juicio de amparo, 
instrumentalizándolo asimismo como la vía procesal de resolución de este 
tipo de conflictos, con la inexcusable condición, eso sí, de que mediase la 
queja de un particular”.27 

La figura del Consejo de Estado y del modelo de justicia administrativa retenida se 

suprimió, así como la legislación especializada en dicha materia, debido a que, 

como se mencionó en el párrafo anterior, el juicio de amparo era el instrumento 

utilizado para la resolución de controversias entre la autoridad y los gobernados. Tal 

situación no cambió cuando vio la luz la Constitución Federal de 1917, puesto que 

en la carta magna no se versaba sobre la materia administrativa y ella seguía siendo 

regulada de manera supletoria por la legislación civil. Tal situación puede verse al 

analizarse el texto original de la carta magna de 1917, puesto que en su numeral 

104, correspondiente a los asuntos de conocimiento de los Tribunales que integran 

al Poder Judicial, se omitió la materia administrativa28. Así mismo los Tribunales del 

Poder Judicial seguían siendo los encargados de dirimir las controversias que se 

suscitaran entre la autoridad administrativa y los gobernados, a través del juicio de 

amparo. Sin embargo, tal situación no pasaría inadvertida por mucho tiempo y se 

hacía necesario regular de una manera más específica a la materia administrativa. 

La solución para dichas controversias seguía siendo el juicio de amparo, pero, a la 

postre aparecerían otros medios de defensa qué sirvieran como alternativa o como 

una medida más eficaz al juicio de garantías. Uno de los primeros recursos en 

aparecer sería el recurso de súplica, el cual debería promoverse ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y procedería en contra las sentencias de segunda 

instancia. En este orden de ideas el historiador de la Suprema Corte, Lucio Cabrera 

nos menciona:  

“Que contra las sentencias de segunda instancia procedía el recurso de 
súplica, en los términos de la ley reglamentaria. En la ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación de 2 de noviembre de 1917 fue reiterado 
en su artículo octavo que la Suprema Corte "conocerá en súplica cuando 

 
27 Fernández Segado, Francisco, El juicio de amparo, la Constitución de Querétaro de 1917, y su 
influjo sobre la Constitución de la Segunda República Española, Madrid, El Devenir Del Juicio De 
Amparo En El último Siglo (1917-2017), Dykinson, 2020, p. 3. 
28 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I. 
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este recurso proceda conforme a las leyes, de las sentencias 
pronunciadas en segunda instancia por los Tribunales de Circuito, así 
como también de las pronunciadas en segunda instancia por los 
tribunales de los Estados, del Distrito Federal y Territorios, solamente en 
los casos a que se refiere la fracción I del artículo 104 de la 
Constitución"29. 

Cabe resaltar que la eficacia de los instrumentos de defensa en materia 

administrativa se debe a la economía procesal, ya que no todas las controversias 

suscitadas entre la administración pública y los gobernados eran recurribles a través 

del Juicio de amparo; y la aparición de estos instrumentos de defensa de los 

administrados obedecía a la evolución misma del propio derecho. De esta formase 

dio preferencia a continuar con el juicio de amparo y el recurso de súplica fue 

quedando relegado. Puede ser advertido que si era interpuesto el recurso de súplica 

ya no cabía el amparo, o viceversa. Pero la súplica daba plenitud de jurisdicción a 

la Suprema Corte, en tanto que el amparo no, pues éste tenía más semejanza con 

la casación y el efecto de una sentencia que otorgase el amparo era el reenvío. La 

súplica debía interponerse en un término más breve que el amparo, dentro de cinco 

días. Así pues, el Pleno de la Suprema Corte tuvo conocimiento de negocios como 

si fuera una tercera instancia en el recurso de súplica y como si fuese un tribunal de 

casación si conocía del amparo contra la segunda instancia. Se trataba, desde 

luego, del amparo directo dirigido contra sentencias definitivas que ponían fin al 

juicio.30 

Con la entrada en vigor de la Constitución Federal de 1917, se comenzó el proceso 

de legislar con mayor grado de especialización, no solo al derecho administrativo, 

sino también las demás áreas que conformaban el sistema normativo mexicano. 

Aunado a lo anterior la desestabilidad política en el país había sido controlada y el 

Estado se iba consolidando tras la revolución mexicana, instaurándose un régimen 

partidista y así mismo el partido hegemónico instauró un sistema presidencialista, 

lo cual dotaba de cierta estabilidad, al menos al hablar de la materia política, al país. 

La sucesión política donde el presidente en turno prácticamente designaba a su 

sucesor trajo un periodo de “continuidad” lo cual se veía reflejado en una 

 
29 Cabrera Acevedo, Lucio, La Suprema Corte de Justicia durante los años constitucionalistas (1917-
1920), México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1995, p. 47. 
30 Ibid. 
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institucionalización del país. Lo anterior también era reflejo de un cuerpo normativo 

más robusto y especializado, debido a que ahora el país contaba con un mayor 

número de instituciones; lo que a la postre traería consigo la necesidad de contar 

con medios de resolución de controversias entre un Estado cada vez más grande y 

los gobernados. Por lo que era necesario un órgano especializado que diese 

solución a tales controversias. Ya no bastaba con la legislación supletoria del código 

civil o que se abusase del juicio de amparo para la resolución de controversias de 

carácter administrativo. Sin embargo, la Carta Magna de 1917 no contemplaba la 

figura de Tribunales dedicados para la materia administrativa, y en su numeral 104 

se continuaba dotando de facultad para conocer de las controversias que se 

presentarán con respecto a la aplicación de las leyes federales a los Tribunales que 

conformarán la esfera del Poder Judicial de la Federación.  

Al no existir una prohibición ni regulación expresa en materia administrativa dentro 

de la Constitución Federal se irían fraguando antecedentes en materia 

administrativa como lo sería la Ley orgánica de la tesorería de la federación 

publicada el primero de marzo de 1926 y su posterior reforma en 1932. En dicho 

ordenamiento se implementaron recursos como lo serían el procedimiento 

administrativo de ejecución, así como el juicio sumario de oposición, los cuales 

debían de interponerse en los juzgados de distrito. Lo anterior no estaba exento de 

problemas ya que al carecer de un marco jurídico más amplio qué dotara de acción 

para ejecutar las sentencias de dictadas para dichos recursos, hacían ineficaces a 

los mismos, tanto para los promoventes como para la autoridad fiscal. Sin embargo, 

el verdadero cambio y novedad en materia administrativa se daría con la 

promulgación de la Ley de justicia fiscal en 1936. En dicho ordenamiento desde su 

primer numeral se estipulaba la creación del Tribunal Fiscal de la Federación, 

empero, en el mismo artículo se versaba lo siguiente: “El Tribunal dictará sus fallos 

en representación del Ejecutivo de la Unión, pero, será independiente de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de cualquier otra autoridad 

administrativa”. Bajo el análisis del doctor Armienta Calderón  

“El Tribunal Fiscal de la Federación ha sido, a partir de su creación, en el 
año de 1936, el máximo exponente de la justicia y la racionalidad, en lo 
que se ha considerado una parcela del derecho administrativo; sin 
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embargo, habremos de reconocer que aún no se convierte en un tribunal 
que controle a cabalidad el amplio universo del actuar de la administración 
activa. En este respecto, aun cuando en la actualidad su competencia es 
más amplia que en su origen, en ello lo adelantan los tribunales 
contencioso-administrativos de las entidades federativas”31. 

Al analizar el texto puede verse que se creaba un Tribunal con las características 

del modelo de Consejo de Estado Francés de justicia delegada; puesto que a pesar 

de ser un Tribunal el cual estaba dentro de la esfera del Poder Ejecutivo, este era 

independiente de este y de las Secretarías y autoridades administrativas que 

estipulaba dicha ley. Lo cual dotaba al mismo de cierta autonomía para dictar sus 

fallos, pero, dejaba la puerta abierta para el viejo debate con respecto a si este iba 

en contra de la Constitución y del principio de separación de poderes. Así mismo la 

Ley de Justicia Fiscal traería de vuelta el procedimiento contencioso administrativo, 

y ya no serían recursos aislados como el juicio sumario de oposición u otros 

recursos de autotutela y revocación, o apoyados de la legislación supletoria para 

situaciones en específico como anteriormente se había dado. 

Independientemente de lo anterior y la practicidad y conveniencia de establecer un 

Tribunal especializado en justicia administrativa se seguía discutiendo la 

constitucionalidad del Tribunal, a pesar de que se contaba con medios de 

ratificación por parte del Senado de los magistrados que integraban dicho Tribunal. 

Tal situación originó diversos debates lo que a la postre motivó que se dieran las 

modificaciones constitucionales para poner fin a la legalidad del Tribunal Fiscal de 

la Federación. Es de esa manera que sería hasta el año de 1946, con algunos 

intentos previos como la iniciativa de reforma al numeral 104 de la Constitución 

Federal del año 1936 para dotar de constitucionalidad a los Tribunales 

administrativos la cual no prosperó, que comenzarían a establecerse en la 

Constitución Federal ciertas líneas que justificarían la creación de dichos Tribunales. 

Como versaba el segundo párrafo de la fracción primera del numeral 104 

estableciendo:  

“En los juicios en que la Federación esté interesada, las leyes podrán 
establecer recursos ante la Suprema Corte de Justicia contra las 

 
31 Armienta Calderón, Gonzalo M., El Tribunal Fiscal de la Federación, Integración orgánica al Poder 
Judicial e independencia jurisdiccional, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, 2001, 
p. 138. 
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sentencias de segunda instancia o contra las de tribunales administrativos 
creados por la ley federal, siempre que dichos tribunales estén dotados 
de plena autonomía para dictar sus fallos”32. 

Lo anterior era necesario debido a los cambios que se suscitaban en la esfera del 

Poder Ejecutivo, el cual hacía necesario que este contara con medios para la 

resolución de controversias propias de la misma. Con el avance de la legislación en 

materia administrativa se implementó en el año de 1938 una serie de cambios en el 

Código Fiscal de la Federación, el cual absorbió una gran cantidad del contenido de 

la Ley de Justicia Fiscal abrogando a la misma. Al darle continuidad a la Ley de 

Justicia Fiscal se continuó con la operación del Tribunal Fiscal de la Federación, así 

como la estructura de este, componiéndose de 15 Magistrados funcionando en 

Pleno y en 5 Salas de 3 Magistrados cada una. Sin embargo, tal cual como pasó 

con la Ley de Justicia Fiscal el Código Fiscal de la Federación abrogó otros 

ordenamientos federales y absorbiendo a los mismos, lo cual dotó al Tribunal Fiscal 

de la Federación de mayor competencia, no solo en asuntos de carácter tributario, 

sino también de otras controversias administrativas. De esta forma no hubo grandes 

modificaciones en materia administrativa, salvo mención de la adhesión en el 

Código Fiscal del principio de definitividad, el cual obligaba a agotar los recursos 

ordinarios para poder acceder a la justicia del Tribunal Fiscal de la Federación. A 

pesar de que había una evolución y reconocimiento del Tribunal Fiscal de la 

Federación su constitucionalidad seguía poniéndose en duda. Si bien ya se hacía 

mención en los textos constitucionales, en especial dentro del numeral 104, aún no 

era de manera tan especializada y ello se prestaba a que hubiese dudas con 

respecto a su legalidad. Sin embargo, el Tribunal Fiscal de la Federación continúo 

operando y no habría mayores cambios o reformas hasta el año de 1946 como 

menciona el autor Vázquez Alfaro: 

“El de deseo de dar fundamento constitucional a los tribunales 
administrativos y en especial al tribunal fiscal de la federación se consiguió 
con la reforma a la fracción primera del artículo 104 de la constitución 
publicada en el diario oficial de la federación de fecha 31 de diciembre de 
1946 y en vigor a partir del 10 de enero de 1947”.33 

 
32 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I. 
33 Vázquez Alfaro, J. Luis, Evolución y perspectiva… op. cit., p. 147. 



31 
 

De dicha forma se reformó el artículo 104 constitucional, y se adicionó el segundo 

párrafo de la fracción primera el cual versaba de la siguiente forma, para adecuarse 

a las reformas realizadas al Tribunal Fiscal de la Federación:  

“En los juicios en que la Federación esté interesada, las leyes podrán 
establecer recursos ante la Suprema Corte de Justicia contra las 
sentencias de segunda instancia o contra las de tribunales administrativos 
creados por ley federal, siempre que dichos tribunales estén dotados de 
plena autonomía para dictar sus fallos”. 34 

De este modo se reconocía la jurisdicción de los Tribunales administrativos 

federales siempre y cuando estos tuviesen plena autonomía para dictar sus fallos, 

esto es, que a pesar de que estos estuvieran dentro de la esfera del Poder Ejecutivo, 

si se aplicaba el modelo de justicia delegada y los fallos emitidos por este fuesen 

autónomos y no meras correcciones de la autoridad administrativa en cuestión 

podían ser reconocidos constitucionalmente. Este paso despejaba la duda con 

respecto a los Tribunales Administrativos y abría la puerta a que estos fueran 

reconocidos y aceptados doctrinalmente. De igual forma sería hasta las reformas 

que modificaron el artículo 104 de la Constitución que se incluiría a las autoridades 

administrativas dentro de las partes que podían acceder a los recursos los cuales 

versaba el primer párrafo del numeral en cuestión. Anterior a ello se dejaba en una 

disparidad procesal a las autoridades administrativas, puesto que los administrados 

podían recurrir a la solicitud del acto de revocación de cierto supuesto y si esta era 

aceptada y la autoridad consideraba que esto no era correcto no tenía forma de 

poder contrarrestar tal decisión. Bien era cierto que era necesario medios de acceso 

a la justicia para los administrados en contra de las actuaciones de la autoridad 

administrativa, sin embargo, esto no respetaba una correcta igualdad procesal. Así 

mismo no solo hubo cambios a nivel constitución, también se modificaban artículos 

del Código Fiscal que cambiaban la estructura de funcionamiento de los Tribunales 

Administrativos como lo sería el numeral 147 del código fiscal que se cita a 

continuación:  

“El Tribunal Fiscal de la Federación se compondrá de 21 Magistrados y 
funcionará en Pleno y en siete Salas de tres Magistrados cada una. 

 
34 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I. 
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Tendrá un presidente que durará en su encargo un año y podrá ser 
reelecto. El Magistrado designado como presidente presidirá además la 
Sala de la que forme parte”.35 

A pesar de que apenas se comenzaba el reconocimiento directo de dichos 

Tribunales Administrativos a nivel constitucional, esos primeros pasos daban a 

entender que ya se había superado la tradición jurídica en la cual los asuntos de 

orden administrativo eran de conocimiento del Poder Judicial de la Federación. Por 

conveniencia era más apropiado la adopción de la cultura jurídica francesa y adaptar 

la figura del Consejo de Estado para decidir la suerte de las cuestiones 

administrativas. Dicha fórmula había mostrado ser eficaz para dirimir las 

controversias entre la autoridad administrativa y los administrados, y desahogaba la 

carga de trabajo que era de conocimiento del Poder Judicial. Así mismo las 

resoluciones de segunda instancia serían de conocimiento de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que seguiría siendo la máxima autoridad jerárquica en 

cuestiones de constitucionalidad.  

Tras veinte años no hubo grandes novedades en el terreno de la materia 

administrativa y de sus Tribunales. Se continúo con los lineamientos establecidos 

en el Código Fiscal de la Federación, sin embargo, sería hasta el año de 1966, 

cuando se introdujo el nuevo Código Fiscal de ese mismo año, cuando este tuvo 

reformas las cuales reconocían en su título tercero al procedimiento contencioso 

administrativo, con lo cual se dio la creación del Tribunal Fiscal de la Federación 

para atender y resolver los asuntos del procedimiento contencioso administrativo. 

De esta forma en el primer artículo la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación, se estableció el carácter de órgano dotado de plena autonomía del 

tribunal, superando así la Concepción con la que dicho organismo fue introducido 

en la ley de justicia fiscal, pues si recordamos, en ella se le consideraba un tribunal 

de jurisdicción delegada: “Artículo 1º.- El Tribunal Fiscal de la Federación es un 

Tribunal Administrativo, dotado de plena autonomía, con la organización y 

atribuciones que la ley establece”.36 

 
35 Código Fiscal de la Federación publicado el 31 de diciembre de 1938 en el Diario Oficial de la 

Federación, abrogado el 31 de diciembre de 1981. Artículo 147. 
36 Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 19 de enero de 1967, Abrogada. Artículo 1. 
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Dicho título abarcaría la forma procesal en la cual se desarrollaría el procedimiento 

contencioso administrativo; los plazos, y figuras que serían partes de este, así como 

sus atribuciones. Por otro lado, la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación 

en su numeral primero versaba lo que constitucionalmente ya se había establecido 

de forma no tan específica, puesto que se establecía que el Tribunal Fiscal de la 

Federación es un Tribunal Administrativo dotado de plena autonomía para dictar sus 

fallos. Con lo cual se reconocía dicha autonomía en el marco legal del derecho 

positivo mexicano.  

Un año después, el 25 de octubre de 1967, se publicó una reforma constitucional 

del artículo 104 en el Diario Oficial de la Federación, tal reforma era de suma 

trascendental puesto que en ella se permitía a las leyes federales la creación de 

Tribunales de lo contencioso administrativo. Tal reforma se adicionó al segundo 

párrafo de la fracción primera del numeral 104 el cual versaba de la siguiente forma:  

“Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo contencioso-
administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que 
tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la 
Administración Pública Federal o del Distrito y Territorios Federales, y los 
particulares, estableciendo las normas para su organización, su 
funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus 
resoluciones”.37  

De esta manera se iba dotando cada vez más de tal carácter constitucional a los 

Tribunales Administrativos y se iba dejando de lado la idea de que estos no eran 

compatibles con el sistema jurídico mexicano. Al establecerse dentro de la 

Constitución que tales Tribunales Administrativos estaban dotados de plena 

autonomía los fallos dictados por estos dejaban de ser meros actos administrativos 

como lo sería una revocación o revisión del acto. Poniendo a la par de las sentencias 

dictadas por los Tribunales pertenecientes al Poder Judicial, con lo cual igualmente 

sería necesario adecuar recursos para la defensa de estos fallos o incluir estos 

dentro de la ley de amparo con la creación del amparo uniinstancial el cual era 

interpuesto en contra de las sentencias definitivas que dictaran los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo. Tal reforma también fue importante para los recursos 

 
37 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I. 
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administrativos, puesto que en el párrafo tercero de la fracción primera del numeral 

104 se contenía el recurso de revisión fiscal. Siendo este un recurso ordinario en 

contra de las sentencias de las Salas ordinarias del Tribunal Fiscal de la Federación 

de competencia de su Sala Superior versando de la siguiente manera:  

“Procederá el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia contra 
las resoluciones definitivas de dichos tribunales administrativos, sólo en 
los casos que señalen las leyes federales, y siempre que esas 
resoluciones hayan sido dictadas como consecuencia de un recurso 
interpuesto dentro de la jurisdicción contencioso-administrativa”.38 

Con lo cual, si la sentencia de esta segunda instancia no era favorable para la 

autoridad administrativa, esta podría acceder al recurso de revisión fiscal ante la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como versaba en el 

párrafo constitucional anteriormente citado. Cabe resaltar que para evitar 

cuestiones de legalidad tales recursos fuesen plasmados dentro de la Constitución, 

lo cual prevenía una futura disputa en torno a su legalidad y aplicación.  

Así mismo se daría la creación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal en el año de 1971, siendo este un Tribunal local de justicia 

administrativa, sin embargo, al ser creado bajo una ley federal este gozó de 

legalidad y pudo operar sin contratiempos; desahogando los asuntos en materia 

contencioso-administrativa que se suscitaran con motivo de la aplicación de la 

legislación local en la materia, pues como menciona el autor Vázquez Alfaro: 

“Este tribunal significó un importante avance para la jurisdicción 
administrativa en México pues además de ser el primer órgano de 
jurisdicción administrativa con competencia genérica posee el citado 
tribunal la facultad imperativa para imponer el cumplimiento de sus 
decisiones y el orden dentro del procedimiento”.39 

Durante el lapso de la Institucionalización del país y del presidencialismo del partido 

político hegemónico se comenzó a consolidar tal separación entre los asuntos que 

conocía el Poder Judicial y cuáles serían de conocimiento de los Tribunales 

Administrativos. Se iba abandonando la tradición jurídica que dictaba que fueran los 

Tribunales del Poder Judicial los encargados de dirimir las controversias en materia 

administrativa, puesto que el argumento que ello iba en contra del principio de 

 
38 Ibid. 
39 Vázquez Alfaro, José Luis, Evolución y perspectiva… op. cit., p. 150. 
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separación de poderes se había superado y también la existencia de estos ya 

estaba legislada dentro de la Carta Magna. Continuando con tal proceso de cambios 

estructurales los órganos que conocían de los recursos en materia administrativa 

también irían cambiando. Tal cambio en los recursos de naturaleza administrativa 

también se vería reflejado dentro del nuevo Código Fiscal de la Federación de 1986, 

dentro de dicho ordenamiento se verían recursos contenciosos como el recurso de 

reclamación, el recurso de queja y los recursos de revisión y revisión fiscal.  

En el año de 1987 de nueva cuenta se reformaría el numeral 104 constitucional 

resaltado su fracción I-B, en la cual se dotaría a los Tribunales Colegiados de 

Circuito del conocimiento de los recursos de revisión fiscal, versando de la siguiente 

manera: 

“De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones 
definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que se 
refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de esta Constitución, sólo en los 
casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los 
tribunales colegiados de circuito, se sujetarán a los trámites que la ley 
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la 
revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas 
dicten los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o recurso 
alguno”.40  

Así mismo un año después en 1988 dentro de la corriente de los cambios 

estructurales antes mencionados, una serie de reformas tanto al Código Fiscal de 

la Federación, así como a la Ley orgánica de los Tribunales en materia 

administrativa derogarían la segunda instancia la cual era de competencia de la 

Sala Superior de dicho Tribunal, de tal forma que el juicio contencioso 

administrativo, tendría carácter uniinstancial, como menciona en su obra el doctor 

Vázquez Alfaro: 

“De esta manera se reformó el texto del código fiscal y el de la ley orgánica 
del tribunal fiscal de la federación el día 5 de enero de 1988 en vigor 
también a partir del día quince de los mismos mes y año. En virtud de 
dicha reforma, la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación posee 
un limitado sector de competencia para aquellos asuntos de importancia 
y trascendencia, ya que se suprimieran sus facultades revisoras de las 
resoluciones emitidas por las Salas Regionales. Las reformas 
precedentes tendrían a conformar un sistema de tribunales de jurisdicción 

 
40 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I-B. 
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administrativa independientes tanto del poder judicial como de la 
administración activa”41. 

Retomando el tema de que los Estados tuviesen en su legislación local la capacidad 

constitucional de crear Tribunales de lo Contencioso administrativo para legislar en 

dicha materia a nivel local fue necesario que se reformara la Constitución Federal. 

Dicha reforma se daría hasta el 17 de marzo de 1987 cuando se publicó en el “Diario 

Oficial de la Federación” las modificaciones al numeral 116 y en su fracción cuarta 

se versaría el texto que daría legalidad a la creación de los Tribunales de lo 

Contencioso administrativo a nivel local.  

“Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir Tribunales de 
lo Contencioso-Administrativo dotados de plena autonomía para dictar 
sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la Administración Pública Estatal y los particulares, estableciendo 
las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y 
los recursos contra sus resoluciones”.42  

De esta forma tanto a nivel federal como local serían los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo los encargados de dirimir las controversias que se 

suscitaran entre la Administración Pública Estatal, así como federal, y los 

particulares. Así mismo vendría otra reforma que no era a nivel estructural, en este 

caso se modificó el numeral 104 en su fracción I-B, para que fuesen los Tribunales 

Colegiados de Circuito, y ya no la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el órgano 

encargado de resolver los recursos de revisión que fuesen interpuestos en contra 

de las sentencias definitivas de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo 

versando de la siguiente manera:  

“De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones 
definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que se 
refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de esta Constitución, sólo en los 
casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los 
tribunales colegiados de circuito, se sujetarán a los trámites que la ley 
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la 
revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas 
dicten los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o recurso 
alguno”.43 

 
41 Ibidem., p. 154. 
42 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 5 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 5 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I-B. 
43 Ibid. 
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Así mismo puede apreciarse que se sientan las bases de las formas para interponer 

el recurso de revisión en materia administrativa, recurso de importancia relevante 

en el presente trabajo, puesto que se iría modificando en distintas variantes siendo 

un medio de defensa de las pretensiones del administrado o el recurso de revisión 

fiscal el cual sería un medio utilizado por la autoridad administrativa para la defensa 

de sus pretensiones. Sin embargo, habría más modificaciones a los recursos de 

revisión y mediante el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 5 

de enero de 1988 se reformaría el Código Fiscal, con lo cual se derogarían los 

recursos de revisión y de revisión fiscal, dejando un solo recurso de revisión.  

Sería hasta el año de 2005 cuando se tendría otra modificación de trascendencia 

en el ámbito de la justicia administrativa. Si bien anteriormente se habían pasado 

por procesos de cambios orgánicos en la conformación de los Tribunales 

administrativos, e incluso hubo un cambio en la nomenclatura del Tribunal cuando 

a comienzos del año 2001 el Tribunal Fiscal de la Federación pasó a denominarse 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, sería hasta la reforma del año 

2005 cuando el Código Fiscal De La Federación dejaría de ser el ordenamiento que 

regularía lo pertinente a la materia administrativa y se crearía la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, publicada el primero de diciembre del 

mismo año en el Diario Oficial de la Federación. En este ordenamiento 

especializado se contendría lo versado en el derogado título IV del Código Fiscal de 

la Federación, así mismo como otras adiciones en materia administrativa. Así mismo 

dentro de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se incluiría 

en su numeral 63 el recurso de revisión fiscal. En dicho recurso la autoridad a través 

de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica o por la entidad 

federativa coordinada en ingresos federales correspondiente podrán tener acceso 

a este medio de defensa para hacer valer sus pretensiones. Sin embargo, ahora se 

era más detallado en bajo qué supuestos se podría acceder al recurso de revisión 

fiscal, pues le ley daba una serie de supuestos jurídicos en los cuales tal recurso 

podría ser promovido, como lo serían la cuantía, la importancia trascendencia del 

asunto en cuestión, resoluciones dictadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, o el Servicio de Administración Tributaria, así  como las resoluciones 
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dictadas en materia d  la Ley Federal de Responsabilidades  Administrativas de los 

Servidores Públicos, o en materia de comercio exterior, así como en materia de 

aportaciones de seguridad social, dictada con motivo de  las reclamaciones 

previstas en  la Ley Federal  de Responsabilidad Patrimonial del Estado. A grandes 

rasgos puede vislumbrarse que el recurso de revisión fiscal es un instrumento con 

el que cuenta la administración pública, para cuidar las arcas públicas. Puesto que 

todos los supuestos contenidos dentro del artículo 63 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, contemplan como supuestos de 

procedencia, alguna afectación de estas con motivo de la relación que existe entre 

el Estado y los gobernados; puesto qué, una parte primordial para la existencia del 

mismo es la recaudación fiscal. De esta manera para que procediera el recurso de 

revisión fiscal éste tendría que ser de importancia y trascendencia, o que por su 

cuantía este asunto fuese relevante. Siendo menester para la autoridad 

administrativa y más aún en cuestiones fiscales, pues estas son un medio 

importante por donde el Estado recauda los tributos con los cuales este lleva a cabo 

sus operaciones. Es por ello por lo que en tales supuestos se permite a la autoridad 

administrativa que haya recibido un fallo no favorable y el cual encuadre en los 

supuestos antes mencionados que pueda acceder al recurso de revisión fiscal; ello 

como un representante del Estado y que actúe como garante de las pretensiones 

de este. Lo anterior sería que en tales supuestos de importancia y trascendencia y 

para velar los intereses mismos del propio Estado y de las arcas públicas, la 

autoridad administrativa tenga tales recursos para defender tales pretensiones. 

Dos años más tarde, se promulgaría la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, que sería publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

6 de diciembre de 2007. En dicho ordenamiento se consagraría la autonomía del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, puesto que esta versaría dentro 

del artículo primero de tal ordenamiento:  

“Artículo 1º.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es un 
tribunal de lo contencioso-administrativo, dotado de plena autonomía para 
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dictar sus fallos, con la organización y atribuciones que esta Ley 
establece”.44 

Tal ordenamiento también contendría adiciones como la establecida en el numeral 

quince la cual dotaría al Tribunal de facultades para conocer los juicios y recursos 

que se promovieran contra las resoluciones definitivas por las que se impongan 

sanciones administrativas a los servidores públicos. Lo cual iba engrosando la lista 

de asuntos de los cuales conocería el ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa; mostrando una evolución en comparación a sus inicios cuando solo 

conocía de asuntos en materia hacendaria.  

  

 
44 Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 6 de diciembre de 2007, abrogada, artículo 1. 
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CAPÍTULO II. LA AUTORIDAD COMO PARTE EN EL JUICIO. 

 

La autoridad y su legitimación como parte en las controversias contra particulares. 

Dentro de las relaciones jurídicas que existen entre la autoridad 

administrativa y los gobernados pueden suscitarse controversias entre ambos. 

Dichas controversias no son ajenas a ser resueltas mediante el instrumento legal 

pertinente; véase los recursos de revocación, queja o revisión, o agotados los 

instrumentos contenidos en la legislación ordinaria recurriendo al juicio de amparo. 

Los instrumentos antes mencionados hacen referencia a como el administrado 

puede hacer uso de estos para defender sus pretensiones, teniendo como el medio 

más importante para la defensa de estas al juicio de amparo. Dicha característica 

procesal como bien sostiene el jurista Ovalle Favela el cual versa:  

“No basta que el Estado afirme que sujeta sus actos al imperio del 
derecho; es preciso, además, que los particulares tengan la posibilidad 
real de demandar al Estado o a la administración pública ante tribunales 
independientes, o al menos autónomos, que resuelvan sobre la legalidad 
de sus actos y contratos”45. 

Con ello se busca que los administrados puedan acceder a medios de defensa para 

sus pretensiones, pues si bien, se presume que los actos del Estado son una 

manifestación de lo estipulado dentro de algún cuerpo normativo que sustente ese 

actuar, y, por ende, tenga dicha legitimación y sustento jurídico, tal actuar no puede 

estar exento de algún error humano o vicio que afecte la esfera jurídica del 

gobernado. Ello obedeciendo a la teoría del derecho público subjetivo el cual, como 

hace mención el jurista Noriega Alcalá.  

“Tiene su origen en Europa, especialmente en Alemania, siendo uno de 
sus principales exponentes Jellinek, para quien el derecho subjetivo es la 
potestad que tiene el hombre, reconocida y protegida por el ordenamiento 
jurídico en cuanto se dirige a un bien o a un interés. De esta manera, al 
reconocer el Estado la voluntad individual como determinante, la 
transforma en derecho público subjetivo. Así surge la capacidad de exigir 
el reconocimiento y la acción del Estado por parte de los individuos. Esta 
capacidad jurídica reconocida por el Estado forma la potestad jurídica que 
tiene la capacidad de poner en movimiento al Estado a través del orden 
jurídico para concretar sus intereses individuales. De esta forma, la fuente 
de los derechos subjetivos públicos es el Estado, y el instrumento a través 

 
45 Ovalle Favela, José, Teoría General del Proceso. 7ª ed., México, Oxford University Press, 2016, 

p. 78. 
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del cual se crean es el derecho objetivo. Lo cual puede verse como esa 
capacidad que posee el administrado en busca de la defensa de sus 

pretensiones individuales ante la actuación del Estado”.46 

Con lo anterior se vislumbra como es necesario que el Estado tenga límites en su 

actuar, puesto que un gobierno con poder absoluto rozaría en una dictadura o 

tiranía, como menciona el catedrático Peña Freire:  

“El derecho tiene tres dimensiones limitadoras del poder importantes: a) 
el derecho limita la violencia social informal de que pudieran ser víctimas 
los individuos; b) limita la arbitrariedad de la violencia oficial u estatal, y c) 
limita la arbitrariedad judicial, es decir, las decisiones fuertemente 
discrecionales de los jueces que pudieran ser percibidas como actos de 
arbitrariedad”.47 

Puesto que, si bien se presume, por su propia naturaleza de concepción, las 

acciones que hace el Estado es para el bien de la colectividad de gobernados que 

lo integran, ciertas actuaciones  pueden afectar la esfera jurídica de un particular en 

concreto, y es en esos casos, cuando es necesario que dentro del derecho objetivo 

se cuenten con medios de defensa al alcance de los particulares, para que de ser 

necesario, estos puedan recurrir a alguno de ellos en busca de la defensa de sus 

pretensiones. Así mismo dichas limitaciones sirven para mitigar un actuar arbitrario 

por parte de la autoridad y equilibra las relaciones entre el Estado y el gobernado. 

Dicho equilibrio entre el Estado y sus representantes, en el caso concreto de este 

trabajo “la autoridad administrativa”, iguala las condiciones de estos con los 

gobernados y hace que ambos sean partes en las controversias que se susciten. 

De este modo la autoridad administrativa por conducto de sus representantes 

jurídicos también son parte en tales procesos y al ser parte de las controversias 

suscitadas los mismos pueden acceder a recursos para la defensa de sus 

pretensiones o de los intereses del Estado a los cuales esta autoridad representa. 

A primera vista pudiera parecer que la autoridad administrativa en su carácter de 

representante del Estado estaría a disparidad del administrado, sin embargo, ello 

no demerita su carácter de parte en las controversias. La autoridad administrativa 

no puede acceder a medios de defensa como lo es el juicio de amparo, puesto que 

 
46 Noriega Alcalá, Humberto, Teoría y dogmática de los derechos fundamentales, México, Instituto 
de Investigaciones jurídicas, UNAM, 2018, p. 55. 
47 Peña Freire, A. Manuel, Los derechos como límites al poder, México, Instituto de Investigaciones 
jurídicas, UNAM. 2023, p. 7. 
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su personalidad jurídica y los lineamientos contenidos tanto en la Constitución 

Federal, así como en la ley de amparo no prevén que estos entes puedan acceder 

a dicho medio de defensa, limitándose solo a los particulares por su condición de 

poseer derechos humanos inherentes tutelados por los preceptos antes 

mencionados. De esta manera la autoridad administrativa en su carácter de parte 

dentro del proceso queda en disparidad en relación con el particular, debido a que 

este puede acceder tanto a los recursos ordinarios, así como al juicio de amparo. 

Debido a la situación mencionada en el párrafo anterior y para que la autoridad 

administrativa pueda acceder a un medio de defensa de sus pretensiones, puesto 

que estas son una manifestación de la defensa de los intereses del Estado al cual 

representa, se vio en la necesidad de que la legislación creara un medio de defensa 

extraordinario el cual es de acceso exclusivo para la autoridad administrativa, 

cumpliendo para su adecuada promoción de una serie de requisitos establecidos 

actualmente en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo. Tal recurso extraordinario a disposición de la autoridad es el recurso 

de revisión fiscal.  

Este recurso tiene como propósito que la autoridad administrativa, cumpliendo una 

serie de requisitos pueda acceder a la defensa de sus pretensiones cuando el 

administrado obtenga una resolución favorable48. Sin embargo, dicha cuestión va 

más allá de la igualdad procesal, debido a que desde su creación el recurso de 

revisión fiscal obedece a la intención de salvaguardar los intereses de la nación 

como afirma el Magistrado Martínez Rosaslanda: 

“El recurso de revisión fiscal surge como una innovación indispensable 
para proteger los intereses nacionales. Se crea un recurso que pueden 
hacer valer las autoridades contra las sentencias de las Salas y de la que 
debe conocer el Tribunal Fiscal en Pleno. El recurso debe interponerse 
sólo cuando se trate de asuntos de importancia y trascendencia a juicio 
de los Titulares de la secretaria, Departamento o de los organismos 
Autónomos, quienes expresamente deberán autorizar dichos recursos, o 
en su ausencia los funcionarios que legalmente deban sustituirlos”.49 

 
48 Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63. 
49 Martínez Rosaslanda, Sergio, “El recurso de revisión fiscal como medio para impugnar las 
decisiones del Tribunal Fiscal de la Federación”, Jurídica. Anuario del Departamento de Derecho de 
la Universidad Iberoamericana, México, número 20, 1988, p. 531. 
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Puede vislumbrarse que para que el recurso de revisión fiscal sea procedente se 

requiere que los asuntos a resolver sean de importancia y trascendencia para hacer 

valer los intereses nacionales. Sin embargo, es preciso analizar cuáles son las 

razones para que un asunto posea las cualidades de importancia y trascendencia 

que solicita la legislación y cuál es el fundamento de esta. Si analizamos lo citado 

por Rosaslanda se deja al arbitrio de la autoridad administrativa decidir cuáles 

serían los asuntos que ameritasen dicha revisión. Sin embargo la propuesta de 

Rosaslanda se dio en un contexto histórico donde no existía el recurso de revisión 

fiscal como lo conocemos actualmente y muchos de los asuntos que se 

consideraban de “importancia y trascendencia” eran resueltos por el máximo 

Tribunal en materia fiscal del país; con lo anterior la necesidad de crear un recurso 

que dirimiera las controversias suscitadas entre la autoridad administrativa y los 

gobernados en dicho tópico también obedecía a la carga de trabajo, primero del 

Pleno del Tribunal Fiscal de la Federación, y a partir del 1º de agosto de 1978 de la 

sustentada por la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la federación; ya que sería 

esta quien decidiría la suerte de los recursos de revisión, puesto que antes de que 

fuesen los Tribunales Colegiados de Circuito los órganos encargados de conocer 

de los recurso de revisión fiscal, estos asuntos eran de su competencia, quedando 

el conocimiento de dichos asuntos en el Tribunal Fiscal de la Federación, y no en el 

Poder Judicial de la Federación como lo es actualmente. 

Sin embargo, a pesar de que en aquel entonces como se hizo mención en el párrafo 

anterior, era el Tribunal Fiscal de la Federación quien decidía la suerte del recurso 

de revisión fiscal, si los asuntos analizados por la Sala Superior de dicho Tribunal 

eran considerados de cierta importancia y trascendencia, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación podría atraer el asunto, como sucede actualmente con el juicio 

de amparo y ser esta quien conociera y decidiera la suerte de dichos recursos. Cabe 

hacer mención que esa facultad conferida a la Suprema Corte tendría como base el 

modelo de su homóloga en los Estados Unidos de Norteamérica; donde se cuenta 

con la figura del writ of certiorari. Como menciona el profesor Hernández Valle:  

“En dicho modelo el procedimiento de certiorari se inicia con la petición de 
esta dirigida al Tribunal Supremo a instancia de cualquier persona que 
haya sido parte en un litigio ante un tribunal de apelación. La petición no 
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está sujeta a restricciones debido a la materia objeto del litigio, la 
ciudadanía o carácter de las partes, o la cuantía de la acción, aunque sí 
es necesario que en el caso concreto se discutan cuestiones relevantes 
de derecho federal. La petición de certiorari no se configura como un 
derecho para apelar la resolución judicial adversa, sino como un 
“privilegio” que permite a las partes solicitar del más alto Tribunal del país 
la concesión del writ of certiorari”.50 

La Suprema Corte al ser el órgano colegiado de mayor jerarquía puede examinar, 

debido a la complejidad del asunto no importando la cuantía del asunto en algunos 

casos, sino la relevancia de este, en aceptar o no el conocimiento de algún asunto 

en cuestión. Como bien se hace mención en la cita anterior, solicitar que la Suprema 

Corte haga de su conocimiento alguna controversia no es un derecho, debido a que 

existen Tribunales, tanto de primera instancia, así como de alzada que son los 

encargados de resolver la suerte de estos; sin embargo, hay cuestiones que debido 

a su propia naturaleza y complejidad deben ser analizados por el máximo órgano el 

cual está facultado para ello. Es por esa razón que se adoptó el concepto de 

“importancia y trascendencia”, no como una forma ambigua para calificar la 

complejidad de un asunto, sino que la decisión de ciertas controversias puede 

sentar un precedente que afecte no solo al asunto en cuestión, sino que se pueda 

plantear con la decisión del mismo el futuro de posteriores disputas similares, ya 

que estos casos en específico no entran en el marco normativo que podría ser 

resuelto por los Tribunales de primera instancia o de alzada. Regresando al sistema 

mexicano, una de las principales diferencias con el modelo estadounidense es que 

los particulares no pueden solicitar la revisión directa a la Suprema Corte de Justicia, 

ya que, como versa el jurista Ferrer Mac-Gregor:   

“La diferencia crucial entre ambas figuras radica en que el derecho 
mexicano es imposible que los particulares soliciten el ejercicio de la 
facultad de atracción; nuestra Constitución únicamente legitima a los 
tribunales colegiados o al procurador general de la República para 
presentar dicha petición”51. 

De esta forma los recursos extraordinarios de la autoridad administrativa, como en 

este caso el recurso de revisión fiscal, son instrumentos de defensa de las 

 
50 Hernández Valle, Rubén, Derecho procesal constitucional y derecho convencional, México, 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 2021. pp. 217-219. 
51 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Diccionario de derecho procesal constitucional y convencional, 
México, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, 2014. p. 61. 
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pretensiones de esta, otorgándole la posibilidad de impugnar las decisiones 

jurisdiccionales que estima contrarias a la legalidad del marco normativo aplicable. 

Por lo que surge la interrogante con respecto a si la autoridad administrativa puede 

tener derecho al acceso a las garantías de audiencia o legalidad, que a fin de 

cuentas son el sustento de acceso de los gobernados ante actos que vulneren su 

esfera de derechos y por otro como es que la autoridad administrativa podría tener 

acceso a los mismos para la defensa de sus pretensiones en una controversia, el 

cual sería la salvaguarda del interés público antes mencionado. 

 

Legitimación de la autoridad para interponer recursos. 

Dentro de esos medios de aplicación de la ley y para garantizar que el Estado 

no vaya más allá de lo establecido, y que tampoco atropelle los derechos de las 

personas que conforman al mismo, la propia legislación dota a los gobernados de 

instrumentos para la defensa de la actuación de éste. Como ya se ha hecho 

mención en el presente trabajo, uno de esos instrumentos de carácter extraordinario 

es el juicio de amparo. En tal juicio, los gobernados que hayan agotado los medios 

ordinarios que les dote la legislación pueden optar por esta vía de acceso a la justicia 

para defender sus pretensiones cuando la autoridad vulnere los derechos y 

garantías que este mismo dota a las personas que lo integran. De este modo esa 

colectividad de personas que integra el Estado y que dotó al mismo de esa cualidad 

de imperio, a través de sus propios representantes que a la postre integrarían esa 

ficción jurídica de la persona moral que tiene la figura de Estado, realizan el trabajo 

legislativo, tanto en su fase constituyente, esto es, la de redactar la Carta Magna 

que será la piedra angular del actuar de este dándole forma al mismo, y 

posteriormente los legisladores se encargarán de redactar la legislación secundaria 

que complementará a la Constitución. Partiendo de dicha premisa es necesario el 

aterrizar la idea de que el Estado, a pesar de su carácter de imperium52, está 

 
52 Los conceptos de “imperio de la ley” y de “Estado de derecho” no solamente no son sinónimos, 
sino que además cada uno de estos términos se encuentra sujeto a disputas sobre su definición 
normativa. Puede, sin embargo, afirmarse que la mayoría de las definiciones tiene un núcleo o 
denominador comunes, la cual es que el sistema legal es un sistema jerárquico ordenado a partir de 
una Constitución que aspira a completitud como sistema a través de la existencia de principios lógico-
formales que se ordenan conforme a la lógica de los antecedentes y que contiene normas de 
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conformado de personas, las cuales, pueden caer en el error humano. De esta 

forma reconociendo el factor humano y el numeroso marco jurídico que conforma 

las bases de un Estado, es natural que algunos de estos ordenamientos choquen 

entre sí, o que se susciten controversias entre el Estado y los gobernados, o en la 

materia administrativa, entre la autoridad administrativa y los administrados.  

Es innegable el carácter preponderante del Estado frente a los gobernados; tanto la 

legislación, como su ejecución y formas para implementar justicia son atribuciones 

que se llevan a cabo por los tres poderes que lo conforman (ejecutivo, legislativo y 

judicial), así mismo el hecho de poseer los recursos de una Nación, así como el 

control de los tributos y demás bienes que integren las arcas públicas dotan al 

mismo de una solvencia superior a la de los particulares. Sin embargo, y pese a que 

los distintos medios de garantía de los derechos de las personas por su calidad de 

humanos dotan a estos de una serie de principios y garantías inviolables; no es lo 

mismo para el caso del Estado, esta ficción jurídica no cuenta con la protección de 

tales principios rectores, puesto que, a primera vista, es la misma naturaleza de este 

la de proveer los mismos a las personas que lo conforman y no viceversa. Su estatus 

de ente preponderante lo pone en una clara posición de superioridad ante los 

gobernados y se presume, que, sin contar el factor humano, la legislación que 

emana de esta misma vela por los propios intereses de este y de su buen 

funcionamiento. Aunado a lo anterior la ejecución de ese mismo cuerpo normativo, 

así como la interpretación y aplicación de este corre por parte del propio Estado; 

ello sin contar el propio principio de la separación de poderes del Estado, el cual, es 

el eje rector que evita que ese poder del cual se le dotó se concentre en un solo 

individuo o en un solo grupo de individuos. Siendo esto una muestra más del poder 

del propio Estado, el cual, puede mutar y pasar de una democracia a una autocracia 

o dictadura, lo cual pone a los gobernados a merced de las condiciones que sean 

dictadas por este. Caso contrario sería pensar que un gobernado pudiese tener 

tanto poder para influir de tal manera en un Estado, lo cual, si bien puede ocurrir, 

como el hecho de que un solo individuo acumulara una cantidad tal de recursos 

 
clausura del mismo sistema. Dalla Vía, A. Ricardo, Gobernabilidad y constitucionalismo en América 
Latina, México, Instituto de investigaciones jurídicas UNAM, 2005, p. 133. 
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económicos que sus intereses y juicio pudieran tener peso en el Estado, y en dicha 

influencia el mismo Estado se corrompe y muta a las figuras de oligarquías o 

gobiernos plutócratas. Pero a final de cuentas tales mutaciones son solamente las 

diversas caras que adopta un Estado y que influyen en la gran mayoría de las 

personas que lo conforman. La colectividad o pueblo como se le es denominado al 

conjunto de personas en su carácter de gobernados deben de poseer mayores 

garantías frente al mismo, puesto que, a final de cuentas son ellos y la unión de sus 

voluntades la que le dieron origen a este en primer lugar; por ello no es factible 

hablar de los derechos del Estado, ya que este goza de un mayor número de 

ventajas que los integrantes de este. Precisamente el principio de la igualdad de las 

partes dentro del proceso es una forma de dotar a las contrapartes de una igualdad 

entre ellas, sin importar que una de estas sea de un poder adquisitivo mayor que la 

otra o que sus influencias puedan influir dentro de juicio53. Es un medio de defensa 

y de aterrizar a las partes a la semejanza, puesto que, a final de cuentas son dos 

gobernados en controversia por algún supuesto contenido en el marco jurídico del 

cual el mismo Estado dota, y que será resuelto por otro de los órganos qué lo 

conforman. Sin embargo, bajo esa premisa también es menester aclarar la forma 

en como el Estado se fragmenta precisamente para evitar abusos de este. Por eso 

mismo se da la separación de los poderes del Estado y a su vez las distintas ramas 

qué componen a cada poder. De esta forma si se habla del derecho civil, en este se 

da preferencia a los particulares y su relación. Tomando como ejemplo como se dan 

las pautas para la celebración de contratos y la manifestación de sus voluntades. 

De igual modo en el derecho laboral, se dan las pautas que regirán las relaciones 

entre el patrón y el trabajador y le corresponde a éste, velar por una justa interacción 

entre ellos. A su vez en el derecho penal, el Estado ejerciendo su poder punitivo 

castiga al infractor de los cuerpos normativos vigentes y cuya conducta encuadre 

con algún tipo penal regido por estos mismos. Dándose el caso de que, en estos 

supuestos, si se llegase a presentar la eventualidad de que algún gobernado, 

incurriera en algún tipo penal, se juzga a este como individuo y no como un 

 
53 Tesis: 1a. CCCXLVI/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 61, diciembre 
de 2018, Tomo I, página 376, Décima Época, 07 de diciembre de 2018. 
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representante del Estado. Si un servidor público incurre en alguna conducta ilícita 

se castiga al individuo, y en dado caso a su superior jerárquico, pero no se castiga 

al ente gubernamental. En los casos de desvíos de recursos de las arcas públicas 

el tipo penal lo comete el servidor público envestido del cargo dentro del Estado del 

cual se le dotó. Entonces si un gobernador desvía recursos del erario para su 

beneficio se castiga al individuo y no a la figura del Poder Ejecutivo local. Y cuando 

deba ser oído y vencido en juicio su defensa será bajo su propio nombre y no bajo 

la figura del gobierno local. En tales situaciones sería impensable el hecho de juzgar 

a la figura del Estado por ser un acto cometido por el servidor público y que dicha 

conducta ya había sido encuadrada en un tipo penal contenido en un ordenamiento 

jurídico. De este modo se necesitaba la creación de una figura jurídica que regulara 

la actuación y de darse el caso, la reparación del daño causado por el Estado y sus 

representantes, con lo cual abordaremos el tema de la responsabilidad patrimonial 

del Estado. Bajo el análisis realizado por profesor Pérez López y el cual cito a 

continuación:  

“La teoría de la lesión antijurídica tiene por mira que la exigencia de la 
responsabilidad patrimonial estatal procure la reparación objetiva de una 
lesión que la víctima no tenía la obligación, establecida por el 
ordenamiento jurídico, que soportar, en lugar de anteponer la sanción del 
agente público a quien se imputa el acto o hecho causante de la 
afectación”54. 

Con base en lo anterior puede observarse que un actuar que no sea apegado a lo 

que dicta la norma o que siguiendo a la misma y por cuestiones específicas cause 

una afectación al gobernado es recurrible por este y de darse el caso, debe de 

repararse el daño, puesto que esas decisiones en el acto jurídico del agente público 

transgredieron la esfera jurídica del afectado; y, al ser este agente un representante 

del Estado, no se busca una sanción para la persona que ostenta el cargo, pues se 

presupone que este actúa bajo lo estipulado en un conjunto normativo, el cual, en 

casos específicos puede afectar el interés de un particular o una colectividad de 

individuos, pero tal afectación no es en manera general sino particular; por lo cual, 

es el órgano del Estado y no su agente público, el que deba resarcir dichos daños. 

 
54 Pérez López, Miguel, “La responsabilidad patrimonial del Estado bajo la lupa del Poder Judicial de 
la Federación”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, México, número 28, 2009, p. 71. 
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Así mismo las obligaciones que tiene la autoridad administrativa al ser parte en los 

juicios que acontezcan por dichas afectaciones lo pone como parte de este, por lo 

cual, ante esa lógica es presumible que si tiene la personalidad jurídica para 

apersonarse en juicio este también pueda hacerlo para la defensa de las 

pretensiones del Estado al que representa y que ello no solo sea una peculiaridad 

del gobernado.  

Sin embargo, a pesar de lo anterior, el hecho de que la autoridad administrativa 

como representante del Estado en la materia ejecutiva, pueda tener acceso a 

recursos para apelar una resolución no favorable a sus intereses, podría distar de 

los ejemplos anteriores. En primer lugar, el recurso de revisión fiscal contenido en 

el numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es 

muy específico en enumerar los supuestos en los cuales se puede acceder a dicho 

recurso. Así mismo, hablar de la materia administrativa es adentrarse en un terreno 

con peculiaridades. Generalmente, no son los Tribunales del Poder Judicial los que 

deciden la suerte de los asuntos de orden administrativa, y son los Tribunales 

Federales de Justicia Administrativa, así como los Tribunales de justicia 

administrativa locales. Lo cual plantea una serie de particularidades en este tipo de 

juicios administrativos. En primer lugar y citando una incógnita planteada por el 

fiscalista Sinuhé Reyes Sánchez el cual plantea:  

“¿Qué clase de derechos tiene la autoridad en el juicio contencioso 
administrativo federal?, empezaremos por advertir que tanto la autoridad 
como el particular o administrado en términos generales pretenden 
legalidad en el actuar de ambos, sin embargo, en una contención se 
acude por el conflicto claro del interés jurídico que les representa la 
afectación a su esfera jurídica en el caso del gobernado, y por otro lado la 
jurisdicción y el cumplimiento de la función pública asignada que le resulta 
a la autoridad55”. 

Con lo cual puede advertirse que dentro de las controversias suscitadas entre la 

autoridad administrativa y los gobernados existe una presunción de legalidad en el 

actuar de ambos, esto es, que tanto la autoridad administrativa en su posición de 

representante del Estado está facultada y en pleno derecho para llevar acabo las 

diligencias correspondientes que dieran nacimiento al acto administrativo en 

controversia, y por otro lado, el administrado de igual forma y con los medios de 

 
55 Reyes Sánchez, Sinuhé, La sanción administrativa, México, Liber iuris novum, 2015, p. 121. 
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defensa de los cuales le dota la legislación de la materia puede impugnar los actos 

administrativos realizados por la autoridad si cree que estos contravienen alguna de 

sus pretensiones o estos no se adecuan conforme a derecho. Pero, en ambos 

casos, existe esa presunción de legalidad, lo cual los iguala como partes en la 

controversia, puesto que, si el administrado no viera resueltas sus pretensiones y 

creyendo que durante los recursos ordinarios se vulneró alguno de sus derechos 

fundamentales, puede acudir al juicio de amparo. A su vez, la autoridad 

administrativa con tal presunción de legalidad y al ser un órgano que compone al 

Estado y su actividad como ejecutor de la normativa administrativa, puede presumir 

de que sus actos son apegados a derecho, y por lo tanto legítimos, por lo cual este 

también puede recurrir a la defensa de dichos actos cuando se crea y sustente que 

la decisión de los Tribunales en materia administrativa menoscaba tales 

pretensiones. Lo anterior iguala a las partes dentro del proceso; puesto que la 

autoridad administrativa al ser parte dentro de dicho proceso adquiere la calidad de 

detentar derechos adjetivos dentro de este y de igual forma, tanto para la autoridad 

administrativa como para el administrado, los recursos extraordinarios serían 

decididos, no por el Tribunal de Justicia Administrativa, sino por los Tribunales 

Colegiados de Circuito. Lo cual garantiza que ambos pueden acceder a un medio 

de defensa si estos consideran que la justicia de primera instancia no resolvió sus 

pretensiones de manera adecuada. Así mismo los recursos extraordinarios, tanto 

para la autoridad administrativa, como para el administrado deben de cumplir una 

serie de requisitos para ser llevados a cabo.  

Es menester hacer notar los supuestos en los cuales la autoridad administrativa 

puede acceder a estos recursos extraordinarios. Como se hizo mención líneas atrás, 

el recurso de revisión fiscal contenido en la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, en su numeral 63, enlista los supuestos bajo los cuales 

procede tal recurso extraordinario.  
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Análisis del numeral 63 de la Ley Federal de procedimiento contencioso 

administrativo. 

Dentro del numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se contienen diez fracciones las cuales enlistan los supuestos bajo 

los cuales la autoridad administrativa puede acceder a la promoción del recurso de 

revisión fiscal. En la fracción primera la cual enuncia: 

“Sea de cuantía que exceda de tres mil quinientas unidades de medida y 
actualización UMA, vigente al momento de la emisión de la resolución o 
sentencia.  En el caso de contribuciones que deban determinarse o 
cubrirse por periodos inferiores a doce meses, para determinar la cuantía 
del asunto se considerará el monto que resulte de dividir el importe de la 
contribución entre el número de meses comprendidos en el periodo que 
corresponda y multiplicar el cociente por doce”56.  

Puede verse que dicha fracción establece la cuantía de los asuntos para que estos 

puedan ser objeto del recurso de revisión administrativa. Al analizar la fracción 

primera se puede observar que el recurso de revisión fiscal procede en los casos 

de una cuantía calculada de tres mil quinientas unidades de medida y actualización 

UMAs; ello a grandes rasgos, puede percibirse como el interés del Estado en velar 

por el buen manejo de las arcas públicas, pues tal cantidad establecida por el 

legislador es de una relevancia a considerar, basándose en referencia al salario 

mínimo vigente al momento de la publicación de dicho ordenamiento. Así los 

asuntos que se encuadren en ese mínimo o que lo superen pueden afectar al 

patrimonio público, razón por la cual, la autoridad administrativa puede optar por 

acudir al recurso de revisión fiscal para la defensa de dicho patrimonio. Como hace 

mención el profesor Otero Salas:  

“El patrimonio público, corresponde el conjunto de bienes y competencias 
de que es titular un ente u organismo, encaminados a fines públicos. De 
esta forma el patrimonio público de los entes u organismos, no solamente 
se compone de bienes, sino también de competencias que pueden ser 
directas o indirectas, las primeras le atribuyen titularidad al ente u 
organismo público, en tanto que las indirectas, aunque no le dan 

 
56 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63. 
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titularidad directa, a través de la facultad de regulación que le confieren 
es como se deriva su titularidad57”. 

De este modo al tener la competencia directa e indirecta de velar por dicho 

patrimonio público, es necesario que la autoridad administrativa pueda tener acceso 

a tales medios de defensa, como lo sería el juicio de amparo en el caso de los 

gobernados; pues en ambos casos, se busca la defensa de dichas pretensiones. 

Siguiendo con el análisis del patrimonio público provisto por Otero Salas también 

nos enuncia lo siguiente:  

“Para quien esto escribe, el patrimonio público es el género y la hacienda 
pública la especie, en el entendido de que la primera consiste en el 
conjunto de bienes, competencia, cargas y obligaciones de la que es 
titular un ente u organismo público. Dentro del patrimonio público están 
insertos todos los bienes, incluyendo los dineros públicos, tanto los que 
ingresan a las arcas de los entes y organismos públicos como los que 
sirven para cumplir con las funciones, servicios u obras públicas, e 
inclusive los que están destinados al pago de deuda pública”58. 

Así puede observarse que la composición de dicho patrimonio público incluye no 

solo los bienes en especie que pueda tener un Estado, sino también los bienes 

cuantificables en dinero y dinero mismo, el cual, es necesario para que la 

maquinaria estatal opere, al menoscabar la misma ciertas funciones del aparato 

estatal no podrían llevarse a cabo, por lo cual, la cuantía de un cierto asunto sea 

una de las razones por la cual el legislador consideró pertinente sea una de las 

causales de procedencia del recurso de revisión en materia fiscal. Retomando el 

análisis de las fracciones, la fracción número II enuncia:  

“Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la 
señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el 
recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del 
recurso”59.  

A diferencia de la fracción anterior donde se establecía una cuantía para la admisión 

del recurso, en este caso, puede ser que la cuantía sea menor a la establecida en 

dicha fracción, sin embargo, puede ser que, debido a algún hecho controvertido 

dentro del mismo, este sea de importancia y trascendencia, ya sea por sentar 

 
57 Otero Salas, Filiberto, Marco constitucional del patrimonio público en México. Evolución y 
desarrollo, México, Ed. Instituto de investigaciones jurídicas UNAM, 2015, P. 210. 
58 Ídem., 216. 
59 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción II. 



53 
 

precedentes o que exista alguna anomalía u otra situación atípica dentro del mismo. 

Sin embargo, lo anterior queda bajo el manto de la ambigüedad, ya que, debe ser 

la autoridad administrativa la que a su juicio y bajo su lógica jurídica elaboré su 

justificación de “importancia y trascendencia”. De esta forma con el escrito 

elaborado por la autoridad administrativa donde esta justifique que el asunto posee 

la importancia y trascendencia que establece la fracción segunda del numeral 63, 

quedará a consideración del Tribunal Colegiado de Circuito pertinente el admitir o 

rechazar el recurso.  

Así mismo bajo el análisis de la tesis "REVISION FISCAL ANTE LA SUPREMA 

CORTE. IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA DEL ASUNTO PARA LOS 

EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO", esta nos da el antecedente 

histórico por el cual el recurso de revisión fiscal comenzó a ser procedente cuando 

este se tratase por su importancia y trascendencia, enunciando lo siguiente:  

“En consecuencia, el escrito que presente la autoridad, para hacer valer 
el recurso de revisión, deberá contar con dos grandes apartados; el 
primero en que se señalen los agravios, esto es, aquellos argumentos 
lógico-jurídicos, con los cuales se demuestra que la resolución o sentencia 
recurrida no se encuentra ajustada a derecho; y el segundo no menos 
importante, que contendrá aquellos argumentos, también lógico-jurídicos, 
con los cuales se demostrará la importancia y trascendencia del asunto 
que deberán estar referidos únicamente al asunto de que se trate”60.  

Entonces la importancia y trascendencia se realiza con base en el análisis lógico-

jurídico de los agravios en primera parte, con lo cual como bien se menciona, se 

realizará un análisis con respecto a las inconformidades de la autoridad 

administrativa ante la resolución dictada en contra de sus intereses. La cual debe 

ser realizada analizando y argumentando que la resolución dictada va en contra de 

algún cuerpo normativo vigente, y en segundo los argumentos que sustenten tales 

razonamientos realizados por la autoridad administrativa, esto es, que la resolución 

en contra de las pretensiones de la autoridad administrativa, además de ir en contra 

de la normativa vigente, pueden sentar un caso de precedente debido a la 

importancia del asunto en cuestión. Un ejemplo de dichos razonamientos se da en 

la siguiente jurisprudencia, la cual enuncia:  

 
60 Tesis 1ª. CXXXVIII/1968, publicada en el Semanario Judicial de la Federación; Sexta Época, 
Volumen CXXXVIII, Tercera Parte, diciembre de 1968, Segunda Sala, Pág. 59. 
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“Es necesario que la autoridad recurrente razone y justifique el requisito 
de importancia y trascendencia del medio de impugnación previsto en la 
fracción II del mismo precepto. En ese contexto, si la autoridad recurrente, 
pese a tener la aludida carga argumentativa, no razona ni justifica la 
importancia y trascendencia del asunto en concreto, el recurso de revisión 
fiscal debe declararse improcedente, al no satisfacerse los requisitos de 
procedencia previstos en el artículo 63, fracción II, en relación con la VI, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.  Lo 
excepcional de la procedencia del recurso de revisión se sustenta, a su 
vez, en la importancia y trascendencia de cada caso, lo que significa que 
un asunto es excepcional precisamente por ser importante y 
trascendente. La determinación de cuándo se está en presencia de un 
asunto excepcional por su importancia y trascendencia puede hacerse por 
exclusión, estableciéndose que se encontrarán en esa situación aquellos 
negocios en que su importancia y trascendencia se pueda justificar 
mediante razones que no podrían formularse en la mayoría, ni menos en 
la totalidad de los asuntos61.”  

Con lo anterior se puede vislumbrar que no basta que la autoridad administrativa 

mencione los supuestos agravios en controversia, sino que es necesario que esta 

razone y justifique con el análisis lógico jurídico correspondiente la trascendencia 

del asunto. Entonces, los argumentos deben de poseer tales análisis en cuanto a 

su estructura y planteamiento de agravios para sustentar el carácter de importancia 

y trascendencia de la controversia planteada por el recurrente. Como se hace 

mención en la jurisprudencia antes citada, si la autoridad administrativa se limita a 

citar solamente los supuestos agravios, es decir, que solamente se hagan ver los 

mismos en cuanto a la forma y no al fondo, esta no procedería; lo cual hace 

necesario que dentro de este argumento y análisis lógico jurídico tales agravios 

aludan al fondo del asunto. La distinción entre los vicios de fondo y la forma pueden 

identificarse como lo analiza el jurista Burgoa Toledo de la siguiente manera:  

“Los vicios de forma se refieren al incumplimiento o inobservancia de las 
disposiciones formales (como lo sería la firma del funcionario, la 
identificación del contribuyente, etc.), mientras que los vicios de fondo se 
refieren al incumplimiento o inobservancia de las disposiciones 
sustanciales (las deducciones de ciertas erogaciones y su correlativo 
acreditamiento, principalmente). Lo importante a conocer de estos dos 
tipos de vicio es qué conducta predomina ¿una acción o una omisión? En 
ambos tipos de vicio es posible que se presenten conductas positivas (de 
acción) o negativas (de omisión)62”.  

 
61 Tesis XVI.1o.A. J/7 A, Registro digital: 2026178, Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Publicación: viernes 17 de marzo de 2023, Libro 23, Tomo IV, página 3585. 
62 Burgoa Toledo, C. Alberto, Formalismo y Sustancialismo. México, 2012, Ed. Novum, p.15. 
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Entonces los análisis solicitados para que sea procedente el recurso de revisión 

fiscal conforme a la fracción dos del numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo deben de tener una justificación por parte de la 

autoridad administrativa donde ésta realice un análisis de fondo de los agravios, 

esto es, que debido a la complejidad del asunto como versa la tesis anteriormente 

citada, dicho asunto pueda tener consecuencias importantes en cierta entidad o en 

la totalidad del país o que la resolución que se pronuncie trascenderá en resultados 

de índole grave. Siendo lo anterior un motivo necesario para que los Tribunales 

Colegiados de Circuito admitan y evalúen el asunto concreto para que a su 

consideración pueda ser procedente o no el recurso de revisión fiscal. 

Los antecedentes para que fuese solicitado el criterio de importancia y 

trascendencia vienen del acuerdo general plenario de la Suprema Corte 5/1999, en 

el cual se sentaban las bases del símil objeto de este estudio el recurso de revisión, 

pero en materia de amparo, dando en este una serie de criterios para que se pudiese 

recurrir por los quejosos al recurso de revisión en contra de las sentencias de 

amparo directo pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, las cuales 

son:  

“Procedencia I. El recurso de revisión es procedente contra las sentencias 
que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados 
de Circuito, si se reúnen los supuestos siguientes: a) Si en ella se decide 
sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, tratado 
internacional o reglamento -federal o local-, o se establece la 
interpretación directa de un precepto constitucional; o bien, si en dichas 
sentencias se omite el estudio de las cuestiones acabadas de mencionar, 
cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo. b) Si el 
problema de constitucionalidad referido en el subinciso anterior, entraña 
la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia a juicio de 
la Sala respectiva. Se entenderá que un asunto es importante cuando de 
los conceptos de violación (o del planteamiento jurídico, si opera la 
suplencia de la queja deficiente), se vea que los argumentos (o 
derivaciones) son excepcionales o extraordinarios, esto es, de especial 
interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la 
resolución que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos 
sobresalientes en la materia de constitucionalidad. II. Por regla general, 
se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y 
trascendencia cuando: a) Exista jurisprudencia sobre el tema de 
constitucionalidad planteado; b) Cuando no se hayan expresado agravios 
o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, 
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inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente 
que suplir.63” 

Como se observa en el inciso b de la fracción I del acuerdo, la importancia y 

trascendencia se enfoca en conceptos de constitucionalidad, lo cual difiere del 

recurso de revisión fiscal en materia administrativa, donde la autoridad 

administrativa se limita a los supuestos de procedencia del recurso contenidos en 

el numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

quedando tales argumentos solamente para los quejosos mediante el juicio de 

amparo, sin embargo, en materia del recurso de revisión fiscal el análisis lógico 

jurídico realizado por la autoridad administrativa deben ser excepcionales o 

extraordinarios, esto es, de especial interés, y como se enuncia en el acuerdo antes 

citado “será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución 

que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes64”, con lo 

cual a pesar de que el análisis lógico jurídico sea diferente al no abordar cuestiones 

de constitucionalidad, en ambos supuestos deben existir cuestiones extraordinarias 

y cuya resolución establezca criterios que tengan efectos sobresalientes, razones 

que justifican a priori, la existencia de un medio de defensa exclusivo para la 

autoridad administrativa. Por su parte la fracción tercera del numeral 63 de la ley 

objeto de este estudio nos refiere qué:  

“Sea una resolución dictada por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, el Servicio de Administración Tributaria o por autoridades fiscales 
de las Entidades Federativas coordinadas en ingresos federales y 
siempre que el asunto se refiera a: a) Interpretación de leyes o 
reglamentos en forma tácita o expresa. b) La determinación del alcance 
de los elementos esenciales de las contribuciones. c) Competencia de la 
autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o 
tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades 
de comprobación. d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten 
las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo. e) 
Violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias. f) Las 
que afecten el interés fiscal de la Federación”65.  

 
63 Acuerdo número 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte De Justicia De La Nación, que establece 
las bases generales para la procedencia y tramitación de los Recursos De Revisión En Amparo 
Directo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 1999. 
64 Ibid. 
65 Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF), 21 de mayo de 2024. Artículo 63 fracción III. 
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En esta fracción se es más específico con respecto a los requisitos a solicitar, ya 

que esta hace mención que son asuntos donde sea partícipe la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, el Servicio de Administración Tributaria o las 

autoridades fiscales de las Entidades Federativas coordinadas en ingresos 

federales. Bajo esos supuestos y con los incisos que contiene dicha fracción puede 

verse que a diferencia de la fracción dos, en dicha fracción tanto la interpretación 

de leyes o reglamentos en forma tácita o expresa; la determinación del alcance de 

los elementos esenciales de las contribuciones; la competencia de la autoridad que 

haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del 

que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación; las  violaciones 

procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan 

al sentido del fallo; las violaciones procesales durante el juicio que afecten las 

defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo.; así como las   violaciones 

cometidas en las propias resoluciones o sentencias, son todos incisos que aluden 

a vicios en cuanto a la forma, y no al fondo del asunto. Con lo cual, al igual que la 

fracción anterior hace necesario que, en este caso la Sala del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa al declarar la nulidad de la resolución impugnada por la 

autoridad administrativa, analice no solo las cuestiones de aplicar la norma sin 

realizar un análisis previo con razonamientos lógico-jurídicos, los cuales sustenten 

su fallo66. 

Quedando solo el último inciso como el más susceptible a caer a la interpretación, 

el cual menciona “Las que afecten el interés fiscal de la Federación”, ya que este es 

el derecho que tiene la autoridad fiscal a percibir los créditos fiscales a cargo de los 

contribuyentes, lo cual, de nueva cuenta por su carácter innominado, deberá recaer 

en la autoridad administrativa su correcta formulación para que el recurso sea 

aceptado. Haciendo alusión al doctor Vargas Morgado, este versa que: 

“El muy atinado nombre de medidas de contra cautela se explica 
sobradamente en virtud de que su finalidad es oponer el interés 
contrapuesto al peticionario de la providencia precautoria, situación que 
en materia fiscal es difícil, si no imposible, justificar, atendiendo a los 
conceptos garantistas referidos anteriormente, la garantía del interés 

 
66 Tesis PC.XIX. J/11 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Plenos 
de Circuito, Gaceta del S.J.F., Libro 71, octubre de 2019, Tomo III, p. 3259  
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fiscal opera en México como una especie de pago adelantado de quien 
se defiende por lo injustificado de un crédito fiscal. En los juicios 
contencioso-administrativos no es fijada por el Tribunal ni constituida ante 
él, sino que se debe otorgar ante la propia autoridad fiscal demandada y 
a criterio de la misma queda su admisibilidad, su pertinencia y su 
suficiencia”.67 

Con la definición otorgada se puede vislumbrar que el interés fiscal de la Federación 

son una serie de medidas para garantizar el pago de los créditos fiscales68, los 

cuales quedan a criterio de la autoridad, por lo cual, su admisibilidad alude a esa 

garantía de pago para cierto asunto en concreto y dependiendo la cuantía de este, 

será el monto solicitado que lo cubra. Sin embargo, que la ley deje a arbitrio de la 

autoridad administrativa el cómo esta pueda solicitar esa garantía es una 

arbitrariedad procesal, como menciona Vargas Morgado, siendo necesario que 

existan las regulaciones pertinentes para que dicho arbitrio, en pro de los intereses 

nacionales, sea apegado a derecho y no a juicio de la autoridad. 

Por su parte la fracción cuarta del numeral 63 nos enuncia: “Sea una resolución 

dictada en materia de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos”69.  En dicha fracción se establece que el recurso de revisión 

fiscal será procedente en contra de una resolución dictada en materia de la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas, con lo cual, debemos de dirigirnos 

a dicho ordenamiento para encontrar las bases dictadas en el mismo para promover 

el recurso de revisión fiscal. En dicho ordenamiento su numeral 220 establece que:  

“Las resoluciones definitivas que emita el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa podrán ser impugnadas por la Secretaría de la Función 
Pública, los Órganos internos de control de los entes públicos federales o 
la Auditoría Superior de la Federación, interponiendo el recurso de 
revisión, mediante escrito que se presente ante el propio Tribunal, dentro 
de los diez días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la 
notificación respectiva.  La tramitación del recurso de revisión se sujetará 
a lo establecido en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
la substanciación de la revisión en amparo indirecto, y en contra de la 

 
67 Vargas Morgado, Jorge, La garantía del interés fiscal. Justicia contenciosa administrativa México, 
2013, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, p. 398. 
68 El crédito fiscal es la cantidad determinada por el contribuyente o por la autoridad, a pagar como 
una contribución, una cuota compensatoria, una multa, una responsabilidad de los funcionarios 
públicos o de los que señala la propia ley. Luna Pla, Issa; Ríos Granados, Gabriela, ABC del secreto 
de los deudores fiscales, México, 2014, Colección INAI, p. 10. 
69 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción IV. 
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resolución dictada por el Tribunal Colegiado de Circuito no procederá 
juicio ni recurso alguno”70. 

Como puede observarse dentro de la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos su regulación con respecto al recurso de 

revisión, motivo de este estudio, nos enuncia bajo qué supuestos y qué autoridades 

pueden tener la calidad de recurrentes. En primer término, se versa que dichas 

autoridades son la Secretaría de la Función Pública, así como los Órganos internos 

de control de los entes públicos federales o la Auditoría Superior de la Federación. 

Lo cual nos lleva al análisis de los lineamientos para la interposición de los recursos 

de revisión por parte de los Órganos Internos de Control de las dependencias y 

entidades, y de las Unidades de Responsabilidades de las empresas productivas 

del Estado, todos de la Administración Pública Federal. En tales lineamientos dentro 

de sus considerandos, se establece y reconoce que, como producto del análisis 

jurisprudencial realizado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, correspondería a la Unidad de Asuntos Jurídicos la representación de la 

autoridad administrativa dentro del acto administrativo en controversia para que esta 

pueda acceder a la interposición del recurso de revisión correspondiente. Así mismo 

dentro de dichos lineamientos se versa no solo qué órganos tendrán la calidad de 

recurrentes en representación de la autoridad administrativa, sino también, se 

justifica que las autoridades administrativas puedan tener acceso a este medio de 

defensa extraordinario en su carácter de parte, como nos enuncia el siguiente 

párrafo extraído de los considerandos de dicho ordenamiento:  

“Que en la jurisprudencia se sostuvo que el recurso de revisión fiscal 
constituye un mecanismo de defensa excepcional a favor de las 
autoridades demandadas en el juicio de nulidad que obtuvieron un fallo 
adverso; sin embargo, las constriñe a promoverlo por conducto de la 
unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la dependencia 
de que se trate. En el caso de la Secretaría de la Función Pública, de la 
cual dependan jerárquica y funcionalmente los Órganos Internos de 
Control de las dependencias, y entidades de la Administración Pública 
Federal, así como las unidades administrativas equivalentes en las 
empresas productivas del Estado, corresponde a la Unidad de Asuntos 
Jurídicos de la citada Secretaría de conformidad con lo dispuesto en el 

 
70 Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, última reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación, 02 de enero de 2025, artículo 220. 
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artículo 20, fracción V, del Reglamento Interior de la Secretaría de la 
Función Pública”71.  

Es necesario hacer notar que a pesar de que la autoridad administrativa sea 

considerada como una parte dentro del proceso, y que por lo mismo, deba tener 

acceso al principio de igualdad procesal, no sea la propia autoridad administrativa 

la que actúe como recurrente y deba hacerlo a través de los órganos antes 

mencionados; es decir, a través de los órganos designados para actuar como 

defensores jurídicos y que esto sea sólo bajo los supuestos mencionados en el 

numeral 63 de la Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, objeto 

de estudio del presente trabajo. Sin embargo, el hecho de que la autoridad 

administrativa no pueda actuar como recurrente directo del recurso de revisión, no 

dota de dicha cualidad de recurrente directo a los órganos que actúan en la 

defensoría jurídica, ya que estos, solamente promueven los recursos que la 

autoridad administrativa les solicite, y no podrán hacerlo a voluntad o arbitrio. De 

este modo y haciendo referencia textual de nueva cuenta al último párrafo de los 

considerandos de dicho lineamiento este enuncia lo siguiente:  

“Que resulta indispensable hacer valer los términos de la legitimación 
judicial reconocida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación a los 
titulares de los Órganos Internos de Control y de sus Áreas de 
Responsabilidades; y para evitar el desechamiento de eventuales 
impugnaciones por falta de legitimación del promovente, hacerlos 
extensivos a los titulares de las Unidades de Responsabilidades de las 
empresas productivas del Estado, y distinguir esa legitimación de la que 
asiste, a su vez, a los titulares de los Órganos Internos de Control y de las 
Unidades de Responsabilidades, para que puedan ejercer válidamente 
sus facultades legales”.72 

Con lo cual se reafirma y se detalla con más cuidado los órganos que actuaran como 

recurrentes en representación de las autoridades administrativas dotándolas de 

esta legitimación judicial proporcionada por la interpretación de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. Puede verse que la cuestión procesal con respecto a la 

legitimación de las autoridades para acceder a medios de defensa de sus 

pretensiones, va más allá de la mera cuestión de la teoría general del proceso, 

 
71 Lineamientos para la interposición de los recursos de revisión por parte de los Órganos Internos 
de Control de las dependencias y entidades, y de las Unidades de Responsabilidades de las 
empresas productivas del Estado, todos de la Administración Pública Federal. Diario Oficial de la 
Federación, publicado el 13 de enero de 2022. 
72 Ídem. 
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puesto que, el carácter extraordinario del recurso de revisión fiscal como un medio 

de defensa de las autoridades, en este caso en materia administrativa, dota a la 

autoridad que en la mayoría de los casos es el árbitro que regula las controversias 

entre los particulares, a la par de estos; pudiendo recurrir a medios de defensa para 

la defensa de sus pretensiones como una parte más del proceso, puesto que al fin 

y al cabo lo es, aunado a las peculiaridades de la materia fiscal y administrativa. 

Retomando el tema de dichas peculiaridades, es pertinente hacer las aclaraciones 

correspondientes con respecto a cómo se formula la elaboración del recurso de 

revisión fiscal y bajo qué criterios, puesto que en la misma Ley General de 

Responsabilidades Administrativas se dispone qué:  

“La tramitación del recurso de revisión se sujetará a lo establecido en la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para la 
substanciación de la revisión en amparo indirecto, y en contra de la 
resolución dictada por el Tribunal Colegiado de Circuito no procederá 
juicio ni recurso alguno”73. 

Por lo qué, y cómo en los propios lineamientos antes citados se hace mención, así 

como en el numeral 86 de la Ley de Amparo el cual enuncia: “El recurso de revisión 

se interpondrá en el plazo de diez días por conducto del órgano jurisdiccional que 

haya dictado la resolución recurrida”, los plazos en que este se promueve a 

comparación del recurso de revisión que contempla la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo son diferentes; puesto que en este se señala como 

plazo para interponerlo el de quince días hábiles, aunado a que lo habrá de 

interponer la unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la Secretaría 

de la Función Pública, en coordinación y colaboración de la emisora de la resolución 

impugnada, teniendo esa diferencia de cinco días en el plazo. Así como la forma en 

que éste debe recurrirse siendo más parecida a la forma de promover un amparo, 

debido a que ésta debe ser por conducto del órgano jurisdiccional que dictó la 

sentencia recurrida y no a través de su unidad administrativa. Analizadas las 

peculiaridades de esta fracción corresponde avanzar a la quinta fracción del 

numeral 63 el cual enuncia que esta debe ser una resolución dictada en materia de 

 
73 Ley Federal de Responsabilidades Administrativas, última reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación (DOF), 02 de enero de 2025, artículo 220. 
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comercio exterior. Con lo cual, y haciendo referencia a lo que establece la 

contradicción de tesis 73/2012, se hace una aclaración bastante pertinente de la 

procedencia del recurso de revisión fiscal conforme a la fracción V de este 

enunciando: 

“No tiene razón la autoridad recurrente al afirmar que el recurso de 
revisión es procedente en términos del artículo 63, fracción V, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, que establece que 
dicho medio de impugnación procede tratándose de resoluciones dictadas 
en materia de comercio exterior, puesto que para que tal supuesto se 
actualice es necesario que la materia de la sentencia verse sobre 
cualquiera de los temas que regula la Ley del Comercio Exterior”74.  

Esto debido a que la legislación aplicable a dichos tópicos de comercio exterior está 

regulada en la ley homónima de la materia. Retomando el análisis de la Ley del 

comercio exterior, su numeral 94, nos da, en sus diferentes incisos, ejemplos de los 

cuales se consideran temas de comercio exterior; los cuales son recurribles para el 

administrado a través del recurso de revocación que el mismo ordenamiento les 

proporciona.  Con lo anterior, también hay qué hacer la correspondiente aclaración 

con respecto a la materia aduanera. A este respecto la misma contradicción de tesis 

73/2012, hace una distinción con respecto a los supuestos que la Ley Aduanera 

tiene por conocimiento, y cuales se dejan a la regulación de la Ley de Comercio 

Exterior.  

“La materia de comercio exterior no se debe confundir con los diversos 
procedimientos que prevé la Ley Aduanera, entre los cuales se encuentra 
el procedimiento del que derivó la resolución impugnada en el juicio de 
nulidad. Esto porque la Ley Aduanera precisa en su artículo 1, que esa 
Ley, las de impuestos generales de importación y exportación y las demás 
leyes y ordenamientos aplicables, regulan la entrada y la salida al territorio 
nacional de mercancías y de los medios en que se transportan o 
conducen, el despacho aduanero y los hechos o actos que deriven de éste 
o de dicha entrada o salida de mercancías, y están obligados a su 
cumplimiento quienes introducen a territorio nacional o exportan de él, 
cualquier tipo de mercancías, ya sean sus propietarios, poseedores, 
destinatarios, remitentes, apoderados, agentes aduanales o cualesquier 
persona que tenga intervención en la introducción, extracción, custodia, 
almacenaje, manejo y tenencia de las mercancías en mención”75.  

 
74 Contradicción de Tesis 73/2012. Décima Época. Segunda Sala. Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, 15 de agosto de 2012. 
75 Ídem. 
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Lo anterior con respecto a que las autoridades aduaneras pueden ser de carácter 

local, lo cual limita el alcance de sus acciones ante eventualidades, las cuales 

quedan a reserva de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, puesto que, y 

retomando los convenios de colaboración administrativa, ciertas materias pueden 

ser realizadas por las autoridades administrativas locales, siempre y cuando así se 

haya estipulado en el convenio, sin embargo, otras quedan a disposición exclusiva 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o esta misma puede optar por 

conocer de un cierto asunto aunque este sea contemplado dentro de los convenios 

de colaboración. Citando nuevamente la contradicción de tesis 73/2012, esta versa:  

“Por otra parte, una vez introducida la mercancía a territorio nacional, en 
caso de existir una liquidación que determine diferencias u omisiones de 
impuestos, cuotas compensatorias, multas, actualizaciones, recargos, 
etcétera, compete a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, emitirla 
a través de las autoridades aduaneras correspondientes, respecto de los 
sujetos obligados a su entero, o de sus responsables solidarios (agente 
aduanal o transportista), acorde con lo dispuesto en la Ley Aduanera, 
pues una vez determinados constituyen un crédito fiscal”76.  

Así retomando el ejemplo dado, puede verse que tales competencias son facultades 

delegadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a las autoridades 

administrativas locales, con lo cual, no se aplicaría el supuesto contenido en la 

fracción V del numeral 63 de la Ley Federal De Procedimiento Contencioso 

Administrativo, como de nueva cuenta se hace mención en la contradicción de tesis 

antes mencionada:   

“Por tanto, el recurso de revisión fiscal no es procedente en términos de 
la fracción V del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, y debe desecharse por improcedente el 
recurso de revisión fiscal interpuesto por la Administradora Local contra la 
sentencia dictada en el juicio de nulidad correspondiente por la Segunda 
Sala Regional del Norte Centro II del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa”77.  

Siguiendo con el análisis de las fracciones correspondientes al recurso de revisión 

fiscal, continuaremos con la fracción VI, la cual versa de la siguiente manera:  

“Sea una resolución en materia de aportaciones de seguridad social, 
cuando el asunto verse sobre la determinación de sujetos obligados, de 
conceptos que integren la base de cotización o sobre el grado de riesgo 

 
76 Ídem. 
77 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF), 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción V. 



64 
 

de las empresas para los efectos del seguro de riesgos del trabajo o sobre 
cualquier aspecto relacionado con pensiones que otorga el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado”78.  

En este sentido la fracción distingue los supuestos en los cuales es procedente el 

recurso de revisión fiscal, con lo cual, otros aspectos como el contenido en la tesis 

2a./J. 25/2003, en el que se enuncia:  

“Si la parte actora demanda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado el otorgamiento o modificación de una 
pensión, y en la sentencia respectiva se dilucida sobre el sueldo base de 
cotización y/o los conceptos que lo integran para efectos del cálculo del 
monto de la pensión, es evidente que el asunto no se refiere a las 
aportaciones de seguridad social que obligatoriamente deben enterar las 
dependencias o entidades de la administración pública, en términos de la 
ley que rige dicho instituto, pues aunque se incluyan determinados 
conceptos en el sueldo base del trabajador, tal decisión no se vincula con 
un asunto cuya materia sean aquellas aportaciones, sino con otro cuya 
materia es el monto de la pensión exigida por un sujeto beneficiado con 
los servicios de seguridad social, por lo que dicho recurso de revisión es 
improcedente”79. 

Con lo cual puede observarse que en dicha controversia se pedía la modificación 

del monto de pensión otorgado y el foco central no era uno de los supuestos 

contenidos en la fracción sexta del numeral analizado. Así mismo tampoco entraba 

en controversia tópicos como las semanas cotizadas, o la edad del asegurado, con 

lo cual, de igual forma no se encuadraba bajo los supuestos para la solicitud del 

recurso de revisión fiscal por parte del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado, siendo estos necesarios para la procedencia del 

recurso de revisión fiscal.  

Por otra parte, continuando con el análisis del numeral 63, su fracción VII dispone 

lo siguiente:  

“Sea una resolución en la cual, se declare el derecho a la indemnización, 
o se condene al Servicio de Administración Tributaria, en términos del 
artículo 34 de la Ley del Servicio de Administración Tributaria”80.   

 
78 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF), 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción VI. 
79 Registro digital 184407, Tesis 2a./J. 25/2003, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo XVII, abril de 2003, página 198. 
80 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción VII. 
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Para el mejor análisis de la fracción antes citada, nos debemos remontar al numeral 

34 de la Ley del Servicio de Administración Tributaria la cual dicta:  

“El Servicio de Administración Tributaria será responsable del pago de los 
daños y perjuicios causados por sus servidores públicos con motivo del 
ejercicio de las atribuciones que les correspondan.  El cumplimiento de la 
responsabilidad del Servicio de Administración Tributaria establecida en 
el párrafo anterior no exime a los servidores públicos que hubieran 
realizado la conducta que originó los daños y perjuicios de la aplicación 
de las sanciones administrativas que procedan en términos de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, así como de 
las penales y laborales que, en su caso, se deban imponer"81.  

Tal numeral nos marca las pautas acerca de cómo y bajo qué supuestos se 

establecen las indemnizaciones correspondientes al actuar de los funcionarios que 

integren el servicio de administración tributaria, esto es, si durante su ejercicio en la 

función correspondiente dentro del servicio de administración tributaria sucediera 

alguno de los supuestos estipulados en el numeral 34 de la ley de la materia, 

pudiendo el servidor público en cuestión a través de la oficina de asuntos jurídicos 

correspondiente recurrir al recurso de revisión fiscal.  

Al analizar el numeral sexto se dan los supuestos en los cuales se amplía más a 

detalle la condenación de costas e indemnizaciones teniendo lugar estas a favor de 

la autoridad cuando verse sobre resoluciones con propósitos notoriamente 

dilatorios, esto es, sólo actuará a favor de la autoridad cuando el particular y citando 

dicho artículo éste dicta qué:  

“Se entenderá que el actor tiene propósitos notoriamente dilatorios 
cuando al dictarse una sentencia que reconozca la validez de la resolución 
impugnada, se beneficia económicamente por la dilación en el cobro, 
ejecución o cumplimiento, siempre que los conceptos de impugnación 
formulados en la demanda sean notoriamente improcedentes o 
infundados. Cuando la ley prevea que las cantidades adeudadas se 
aumentan con actualización por inflación y con alguna tasa de interés o 
de recargos, se entenderá que no hay beneficio económico por la 
dilación”82.  

Con lo cual puede verse que siempre que por tal dilación en la resolución el 

particular obtenga un beneficio por la misma se adecuará al supuesto antes 

mencionado. Por otra parte, y siguiendo con el análisis del numeral sexto 

 
81 Ley del Servicio de Administración Tributaria, Última reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 04 de diciembre de 2018. Artículo 34. 
82 Ídem., artículo 6. 
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corresponde a la autoridad indemnizar al particular por falta grave, con lo cual, se 

dan tres supuestos en los cuales se considera que existió dicha falta grave realizada 

por la autoridad. Es menester hacer notar que los supuestos antes mencionados y 

estipulados para la procedencia del recurso de revisión fiscal obedecen al tópico de 

la responsabilidad patrimonial del Estado.  

Continuando con el estudio del numeral 63 la fracción novena del mismo enuncia: 

“Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley 

Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado”83.  

El cual remonta al tópico de la responsabilidad patrimonial del Estado, con lo cual, 

de nueva cuenta debe de analizarse lo correspondiente a las indemnizaciones que 

deriven de las reclamaciones realizadas por los administrados en cuestiones del 

propio ordenamiento. Volviendo al texto analizado de la maestra Gonzales López, 

nos da una definición adecuada del concepto de responsabilidad patrimonial, el cual 

dicta:  

“Es importante tener claro que la responsabilidad no debe confundirse con 
la culpabilidad, causalidad ni imputación; surge como un elemento previo 
a una posible imputación por una acción que pudo o no haber sido 
prevenida y que ha generado diversas consecuencias atribuidas a un 
agente. En este sentido, en la responsabilidad patrimonial del Estado 
existe un sujeto obligado a realizar sus funciones de manera adecuada, 
pero en caso de realizar actividades administrativas irregulares el 
responsable u obligado de indemnizar a los particulares es el propio 
Estado”.84 

Por lo qué, y partiendo del concepto previo, cuando un servidor público cae en uno 

de los supuestos de responsabilidad, siendo esta por culpa o por una 

responsabilidad objetiva y directa; diferenciando entre la responsabilidad objetiva y 

subjetiva en que la primera implica negligencia, dolo o intencionalidad en la 

realización del daño; en cambio, la subjetiva se apoya en la teoría del riesgo, donde 

es irrelevante si hubo o no intencionalidad dolosa. Por lo cual el administrado puede 

recurrir a una reparación del daño causado por la autoridad administrativa, con lo 

 
83 Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF), 21 de mayo de 2024. Artículo 63 fracción IX. 
84 González López, E. Leonor, “El artículo 6 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y la Responsabilidad Patrimonial del Estado”, Praxis de la Justicia Fiscal y 
Administrativa, México, Año VIII, Número 18, mayo de 2015. p. 7. Disponible en: 
http://transparencia.tfja.gob.mx/cesmdfa/01/praxis_act/num_18/3_trabajo_r18.pdf. 
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cual, esta de igual manera puede recurrir al recurso de revisión fiscal, pudiendo 

presentar las pruebas pertinentes con las cuales se apoye y manifieste que dicha 

responsabilidad atribuida al servidor pública es errónea al no encuadrar en los 

supuestos mencionados en las líneas anteriores. Sin embargo, hay qué hacer la 

aclaración pertinente con respecto a qué legislación se utilizará en cada caso, 

debido a qué dichas fracciones hacen referencia a la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado, la cual, a su vez, estipula los casos en los cuales se refiere 

a la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo o cuando los actos 

controvertidos sean en concurrencia, como se estipula en el capítulo cuarto de la 

propia Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado. Por último, la fracción X del 

numeral 63 versa:  

“Que en la sentencia se haya declarado la nulidad, con motivo de la 
inaplicación de una norma general, en ejercicio del control difuso de la 
constitucionalidad y de la convencionalidad realizado por la sala, sección 
o pleno de la Sala Superior”85.   

A este respecto es menester aclarar la procedencia del recurso de revisión fiscal 

ante el Tribunal de alzada correspondiente. Al aplicarse el control difuso de la 

constitucionalidad y convencionalidad, el cual, permite a los jueces la tarea de una 

valoración con respecto a la constitucionalidad de alguna norma de carácter general 

aplicada; en este caso, se estipula que tales supuestos sólo se tomarán en cuenta 

cuando dicha valoración de constitucionalidad y convencionalidad sea realizada por 

la sala, sección o pleno de la Sala Superior, esto es, que se acorta el ámbito de 

dicha valoración solo para los órganos colegiados antes mencionados, dejando 

fuera de la hipótesis de procedencia a otro tipo de juzgadores que pudiesen conocer 

del control de constitucionalidad y convencionalidad, como pudiera ser el 

Magistrado Instructor. Con lo cual, sólo si uno de los órganos colegiados antes 

mencionados realizó el control de constitucionalidad y convencionalidad se podrá 

ajustar el supuesto de procedencia del recurso de revisión fiscal estipulado en la 

fracción decima del numeral 63. Al realizar un análisis profundo de las fracciones 

que comprenden la regulación del recurso de revisión fiscal puede verse su carácter 

 
85 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 63, fracción X. 
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como recurso extraordinario, el cual debe de cumplir una serie de criterios bien 

establecidos para su procedencia, cumpliéndose no solo que es un recurso 

exclusivo de la autoridad administrativa, sino que también deben de cumplirse una 

serie de criterios en específico para que este pueda ser recurrido sin que se deseche 

el mismo. 
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CAPITULO III. LOS MEDIOS DE DEFENSA DEL 

PARTICULAR Y LA AUTORIDAD. 

 

La legitimación para promover el juicio de amparo. 

Como se analizó en la introducción del presente trabajo, el recurso de 

revisión fiscal, y el juicio de amparo, son medios de defensa similares, puesto que 

ambos son medios de defensa extraordinarios utilizados para resguardar las 

pretensiones de quien lo promueve, ya sea un particular o la autoridad. A grandes 

rasgos, se puede decir que el recurso de revisión fiscal, como recurso 

extraordinario, es una forma en que la autoridad administrativa puede recurrir ante 

un Tribunal Colegiado, las pretensiones que este considere vulneradas o con una 

valoración errónea por parte del Tribunal de Justicia Administrativa. Al igual que en 

el antes llamado Juicio de Garantías, se deben de cubrir con una serie de supuestos 

para que pueda recurrirse a la revisión fiscal, como se analizó en el capítulo anterior, 

el numeral 63 de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, 

puesto que al ser un recurso extraordinario y que sea un medio de defensa exclusivo 

de la autoridad, lo convierten en un recurso con dichas características.  

Ahora bien, siguiendo con la comparativa entre el recurso de revisión fiscal y el juicio 

de amparo es notable la similitud entre estos, sin embargo, también existen 

diferencias sustanciales entre los mismos. En primer término, siendo el más 

evidente, es que uno se enfoca en la autoridad administrativa y el otro en los 

gobernados, sin embargo, a pesar de que a priori pareciese ser que el juicio de 

amparo es exclusivo para los gobernados, al ser un medio jurisdiccional protector 

de los derechos humanos establecidos en la Constitución Federal, así como en los 

Tratados Internacionales suscritos por el Estado, y que una de sus características 

principales es que sea un instrumento de defensa contra los actos de las 

autoridades que violen los derechos humanos antes mencionados, este tiene 

excepciones particulares las cuales es pertinente analizar. Una de estas 

peculiaridades es la que se contiene en el numeral séptimo de la Ley de Amparo la 

cual se cita a continuación:  

“La Federación, los Estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier 
persona moral pública podrán solicitar amparo por conducto de los 
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servidores públicos o representantes que señalen las disposiciones 
aplicables, cuando la norma general, un acto u omisión los afecten en su 
patrimonio respecto de relaciones jurídicas en las que se encuentren en 
un plano de igualdad con los particulares. Las personas morales oficiales 
estarán exentas de prestar las garantías que en esta Ley se exige a las 
partes”86. 

Analizando el citado artículo puede verse que hace referencia a que el juicio de 

amparo puede ser interpuesto por la Federación, los Estados, el Distrito Federal, los 

municipios o cualquier persona moral pública, lo que puede definirse como la 

legitimación activa de las personas morales públicas, en caso de que estas vieran 

afectado su patrimonio, y por ende su esfera jurídica, ante otra autoridad. 

Para comprender mejor el concepto de legitimación activa, el cual es necesario para 

que las personas morales oficiales puedan promover el juicio de amparo, y por lo 

cual la autoridad administrativa no puede acudir al juicio de amparo, se cita a 

continuación el concepto otorgado en la jurisprudencia siguiente el cual dicta:  

“LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA. CONCEPTO: Por legitimación 
procesal activa se entiende la potestad legal para acudir al órgano 
jurisdiccional con la petición de que se inicie la tramitación del juicio o de 
una instancia. A esta legitimación se le conoce con el nombre de ad 
procesum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio 
es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer, a 
diferencia de la legitimación ad causam que implica tener la titularidad de 
ese derecho cuestionado en el juicio. La legitimación en el proceso se 
produce cuando la acción es ejercitada en el juicio por aquel que tiene 
aptitud para hacer valer el derecho que se cuestionará, bien porque se 
ostente como titular de ese derecho o bien porque cuente con la 
representación legal de dicho titular. La legitimación ad procesum es 
requisito para la procedencia del juicio, mientras que la ad causam, lo es 
para que se pronuncie sentencia favorable”87. 

En la ley de amparo se establecen supuestos para que puedan ser equiparadas con 

los particulares, los cuales poseen derechos tutelados en la Constitución Federal, 

y, en consecuencia, sujetos aptos para poder interponer el “juicio de garantías”, esto 

es, cuando se encuentren en un plano de igualdad con estos, por lo cual, bajo dicha 

premisa la persona moral oficial no puede acudir al Juicio de Amparo en calidad de 

 
Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, 16 de octubre de 
2025. Artículo 7. 
87 Número de registro 196956, Tesis 2.A./J. 75/97, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, enero de 1998, página 351. 



71 
 

autoridad. Ahora bien, dicho plano de igualdad se da únicamente cuando se trate 

en cuestión patrimonial, pues como versa la tesis aislada citada a continuación:  

“El objeto del juicio de amparo es resolver toda controversia suscitada por 
actos u omisiones de la autoridad que violen derechos humanos, situación 
que no puede hacerse extensiva a las personas de derecho público, 
excepto cuando se actualice la excepción a la regla contenida en el 
precepto 7o. de la Ley de Amparo, es decir, cuando actúan en un plano 
de igualdad con el particular y en defensa de su patrimonio; de ahí que si 
lo hacen en su carácter de autoridad demandada en el juicio de nulidad, 
carecen de legitimación para promover el juicio constitucional”88. 

Con lo anterior puede observarse que, si bien dichos órganos públicos puedan 

acceder al juicio de amparo, esto es bajo criterios específicos como se hace 

mención en el siguiente criterio emitido por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito que enuncia: 

“De los artículos 107, fracción VIII y 7o. de la Ley de Amparo, se advierte 
que el amparo indirecto procede contra actos de autoridad que 
determinen inhibir o declinar la competencia o el conocimiento de un 
asunto y la posibilidad de una autoridad para acudir al juicio constitucional 
cuando sufre una afectación patrimonial derivada de un acto impuesto por 
una autoridad que actúa de manera unilateral y con imperio, 
respectivamente89”. 

Ello debido a que, a pesar de que estas no pueden ser considerados titulares de 

derechos humanos, por la propia naturaleza jurídica de los mismos, debido a que 

son personas morales públicas y por ende una manifestación del Estado mismo, sin 

embargo, cuando acuden al Juicio de Amparo como quejosos, no lo hacen en 

carácter de autoridad, y como enuncia el artículo séptimo de la ley de amparo hace 

mención que sólo podrá recurrirse al juicio de amparo cuando una norma general o 

acto afecten su patrimonio, así como que dicha afectación se actualice en una 

relación en la que la autoridad se encuentre en un plano de igualdad con los 

particulares; situación que no podría adecuarse a los conceptos contenidos en el 

artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, además 

de que es necesario que en dicha controversia la persona moral oficial no acuda al 

mismo con carácter de autoridad, ya que por ello en automático se negaría el acceso 

 
88 Tesis II.2o.A.18 A, Semanario Judicial de la Federación, Onceava Época, 17 de noviembre de 
2023. 
89 Registro digital 2018330, Tesis: I.12o.C.118 C, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Instancia Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, viernes 09 de noviembre de 2018. 
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al Juicio de Amparo por la propia naturaleza del mismo. De esa última frase es qué 

se da la legitimidad para interponer el juicio de amparo, puesto que, sólo se podrá 

recurrir a este cuando exista una afectación al patrimonio de la persona moral 

pública perpetrada por un particular, siendo necesario además que esta sea parte 

de un procedimiento jurisdiccional y que no acuda a este en carácter de autoridad.  

Lo anterior debido a que la Ley de Amparo reconoce que existen casos en los que 

se requiere la intervención de la Justicia Federal, a través del juicio de amparo, para 

evitar la imposición arbitraria de actos por ciertas autoridades que transgredan 

prerrogativas de otras autoridades. Con lo cual es menester que se ajuste a los 

supuestos antes mencionados. Así mismo se considera que existe una condición 

de desigualdad de la persona moral pública frente a una autoridad cuando y citando 

la jurisprudencia la cual enuncia:  

“Dicha afectación debe darse en una situación jurídica en la que se 
encuentre en un plano de igualdad con los particulares, esto es, de 
manera subordinada frente a otra autoridad que con imperio le impone un 
acto de forma unilateral. En esas condiciones, una autoridad que forma 
parte de un procedimiento jurisdiccional actúa de manera subordinada, y 
los actos que se emitan en éste incidirán en sus intereses para ejercer su 
adecuada defensa, así acudirá al juicio de amparo para obtener una 
defensa de las posibles afectaciones que se cometan en el procedimiento, 
con la finalidad de obtener un resultado que beneficie a sus intereses; por 
tanto, tiene legitimación para promover el juicio, siempre y cuando de la 
relación subyacente no se advierta que acude a defender un acto emitido 
dentro de las funciones públicas que tiene encomendadas90”.  

De este modo, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

esclarece de manera más amplia el por qué una persona moral pública puede acudir 

a la interposición del juicio de amparo, debido a qué ciertos actos realizados por 

otras autoridades pueden dejar a estas en un estado de indefensión y subordinación 

lo que puede poner su situación jurídica a la par de un particular, con lo cual, al igual 

que este puede hacer valer el juicio de amparo para la defensa de sus derechos 

humanos cuando los actos de una autoridad vulneren los mismos, haciendo 

menester que en la evolución del Juicio de Garantías y en la propia defensa de esos 

mismos derechos fundamentales como lo es el derecho a la propiedad, su defensa 

pueda ser llevada a cabo por las personas morales públicas, aunque estas sean 

 
90 Registro digital 2017263, Tesis: 1a./J. 16/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 55, junio de 2018, Tomo II, página 875, Décima Época, 22 de junio de 2018.  
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una representación del Estado, cuando queden en los supuestos de indefensión 

antes mencionados; debido a qué es una forma en la cual se protege el patrimonio 

de dicha persona moral pública, lo que a su vez es una protección al patrimonio 

mismo del Estado y del buen cuidado de las arcas públicas, debido a que tal 

patrimonio se traduce en recursos provenientes de dichas arcas del Estado.  

De lo anterior puede observarse la diferencia entre las personas morales oficiales y 

la autoridad administrativa, y esta es, que la primera en dicho escenario no se 

presenta como autoridad para promover el juicio de amparo, y en segundo lugar, 

que esta queda en estado de indefensión ante otra autoridad, caso contrario con la 

autoridad administrativa que no puede renunciar a su carácter de autoridad y esta 

no se encuentra en estado de indefensión ante otra autoridad, y dicha controversia 

es suscitada con un particular. 

Puede verse que el juicio de amparo interpuesto por las personas morales públicas 

es similar al recurso de revisión fiscal contenido en la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, puesto que no se puede recurrir a estos sin una serie 

de requisitos previos, y que son en unas condiciones claras y específicas, 

considerándose como un juicio extraordinario. En ambos casos puede observarse 

que entre los requisitos destacables esta, el que exista una afectación pecuniaria, 

esto es al patrimonio, que es la base para que se pueda recurrir tanto al juicio de 

amparo como al recurso de revisión.  

Así mismo, el hecho de que sea menester cumplir con una serie de requisitos 

previos garantiza que el propio Estado no abuse de su imperio, puesto que se da 

por sentado de que el Estado es el encargado de elaborar las leyes, y, por ende, es 

difícil que caiga en el supuesto de indefensión, lo cual solamente ocurre en 

situaciones específicas contempladas más a detalle tanto en el numeral séptimo de 

la ley de amparo, así como el numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. Tales ordenamientos jurídicos tienen como finalidad 

que se garantice la satisfacción del interés público, y en ambos casos lo que se 

pretende es cuidar las arcas públicas del mismo a través de estas vías legales con 

las que el legislador dotó a los mismos. Es por lo antes expuesto que la autoridad 

administrativa, al no poder recurrir al Juicio de amparo, el legislador consideró 
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necesaria la creación de un medio de defensa extraordinario para la defensa de las 

pretensiones de la autoridad administrativa sin que esta tuviese que apersonarse 

en juicio sin su carácter de autoridad; razón por la cual si bien es cierto que podría 

parecer que el recurso de revisión fiscal es un juicio de amparo a disposición de la 

autoridad administrativa, puesto que no puede separarse de su carácter de 

autoridad, ya que los intereses que defiende no son de una afectación directa, 

puesto que no afectan su funcionamiento como entidad, y dicha defensa busca el 

procurar el interés público, caso contrario a las personas morales oficiales donde 

dicha afectación patrimonial si afecta a su funcionamiento como entidad 

directamente, y que además el recurso de revisión es un control de legalidad de la 

decisión jurisdiccional emitido por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.  

Si bien es cierto que la argumentación realizada por la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación con respecto a que el juicio de amparo obedece a la propia evolución 

del derecho, y que este no es estático, también es cierto que también influyen 

factores, como lo puede ser el económico, ya que se trata de velar el patrimonio 

mismo del Estado, que marcan la pauta para que el legislador prevea ciertos 

supuestos en los marcos normativos; como lo sería la afectación de dicho 

patrimonio.  

Es digno de mencionar que el juicio de amparo desde sus orígenes se estableció 

como una herramienta al servicio de los gobernados para la defensa de sus 

derechos humanos, o en ese entonces garantías individuales, cuando el Estado 

vulnerara los mismos, pues esa cualidad de ser el juicio por excelencia para la 

defensa de los derechos patrimoniales, así como su efectividad fue la que lo dotó 

de el prestigio y la que lo convirtió en un juicio tan socorrido por los particulares que 

veían vulnerados sus derechos por algún representante del Estado, y que 

tratándose de los particulares, nos referimos a derechos reconocidos por el 

ordenamiento jurídico, con lo cual, que exista dentro de la Ley de Amparo un 

numeral que dote a un ente del mismo como sujeto apto para la interposición del 

juicio de amparo resulta contradictorio, aunque se trate de supuestos como el 

regulado en el artículo séptimo de la ley de amparo, puesto que, a pesar de que el 

legislador dota a las personas morales públicas como poseedoras de derechos 
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fundamentales ello dista de la concepción misma del propio nacimiento de tales 

derechos, el cual es fungir como un medio de defensa de tales prerrogativas ante 

los abusos del poder del Estado. Ahora bien, tal controversia no pasó inadvertida 

para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual, optó por esclarecer el 

estatus de las personas morales públicas haciéndolas titulares de derechos 

fundamentales. Dentro de la contradicción de tesis 360/2013 se discutían los 

criterios donde, por un lado, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Séptimo Circuito al resolver el amparo directo 315/2012 y 

647/2012 respectivamente. En donde la postura del Segundo Tribunal Colegiado en 

materia administrativa del cuarto circuito al resolver el amparo 315/2012, determinó 

y cito:  

“Las personas jurídicas, al igual que las físicas son titulares de iguales 
derechos y deberes constitucionales, con la precisión de que la tutela de 
Derechos Humanos a su favor solo procederá en casos determinados91”.  

Lo anterior deja ver que si bien se reconoce a la ficción jurídica de la persona moral 

como un ente que puede ser tenedor de derechos fundamentales, estos sólo serán 

reconocidos en ciertos fines y no con un grado de universalidad como lo sería con 

las personas, en este caso con los gobernados; y, por otro lado, el Segundo Tribunal 

Colegido en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al estudiar el amparo 

directo 647/2012, resolvió:  

“Las personas morales no pueden ser titulares de derechos humanos, 
pues representan un ente ficticio, carente de factor relativo a la dignidad 
humana, siendo esto el origen, la esencia y el fin de todos los derechos 
humanos92”.  

Con lo cual es notable la contradicción de criterios de ambos Tribunales, puesto que 

en este caso si se considera la calidad de ente jurídico ficticio, el cual no tiene 

condiciones en lo general, para poder ser equiparado a una persona, y al carecer 

de esa calidad de ser humano, es carente también de las prerrogativas inherentes 

 
91 Contradicción de Tesis 360/2013. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito. 
92 Ibid. 
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a los mismos. Ahora bien, ante la notoria contradicción de criterios la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación optó por resolver en primer término lo siguiente:  

“Las personas jurídicas sí son titulares de derechos fundamentales, pero 
no de todos, sino sólo de aquellos que resulten necesarios para la 
realización de sus fines, para proteger su existencia, identidad y asegurar 
el libre desarrollo de su actividad93”.  

De este modo y abordando el tema con respecto de la “humanidad” que dio origen 

a los derechos fundamentales, se pronunció qué las personas jurídicas, no podrán 

gozar de los derechos humanos que presupongan características intrínsecas o 

naturales del hombre. Al esclarecer la diferencia de que no se podría otorgar a la 

autoridad administrativa, ni a las personas morales públicas de todos los derechos 

fundamentales y limitar los mismos a sólo los que la ayuden a la realización de su 

finalidad y al cuidado de la preservación de sus recursos para el alcance de dicho 

fin, se sustenta la máxima con respecto a qué las personas morales públicas, 

pueden recurrir al juicio de amparo, siempre y cuando, sea para la preservación de 

su patrimonio ante un claro estado de desventaja con respecto de un particular, 

debido a qué, el patrimonio de tal ente y que este pueda caer en menoscabo por un 

acto de desigualdad jurídica, desventaja o subordinación ante un particular en la 

realización de sus funciones públicas, lo encuadra dentro de los supuestos 

reconocidos para ser sujeto de ciertos derechos fundamentales, en este caso en 

concreto, la defensa de su patrimonio; ya que sin este le resultaría imposible la 

realización del fin para el cual fue creada como una persona moral pública; pero que 

no podría adecuarse al caso concreto del artículo 63 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, razón por la cual la autoridad 

administrativa queda excluida de contar con los rasgos que contempló la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación.  

Ahora bien, realizadas dichas aclaraciones con respecto a cómo también en el juicio 

de amparo existen excepciones para que los entes del Estado puedan acceder a 

este, es necesario analizar la diferencia entre una persona moral pública y una 

autoridad administrativa, siendo los dos sujetos participes tanto en el juicio de 

amparo como en el recurso de revisión fiscal. Por un lado, ambas son 

 
93 Ibid. 
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construcciones artificiales, puesto que al tratarse de entes que, en este caso, actúan 

en representación del Estado, un grupo de individuos hacen las funciones de esta, 

no de manera individual sino en colectivo; lo que se traduce en que las personas 

públicas como órganos del Estado, actúan bajo una serie de criterios definidos por 

sus respectivos reglamentos o legislaciones orgánicas para la realización de un fin 

en particular.  

Sin embargo, a pesar de que ambas son representaciones del Estado para la 

realización de determinados objetivos, dicha finalidad es la que marca la diferencia 

entre las personas morales públicas y las autoridades administrativas. Una de las 

más claras como su nombre lo indica, es que la autoridad administrativa funge con 

ese carácter de autoridad, con lo cual, está investido legalmente de la facultad de 

decisión y del poder de mando necesario para imponer a los particulares sus propias 

determinaciones; y por otro lado las personas morales oficiales son una 

representación de los entes del Estado como lo pueden ser el Estado mismo, 

municipios, organismos centralizados o descentralizados, empresas del Estado, 

corporaciones públicas entre otros, y cuyos fines son de interés público. Sin 

embargo, existe una línea delgada que también vincula a las personas morales 

oficiales con las prerrogativas de la autoridad administrativa; un ejemplo de lo 

anterior es la comisión federal de electricidad, la cual se describe en el numeral 

segundo de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad el cual enuncia: 

“Esta se conforma como una empresa productiva del Estado de propiedad 
exclusiva del Gobierno Federal, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios y qué gozará de autonomía técnica, operativa y de gestión. 
Teniendo como objeto el prestar, en términos de la legislación aplicable, 
el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, por 
cuenta y orden del Estado Mexicano”94. 

Puede verse que, a diferencia de la autoridad administrativa, este ente público no 

necesariamente tiene la facultad de decisión y del poder de mando necesario para 

imponer a los particulares sus propias determinaciones, debido a que su principal 

objetivo es el brindar el servicio público de energía eléctrica, sin embargo, en la 

realización de dicho fin es cuando puede actuar y tener el carácter de autoridad, 

 
94 Ley de la Empresa Pública del Estado, Comisión Federal de Electricidad, última reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación, 18 de marzo de 2025. Artículo 2. 
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como lo menciona el comunicado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

125/2014: 

“Los contratos de suministro de energía eléctrica no pueden considerarse 
como contratos entre particulares, sino como verdaderos contratos 
administrativos, lo que pone en evidencia que no constituyen un acto de 
comercio, fundamentalmente porque la Comisión Federal de Electricidad 
no persigue fines de lucro o de especulación comercial con el suministro 
de energía eléctrica, sino actúa por mandato y obligación constitucional 
de generar, distribuir y abastecer de energía eléctrica a todo el territorio 
nacional, procurando de esa manera el desarrollo económico y social del 
país. Por lo anterior, determinó la Segunda Sala, contra los actos que la 
Comisión Federal de Electricidad emite en la prestación del servicio 
público de energía eléctrica que otorga en exclusiva, procede el recurso 
de revisión previsto en el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo o el juicio de nulidad que prevé el diverso artículo 14, 
fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa; sin perjuicio de la procedencia del juicio de amparo cuando 
se reclamen normas generales95.”  

Se observa que en dicho ejemplo la Comisión Federal de Electricidad funge como 

autoridad al momento de la realización del contrato de prestación de servicio, al 

encuadrarse en ciertos puntos que la alejan del considerarse una persona moral 

privada, como la realización de un contrato mercantil, y por ello la prestación del 

servicio de energía eléctrica suministrada por la paraestatal que presta el servicio 

de energía eléctrica de forma exclusiva es considerado como un acto administrativo, 

y por ello susceptible de ser recurrido ante los Tribunales Federales de Justicia 

Fiscal y Administrativa. Es por esa razón que es necesario identificar cuando puede 

separarse o identificar el carácter de la persona moral oficial y cuando encuadra en 

el sentido de autoridad responsable. Así mismo al encontrar esas diferencias 

también es necesario el identificar los supuestos para que las personas morales 

oficiales puedan acceder al juicio de amparo, según lo establecido en el numeral 

séptimo de la Ley de Amparo. Para ello hay que ser muy conciso en advertir que si 

la persona moral oficial actúa bajo el carácter de autoridad responsable no puede 

acceder al juicio de amparo, ello por la calidad de imperio con la cual pueden actuar 

cuando se les encuadra como autoridad responsable, lo cual no es compatible con 

 
95 Comunicado de prensa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 125/2014. CFE ES 
AUTORIDAD CUANDO EMITE ACTOS RELACIONADOS CON LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
PÚBLICO DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN EXCLUSIVA. Publicado el 27 de agosto de 2014. 
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los principios del juicio de garantías. Un ejemplo de lo anterior se contiene en la 

Contradicción de Tesis 41/2007-SS la cual enuncia: 

“AMPARO DIRECTO. CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVERLO LAS PERSONAS MORALES OFICIALES DEL ESTADO 
DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, CUANDO ACTÚAN COMO 
AUTORIDADES DEMANDADAS EN UN PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR ACTOS RELACIONADOS 
CON EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES A SUS 
SERVIDORES PÚBLICOS. Que los asuntos objeto de las ejecutorias que 
contendieron en dicha contradicción de tesis fueron procedimientos 
administrativos de responsabilidades instaurados por un órgano del 
Estado que actuó con imperio, en que la propia ley le atribuía al órgano 
del Estado las facultades para sancionar y ejecutar sus sanciones, en 
consecuencia, el órgano del Estado acudió a defender la legalidad del 
acto administrativo a través del cual impuso una sanción96”.  

Al analizar dicho texto puede observarse que, para empezar, las personas morales 

de dicha controversia actuaron con imperio, puesto que la propia ley de la materia 

les atribuía dicha facultad de sancionar y ejecutar dichas sanciones, alejándose de 

lo estipulado en el numeral séptimo de la Ley de amparo; ya que para la procedencia 

de este una de las condicionales es que el acto reclamado afecte a los intereses 

patrimoniales de las personas morales oficiales y que estas no se encuentren en 

una relación de supra o subordinación con el Estado. De ello que necesariamente 

deba existir esta semejanza a los particulares, y que dicha afectación se dirija sobre 

bienes o derechos que le pertenezcan, como ya se hizo mención antes, y que sean 

necesarios para llevar a cabo el fin para el que fueron creadas. Es decir que, si por 

algún supuesto donde la persona moral oficial no actúe en calidad de imperio y que 

estando en un estado de subordinación, ante otro ente que actúe con carácter de 

autoridad, vea afectados sus derechos y patrimonio para la realización del fin que 

le fue encomendado puede recurrir al juicio de amparo. Así mismo y analizando la 

Tesis de jurisprudencia 16/2018:  

“PERSONA MORAL OFICIAL. CUANDO ES PARTE DE UN 
PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO, SIEMPRE Y CUANDO DE LA 
RELACIÓN SUBYACENTE NO SE ADVIERTA QUE ACUDE A 

 
96 Contradicción de Tesis 41/2007-Ss. Entre los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
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DEFENDER UN ACTO EMITIDO DENTRO DE LAS FUNCIONES 
PÚBLICAS QUE TIENE ENCOMENDADAS.97” 

Esta dispone que la Ley de Amparo reconoce que existen casos en los que se 

requiere la intervención de la Justicia Federal, a través del juicio de amparo, para 

evitar la imposición arbitraria de actos por ciertas autoridades que transgredan 

derechos de otras autoridades, para lo cual exige dos elementos, el primero la 

existencia de una afectación patrimonial y el segundo que dicha afectación se 

actualice en una relación en la que la autoridad se encuentre en un plano de 

igualdad con los particulares. Por lo tanto, tiene legitimación para promover el juicio, 

siempre y cuando de la relación subyacente no se advierta que acude a defender 

un acto emitido dentro de las funciones públicas que tiene encomendadas. 

Con el análisis previo se observa como la legislación legitima el actuar del Estado 

para defender sus pretensiones ante los particulares, incluso dotándole a estas el 

acceso a medios de defensa como el juicio de amparo. Ello es una muestra de cómo 

el actuar del Estado debe apegarse siempre a derecho para evitar caer en 

conductas arbitrarias o que vulneren la esfera jurídica de los gobernados. Si bien es 

cierto que puede pensarse que el juicio de amparo, por su naturaleza, es solo para 

el acceso a la justicia por parte de los administrados, la jurisprudencia emitida por 

la Suprema Corte de Justicia y su análisis jurisprudencial justifica lo contenido en la 

legislación y da legitimidad a las autoridades administrativas para el acceso de estas 

a la Justicia de la Unión. Analizados los pronunciamientos de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, si bien para el caso específico del presente trabajo la autoridad 

administrativa no podría acceder al juicio de amparo, se justifica que existan medios 

de defensa a sus pretensiones como el recurso de revisión fiscal, debido a las 

características sui generis de este y por lo cual podría definirse a dicho recurso 

como un Juicio de Amparo para autoridades. 

 

El interés jurídico y el interés legítimo dentro del juicio de amparo. 

Con respecto a lo anterior también es necesario aclarar la cuestión del interés 

legítimo e interés jurídico, sobre todo en el Juicio de Amparo que es de donde se 

 
97 Registro digital 2017263, Tesis 1a./J. 16/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 55, junio de 2018, Tomo II, página 875, Décima Época, 22 de junio de 2018.  
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sustenta, puesto que los gobernados, así como las personas morales públicas, 

deben de poseer dichas prerrogativas para que estos puedan acceder a dicho medio 

de defensa. Distinción que también servirá para esclarecer las razones por las 

cuales la autoridad administrativa no pude recurrir al juicio de amparo, y, por ende, 

deba poseer de un recurso exclusivo para la defensa del interés público. Para ello 

hay que remontarnos a su fundamento jurídico, el cual se encuentra en la fracción 

primera del numeral 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual versa de la siguiente manera:  

“El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, 
teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés 
legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado 
viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte 
su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico.98” 

Puede verse que dentro de la Carta Magna se establece como una de las premisas 

fundamentales para la promoción del juicio de amparo que este sea promovido, 

primero por la parte agraviada; con lo cual, el amparo no es un juicio que se inicie 

de manera oficiosa, y debe ser promovido por el quejoso que vea vulnerada su 

esfera jurídica bajo los supuestos solicitados en la Ley de Amparo. Así mismo al ser 

un juicio que solo procede a instancia de parte agraviada sus efectos sólo se verán 

reflejados sobre quien haya sido el promotor del amparo, dotando al mismo de un 

carácter individualista, puesto que la norma en cuestión seguirá teniendo efectos en 

el resto de los gobernados. Siguiendo con dicho análisis se considera como parte 

agraviada a quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo, individual 

o colectivo vulnerado, y cuyo acto reclamado viola los derechos reconocidos por la 

Constitución Federal, y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera 

directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico. Sin embargo, el 

artículo 5º en su fracción I, segundo párrafo, del numeral antes citado establece una 

limitante la cual enuncia “La autoridad pública no podrá invocar interés legítimo.”, 

pues con ello puede vislumbrarse por qué la autoridad administrativa no pueda 

recurrir a dicho juicio. De lo anterior y analizando los principios fundamentales del 

 
98 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 05 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 05 de abril de 2025, artículo 107, fracción 
I. 
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juicio de amparo, es necesario analizar el principio de agravio personal y directo, 

situación que también limita el acceso de la autoridad administrativa al juicio de 

amparo.  

Esto es importante debido a que la persona moral pública, al encontrarse en ese 

estado de indefensión ante otra autoridad del Estado, puede acceder al juicio de 

amparo al establecerse el supuesto solicitado para ello, con lo cual, a pesar de que 

estas personas morales públicas no cuenten con el requisito fundamental del interés 

legítimo, la propia ley los dota de interés jurídico para que estas puedan llevar a 

cabo el fin para el cual fueron constituidas. Lo anterior contrasta con el caso de la 

autoridad administrativa, pues a pesar de que se presupone que esta actúa para 

proteger los intereses nacionales, como nos menciona el catedrático Castrejón 

García:  

“El interés jurídico lo podemos definir como aquel derecho subjetivo 
derivado de la norma jurídica que permite a su titular acudir ante a la 
autoridad competente para reclamar el cumplimiento de un derecho o de 
una obligación a cargo de una persona o del Estado”.99 

Con lo anterior puede observarse que la diferencia principal entre las personas 

morales oficiales y la autoridad administrativa es que la primera está dotada del 

interés jurídico que se establece en el numeral séptimo de la ley de amparo, por el 

contrario, a pesar de que como se hizo mención sobre la búsqueda de la protección 

de los intereses nacionales por parte de la autoridad administrativa; la ley de amparo 

no contempla que esta pueda acceder al juicio de amparo, sin embargo, tal potestad 

se otorga en la Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, para que 

pueda recurrir al recurso de revisión fiscal. 

Ahora bien, para ahondar más en el tema con respecto al tipo de interés que puede 

ser invocado para la tramitación del juicio de amparo, hay que analizar las reformas 

constitucionales realizadas en el año de 2011 correspondientes al juicio de amparo. 

Previo a las reformas constitucionales en materia de amparo llevadas a cabo del 6 

de junio de 2011100, no se preveían las figuras del interés simple o interés legítimo 

 
99 Castrejón García, G. Eduardo, El interés jurídico y legítimo en el sistema de impartición de justicia. 
México, Instituto de investigaciones jurídicas UNAM, 2012, p. 2.  
100 Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Reforman, adicionan y 



83 
 

para la tramitación del juicio de amparo, debido a que al ser un juicio de carácter 

extraordinario debería ser procedente solo cuando se vulnerasen derechos 

humanos o garantías individuales contenidas en la Constitución Federal, esto es, 

como la propia ley lo regula un agravio personal y directo mismo que podía 

encontrar su fundamento legal subjetivo dentro del marco jurídico aplicable. El 

artículo 107 de la carta magna, previo a las reformas constitucionales de 2011, 

versaba en su párrafo primero que: El juicio de amparo se seguirá siempre a 

instancia de parte agraviada. Con lo cual puede verse ese carácter de oficiosidad 

de este, pero, no se establecían los supuestos referentes al tipo de interés a invocar; 

sería posterior a la reforma que se añadirían al primer párrafo antes citado los 

siguientes supuestos:  

“El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, 
teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés 
legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado 
viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte 
su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico”.101 

Con base en lo anterior puede observarse que el legislador añadió la figura del 

interés legítimo previendo supuestos bajo los cuales los sujetos de derecho, ya sea 

de forma individual o colectiva, pudiesen tener alguna vulneración en su esfera 

jurídica lo que a la postre se analizará, pero conocidos como derechos difusos.  

En primer término y analizando la figura del interés jurídico y como versaba en la 

Ley de amparo abrogada de 1936, su artículo 73 fracción V estipulaba que “no 

procedería el juicio de amparo contra actos que no afecten los intereses del quejoso”; con 

lo cual se tenía que probar la vulneración de la esfera jurídica del quejoso y esto 

debía ser cuando los derechos o intereses del gobernado que acudía al juicio de 

amparo, los cuales previamente debían ser objetivos y plenamente titulados por la 

ley, fuesen vulnerados y ello fuese probado fehacientemente; esto es, que un 

derecho humano tutelado contenido en la Constitución Federal fuese vulnerado y 

que ello afectara de manera directa al quejoso, el cual, invocaría ese derecho 

 
derogan diversas disposiciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Publicado en el Diario Oficial de la Federación [DOF], 6 de junio de 2011. 
101 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Fracción reformada y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 06 de junio de 2011. 
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subjetivo contenido en el mismo para que, de esta forma, los juzgadores de amparo 

accedieran a brindar la protección de dichos derechos vulnerados al quejoso. Ahora 

bien, analizando la legitimación que es otorgada dentro del interés jurídico podemos 

encontrar dos vertientes, en primer término, la legitimación a la causa y el segundo 

la legitimación en el proceso. De esta forma, la legitimación en la causa, y como se 

dicta en la contradicción de tesis 166/2018, la cual versa:  

“Esta es la legitimación de quien tiene la titularidad del derecho que se 
cuestiona, siendo esta la persona que la ley considera como 
particularmente idónea para estimular en el caso concreto la función 
jurisdiccional; tal cuestión constituye un aspecto del fondo que debe 
examinarse en la sentencia que será pronunciada en el juicio. Con lo cual, 
se trata de una vinculación existente entre quien invoca un derecho 
sustantivo y el derecho mismo, que hace valer ante los órganos 
jurisdiccionales cuando ese derecho se estima vulnerado o 
reconocido102”.  

De esta forma se puede observar que la legitimación en el proceso dota al sujeto en 

cuestión de la capacidad para recurrir y tener acceso a la función jurisdiccional, 

puesto que una ley dentro del marco normativo vigente lo dota con tal facultad, ya 

sea de manera personal o en representación de otro. Lo importante es que exista 

una ley que otorgue y prevea la protección de un derecho, el cual, al verse 

vulnerado, y pueda ser recurrido por el afectado en el caso del juicio de amparo el 

quejoso, para la defensa, protección o restitución de este.  Por su parte la 

legitimación en el proceso y siguiendo con las definiciones otorgadas por la 

jurisprudencia enuncia lo siguiente:  

“Se trata, de forma general, de un presupuesto procesal que se refiere a 
la capacidad de las partes para ejecutar válidamente actos procesales y, 
por tanto, es condición para la validez formal del juicio103”.  

En este mismo orden de ideas, la profesora Cascante Redín define al derecho en la 

causa como: 

“La condición jurídica en que se halla una persona en relación con el 
derecho que invoca en juicio, ya sea debido a su titularidad o de otras 
circunstancias que justifican su pretensión. A diferencia de la capacidad 
de ser parte y de la capacidad procesal (que son aptitudes intrínsecas y 
generales de las personas), la legitimación en la causa es una condición 

 
102 Registro digital 2018659, Tesis número. 1a./J. 66/2018, Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Primera Sala, 07 de diciembre de 2018.  
103 Tesis de jurisprudencia P./J. 91/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. X, septiembre de 1999, p. 706, registro 193267. 
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extrínseca del sujeto, pues no depende de las aptitudes propias y 
generales de la persona, sino de la vinculación de esta con el litigio 
sometido a proceso. Por lo mismo, es una condición particular que se 
tiene en relación con un proceso determinado”104.  

Al analizar los postulados antes mencionados, la persona moral oficial al poseer 

dicho reconocimiento para ser parte en el juicio de amparo otorgado por la ley 

reglamentaria de la materia en su artículo séptimo cubre los dos supuestos 

necesarios que se requieren para que las personas morales oficiales tengan ese 

interés jurídico y legitimación procesal para ello. De igual manera se esclarece de 

una forma más adecuada la controversia que pudiese suscitarse en cuanto a que 

las personas morales oficiales y su relación con el Estado, sea cual sea esta dentro 

del marco regulatorio de sus funciones, pueda acceder al juicio de amparo como 

una parte más en dicho proceso, lo cual dista de lo previsto para la autoridad 

administrativa, pues esta no posee del interés jurídico reconocido por la norma y 

también carece de legitimación procesal para ello.  

Así mismo, continuando con la legitimación y capacidad procesal como requisitos 

para acceder al juicio de amparo y el por qué dicho medio de defensa no puede 

adecuarse a la autoridad, justificando la existencia del recurso de revisión fiscal, hay 

qué hacer la distinción entre la legitimación procesal activa y pasiva. En primer lugar, 

cuando se hace referencia a la legitimación procesal activa el sujeto en cuestión, 

tiene la facultad para iniciar el proceso. De esta manera cuando el sujeto en cuestión 

se encuentre ante uno de los supuestos previstos dentro de la Ley de Amparo, este 

puede acudir a la promoción de dicho juicio para que de esta forma defender sus 

pretensiones como quejoso dentro del juicio. A su vez, la legitimación procesal 

pasiva, por su parte, consiste en la situación de aquel sujeto de derecho en contra 

del cual se quiere enderezar el proceso siendo en este caso la autoridad que está 

causando un menoscabo a los derechos tutelados por la Ley de Amparo. Es 

necesario mencionar la pronunciación realizada por la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación con respecto a la legitimación procesal activa y pasiva la cual enuncia 

lo siguiente:  

 
104 Cascante Redín, Lorena, “Capacidades y legitimaciones en el proceso civil”, Revista Iuris Dictio, 
Ecuador, núm. 2, 2000, p.154. 
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“Por legitimación procesal activa se entiende la potestad legal para acudir 
al órgano jurisdiccional con la petición de que se inicie la tramitación del 
juicio o de una instancia. A esta legitimación se le conoce con el nombre 
de ad processum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en 
el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerla 
valer, a diferencia de la legitimación ad causam que implica tener la 
titularidad de ese derecho cuestionado en el juicio. La legitimación en el 
proceso se produce cuando la acción es ejercitada en el juicio por aquel 
que tiene aptitud para hacer valer el derecho que se cuestionará, bien 
porque se ostente como titular de ese derecho o bien porque cuente con 
la representación legal de dicho titular105”.  

Lo cual complementa y ayuda a entender mejor el papel procesal de dichas figuras 

puesto que y siguiendo los criterios de la siguiente tesis jurisprudencial:  

“La legitimación en el proceso se produce cuando la acción es ejercitada 
en el juicio por aquel que tiene aptitud para hacer valer el derecho que se 
cuestionará, bien porque se ostente como titular de ese derecho o bien 
porque cuente con la representación legal de dicho titular. La legitimación 
ad procesum es requisito para la procedencia del juicio, mientras que la 
ad causam, lo es para que se pronuncie sentencia favorable106”.  

Pudiendo vislumbrar que la legitimación en el proceso es lo primero que se necesita 

para que el sujeto en cuestión pueda acceder a la maquinaría jurisdiccional, siendo 

necesaria para la procedencia del juicio, y la legitimación en la causa es necesaria 

para que se produzca una sentencia favorable, esto es, una cuestión de fondo 

cuando ya se analizó el contenido del precepto legal el cual se opone o va en contra 

a la Constitución.  

Siguiendo ese orden de ideas, es pertinente hacernos algunas preguntas con 

respecto a identificar tanto el encuadre de derecho objetivo y subjetivo contenidos 

dentro del interés legítimo y jurídico, y como el interés jurídico y legítimo limitan el 

acceso de la autoridad al Juicio de Amparo. Primeramente, al verse negados de 

poder invocar el interés legítimo, las personas morales oficiales deben de demostrar 

la afectación directa de un derecho subjetivo mermado, lo cual lo encuadra dentro 

del interés jurídico puesto que un conjunto de normas, en este caso el numeral 

séptimo de la ley de amparo, dota del derecho objetivo para que se pueda 

manifestar el derecho subjetivo. Sin embargo, caso contrario es el interés legítimo 

 
105 Registro digital 178189, Tesis I.11o.C.133 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época. Febrero de 2003, p. 1407. 
106 Registro digital 196956, Tesis 2a./J. 75/97, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época. Tomo VII, enero de 1998, página 351. 
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donde esta es una afectación indirecta en la cual se deben de acreditar ciertas 

condiciones para que esta sea procedente las cuales son, un interés personal 

afectado, que se suscite una situación especial o una conducta contraria a derecho 

por parte de la autoridad. Es esa afectación indirecta la que no hace viable que las 

personas morales oficiales puedan recurrir a invocar el interés legítimo. Ya que uno 

de los supuestos para la procedencia del juicio de amparo promovido por estos es 

que haya sufrido una afectación a su patrimonio la cual le impida realizar la actividad 

para la cual fue constituida, con lo cual, dicha afectación lo afecta de forma directa, 

además no es una afectación colectiva, puesto que sólo aqueja a la persona moral 

oficial. Esa importancia de separar los supuestos en los cuales la persona moral 

pública puede acceder al juicio de amparo es donde comienza la bifurcación con 

respecto a las personas y el estado inherente de humanos; los cuales 

inherentemente por esa mera calidad acceden a los derechos tutelados en la carta 

magna. Así mismo los derechos humanos tutelados por el ordenamiento jurídico no 

se limitan a los sujetos en la individualidad, puesto que también se puede acceder 

a ellos formando parte de una colectividad o en sociedad. 

Por la razón anterior, estos pueden acceder a la promoción del juicio de amparo 

cuando vean vulnerados esos derechos sociales o colectivos, lo cual encuadra en 

ese interés legítimo o interés difuso, debido a qué no necesariamente vean 

vulnerados sus derechos de forma directa y la afectación sea de manera indirecta, 

con lo cual, alegando tal interés legítimo al no encuadrarse directamente en el 

derecho subjetivo, corresponderá al juzgador realizar la evaluación de tales 

derechos vulnerados y reclamados por una colectividad; como lo podría ser el 

acceso a un medio ambiente sano, por nombrar un ejemplo. Por ello, el juzgador 

fue explícito al excluir a las personas morales oficiales de poder invocar el interés 

legítimo, debido que, si bien es cierto que se le dotó de ciertas cualidades 

intrínsecas del ser humano, como lo sería el derecho a la propiedad, no se le pueden 

atribuir todas las prerrogativas inherentes a la misma, debido a su condición de 

ficción jurídica estatal, por lo cual no es necesario dotar a la misma de ello y tener 

acceso al interés legítimo para que pueda ser actor en controversias que le pudiesen 

afectar de manera indirecta.  



88 
 

El fin de las personas morales oficiales al igual que la autoridad administrativa es el 

de realizar una tarea encomendada por el Estado, sin embargo, 

independientemente del carácter que estas lleguen a tener, no es viable el invocar 

dicho interés legítimo para la defensa de ciertos supuestos que en su calidad de 

ficción jurídica en representación del Estado no le corresponde manifestar; como lo 

sería para los gobernados donde dependiendo el supuesto en que estos vean 

afectada su esfera jurídica si les es posible aducir ese interés legítimo para que la 

justicia de la Unión les otorgue el acceso al juicio de amparo para la defensa de sus 

pretensiones. Ese carácter de equiparación con el ser humano se pierde al seguir 

los lineamientos propios de su ley orgánica o reglamentos, con lo cual carece de 

ese libre albedrio propio del ser humano, en lo individual o colectivo, y debe limitarse 

a la consecución del fin para el que fue creada. El quedar en estado de indefensión 

frente a otra autoridad y con lo cual su patrimonio quede en riesgo y con ello también 

el poder realizar dicha finalidad es una situación en la cual si se necesita que la 

justicia de la Unión se haga presente para velar por tales intereses, sin embargo, en 

el caso de afectaciones indirectas o de este interés difuso no es propicio que las 

personas morales públicas o la autoridad administrativa puedan tener el carácter de 

quejosos ya que la ficción jurídica que representan y con la cual fueron creadas se 

aleja de los derechos humanos intrínsecos a las propias personas, en este caso los 

gobernados, en su individualidad o de manera colectiva. Retomando los supuestos 

bajo los cuales las personas morales oficiales pueden acceder al juicio de amparo, 

y ya analizado el supuesto de una posible afectación patrimonial, también debe de 

tomarse en cuenta el que dicha afectación se actualice en una relación en la que la 

autoridad se encuentre en un plano de igualdad con los particulares.  

 

Procedencia del juicio de amparo en resoluciones favorables para el quejoso y el 

recurso de revisión fiscal. 

Al analizar el recurso de revisión fiscal este nos da los supuestos bajo los 

cuales pueda promoverse, siendo uno de ellos, que el particular allá obtenido una 

resolución favorable, la cual afecte los intereses de la autoridad administrativa. Con 

base en lo anterior es preciso analizar los supuestos de la ley de amparo debido a 
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que, ante el recurso de revisión fiscal promovido por la autoridad administrativa, el 

gobernado puede acudir al juicio de amparo, sin embargo, este no opera de la forma 

tradicional, como sería el caso del Juicio de Amparo directo, debiendo de igual 

manera acudir a la ley supletoria, esto es la Ley de Amparo, para encontrar los 

supuestos bajo los cuales el quejoso puede acudir al amparo ante una sentencia 

favorable. Como enuncia la fracción segunda del numeral 170 de la Ley de Amparo:  

“El juicio de amparo directo procede: Contra sentencias definitivas y 
resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por tribunales de lo 
contencioso administrativo cuando éstas sean favorables al quejoso, para 
el único efecto de hacer valer conceptos de violación en contra de las 
normas generales aplicadas”107.   

Es preciso hacer notar, dentro del párrafo anterior, a qué se refería el legislador con 

“cuando estas sean favorables al quejoso”, debido a que ello, tiende a prestarse en 

un sentido abstracto, sin ser del todo claro, cuando el quejoso obtuvo una sentencia 

favorable, y cuando no, a pesar de obtener un fallo que a priori, pareciese cumplir 

con las pretensiones de este. Con lo cual, para entender lo anterior, nos 

remontaremos a la tesis aislada que se citará a continuación y que enuncia:  

“Ante esa omisión legislativa, es indispensable tener en cuenta que se 
encuentra involucrado el alcance del derecho humano de acceso a la 
justicia, lo cual presupone la necesidad de atender al principio de mayor 
beneficio, en aras de salvaguardar los derechos humanos de los 
gobernados, pues en términos del artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, las autoridades 
de todos los niveles están obligadas a acatar el principio interpretativo pro-
persona, que consiste en realizar la interpretación que más favorezca a 
los derechos humanos de los quejosos, permitiéndoles el mayor acceso 
a la tutela jurisdiccional efectiva; de suerte que el mencionado adjetivo 
"favorables", acorde con una interpretación literal, indiscutiblemente debe 
comprender la solución óptima del total de los derechos y acciones 
deducidas108”. 

Con lo cual los gobernados pueden acudir al juicio de amparo cuando habiendo 

resultado vencedores en el juicio contencioso administrativo y llamados a juicio 

nuevamente por la interposición del recurso de revisión fiscal por parte de la 

 
107 Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de 
octubre de 2025. Artículo 170, fracción II. 
108 Registro digital 2006762, Tesis (III Región) 4o.33 A, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Décima Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, página 1600. 
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autoridad administrativa, puedan defender dicha resolución favorable obtenida 

previamente. Sin embargo, es pertinente analizar la naturaleza de dicho amparo, 

puesto que, la antes citada fracción segunda del artículo 170 pero en su párrafo II 

enuncia:   

“En estos casos, el juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone 
y se admite el recurso de revisión en materia contencioso-administrativa, 
el cual está previsto por el artículo 104 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El tribunal colegiado de circuito resolverá 
primero lo relativo al recurso de revisión contencioso-administrativa, y 
únicamente en el caso de que éste sea considerado procedente y 
fundado, se avocará al estudio de las cuestiones de constitucionalidad 
planteadas en el juicio de amparo”109.  

Con lo que puede vislumbrarse que dicha fracción fue adicionada a la Ley de 

Amparo como complemento a la existencia del Recurso de Revisión Fiscal, 

contenido en La Ley Federal De Procedimiento Contencioso Administrativo, pues 

como se expone líneas atrás, dicho juicio se tramitará únicamente si la autoridad 

interpone el recurso de revisión fiscal, y este es admitido por el Tribunal Colegiado 

de Circuito correspondiente.  Lo anterior debido a que este amparo está 

subordinado a la existencia y admisión del recurso de revisión fiscal, y de igual 

manera, si este es rechazado o si la autoridad administrativa no recurre a este dicho 

amparo no tiene un sustento jurídico que avale su existencia110. Sin embargo, la 

validez de la fracción segunda del artículo 170, no pasó inadvertida para la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, causando opiniones divididas en cuanto a la 

Constitucionalidad del controvertido “resoluciones que sean favorables al quejoso”.  

Con lo anterior se discutió la legalidad de la fracción II del numeral 170 de la Ley de 

Amparo, puesto que en el Amparo Directo en Revisión 2686/2014, el razonamiento 

de la Ministra Ponente Margarita Beatriz Luna Ramos, fue el de que, el no admitir el 

amparo directo en contra de una sentencia dictada por un Tribunal de lo 

 
109 Ibid. 
110 En estos casos, el juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone y se admite el recurso 
de revisión en materia contencioso administrativa prevista por el artículo 104 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. El tribunal colegiado de circuito resolverá primero lo 
relativo al recurso de revisión contencioso-administrativa, y únicamente en el caso de que éste sea 
considerado procedente y fundado, se avocará al estudio de las cuestiones de constitucionalidad 
planteadas en el juicio de amparo. Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Última reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 16 de octubre de 2025. Artículo 170, fracción II. 
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Contencioso Administrativo favorable al quejoso, viola el principio de acceso a la 

justicia. Extracto del razonamiento de dicho amparo que cito a continuación: 

“El asunto fue presentado por la Ministra Ponente a los señores Ministros 
de la Segunda Sala para su discusión, en sesión de diez de septiembre 
del año en cita, y en él se estableció que era de suma importancia 
determinar el alcance del artículo 170, fracción II de la Ley de Amparo 
impugnado por la parte quejosa, y analizar cada uno de los requisitos 
establecidos en el mismo, a la luz del principio de acceso a la justicia, 
contenido en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Federal. 

El juicio de amparo directo procede contra sentencias definitivas y 
resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por tribunales de lo 
contencioso administrativo cuando éstas sean favorables al 
quejoso, para el único efecto de hacer valer conceptos de violación 
en contra de las normas generales aplicadas.  

En primer lugar, se evidenció que, conforme a la interpretación realizada 
por el órgano colegiado del numeral impugnado, en el caso de la 
existencia de una resolución favorable para el actor, el juicio de garantías 
procede sólo si se hicieron valer conceptos de violación contra normas 
generales aplicadas, argumento que fue combatido por la parte quejosa 
en el recurso de revisión. 

Derivado de lo anterior, se señaló por la Sala que, la condición de una 
“sentencia favorable”, se agota cuando el actor que comparezca como 
quejoso haya obtenido, por cualquier causa, la nulidad reclamada para 
que la demanda de amparo que promueva derive en las consecuencias 
previstas en el numeral refutado, sin que al momento de su aplicación 
deba verificarse el grado en que se benefició el actor, pues eso sólo podría 
valorarse cuando se resolvieran las cuestiones constitucionales alegadas.  

Lo que apuntó hacia la conclusión de que, si bien la declaración de nulidad 
en el juicio contencioso administrativo implica un fallo en beneficio del 
actor, por el contrario, eso no significa necesariamente que ese 
pronunciamiento satisfaga en forma integral sus pretensiones.  

Como resultado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, concluyó que, la restricción que sólo permite a los actores de una 
sentencia conveniente, demandar el amparo sólo cuando se examinen 
cuestiones exclusivamente de constitucionalidad de normas generales 
aplicadas por los tribunales en comento, es contrario al principio de 
acceso a la justicia, pues no existe justificación para que el medio de 
defensa quede al margen de la propuesta de un examen de regularidad 
constitucional, dado que crea un estado de indefensión.   

El juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone y se 
admite el recurso de revisión en materia contencioso administrativa 
prevista por el artículo 104 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

En relación con la tramitación del amparo solamente si coexiste un 
recurso de revisión promovido por la parte contraria, se señaló que, tal 
requisito condiciona la procedencia del amparo directo a la contraparte, 
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pues tiene la decisión libre de interponer o no la revisión, y ello se traduce 
en otro obstáculo injustificado para la defensa de los derechos humanos 
del actor.  

Asimismo, se agregó que, la norma impugnada produce incertidumbre al 
quejoso respecto de si tiene o no sentido preparar y presentar su amparo, 
pues si el opuesto no formula su recurso de revisión, la autoridad podría 
terminar la continuación del medio ordinario de impugnación conferido, y 
el desinterés procesal de la parte en comento afectaría la esfera jurídica 
del actor.  

Solamente se realizará el estudio de los planteamientos 
constitucionales vertidos en la demanda de amparo, si el recurso de 
revisión es procedente y fundado  

En esa tesitura, se determinó que el tercer requisito entorpece no sólo el 
ejercicio de la acción constitucional, sino también la actividad de los 
jueces, pues dispone que el Tribunal Colegiado primero revise el recurso 
contencioso administrativo referido y sólo en el caso de que proceda y sea 
fundado, examine de forma secuencial las cuestiones de 
constitucionalidad planteadas en el juicio de amparo.  

Se concluyó que, tal imposición de estudio distorsiona la potestad de los 
Tribunales Colegiados para ejercer su arbitrio judicial, porque omite la 
posibilidad de que procedan conforme al orden que consideren pertinente.  

Así, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por 
mayoría de tres votos de los señores Ministros: Margarita Beatriz Luna 
Ramos, Sergio A. Valls Hernández y Luis María Aguilar Morales, con 
voto en contra de los señores Ministros José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán, determinó que el artículo 170, fracción II, 
de la Ley de Amparo, transgrede el segundo párrafo del numeral 17 de la 
Constitución Federal y ordenó revocar la sentencia recurrida para que el 
Tribunal Colegiado dejara de aplicar el artículo combatido y analizara los 
conceptos de anulación, pues de declararse fundados, podrían haber 
beneficiado a la parte actora de forma integral. 111".  

Puede observarse que el criterio contenido dentro del amparo directo en revisión, 

contempla varios puntos a destacar, como lo serían el que no necesariamente el 

hecho de haber obtenido una sentencia favorable, cumplía con las pretensiones del 

quejoso, cuestión que no se aborda al momento de que los Tribunales Colegiados 

de Circuito admiten el recurso de revisión fiscal de la autoridad administrativa, 

acotando a que el quejoso formule su demanda de amparo con base en 

pronunciarse bajo los supuestos del artículo 170 fracción II de la ley de amparo, sin 

 
111 Amparo Directo en Revisión 02686/2014-00, NO ADMITIR EL AMPARO DIRECTO EN CONTRA 
DE UNA SENTENCIA DICTADA POR UN TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FAVORABLE AL QUEJOSO, VIOLA EL PRINCIPIO DE ACCESO A LA JUSTICIA, Instancia 
Segunda Sala, ministro Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos, Fecha de Resolución Miércoles, 09 
de octubre de 2014 - 12:00. 
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poder alegar cuestiones de Constitucionalidad, además, de que el quejoso, que ya 

obtuvo una sentencia favorable, deba esperar a que la autoridad administrativa 

trámite el recurso de revisión fiscal, puesto que, de no ser así no tiene caso preparar 

el respectivo juicio de amparo, debido a que el recurso de revisión fiscal admitido 

por los Tribunales Colegiados de Circuito da nacimiento a la figura del amparo 

contenida en el numeral previamente enunciado, con lo cual, a palabras de la 

Ministra Ponente, se entorpece la el ejercicio de la acción constitucional, puesto 

que, primero debe de admitirse dicho recurso de revisión fiscal, para que 

posteriormente los mismos Tribunales Colegiados de Circuito revisen el amparo 

promovido por el quejoso. Un actuar a título personal redundante, debido a que 

como ya se hizo mención se limita al gobernado a esperar una respuesta por parte 

de la autoridad administrativa en un juicio donde ya obtuvo una resolución favorable, 

y el juicio de amparo al que pueda acudir se vea limitado.   

Así mismo es pertinente complementar el concepto de “resolución favorable” 

contenido en el artículo objeto del párrafo anterior, puesto que, con ello el legislador 

no buscaba una mayor carga procesal para el gobernado, sino que, al contrario, se 

planteaba que este pudiera robustecer sus argumentos a pesar de haber obtenido 

una resolución favorable en el juicio contencioso administrativo, sin embargo, ello 

no pasó inadvertido por los gobernados, debido a que al no establecer con claridad 

una justificación que abarcara la definición de “resolución favorable”, ella fue 

objetada por los quejosos, debido a que como se ha hecho mención, el amparo 

contra leyes es procedente únicamente cuando la autoridad administrativa haya 

promovido el recurso de revisión fiscal, lo cual al inicio, generó una serie de criterios 

en contra de dicha fracción de la ley de amparo, como el amparo antes mencionado, 

empero, a pesar de ello, como menciona el ex Ministro Pérez Dayán, y cito a 

continuación:  

“Los expedientes respectivos generaron la emisión de criterios en los que 
la Segunda Sala de la Suprema Corte estableció la inconstitucionalidad 
del precepto, bajo el razonamiento de que contiene una restricción que no 
encuentra justificación alguna para proscribir en forma absoluta la 
posibilidad de someter a control constitucional alguna porción de la 
sentencia favorable dictada en sede contencioso administrativa, o bien 
señalar su posible falta de exhaustividad, lo que se estimó equivalía a una 
denegación de justicia contraria al principio de acceso a la justicia tutelada 
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por el segundo párrafo del artículo 17 constitucional. Sin embargo, una 
nueva reflexión condujo a la Sala a emitir jurisprudencia expresando el 
concepto de resolución favorable bajo la lógica de la nueva Ley de 
Amparo, concluyendo, por tanto, que la fracción II del artículo 170 respeta 
el derecho de acceso a la justicia, interpretación que da un fin práctico a 
la figura, y con ella se logra la debida aplicación de la disposición, sobre 
todo si se considera que tiene como fin atender uno de los objetivos de la 
reforma constitucional en materia de amparo, que es la de evitar la 
tramitación innecesaria de juicios”112. 

Visto lo anterior se observa que, a pesar de que al inicio la figura fue controvertida 

e incluso la Suprema Corte, afirmaba que dicho artículo iba en contra de los 

preceptos constitucionales, en específico del numeral 17 de la Carta Magna, 

posteriormente este encontró validación de la misma Corte, puesto que, para evitar 

una excesiva tramitación de juicios de amparo, se optó por legitimar la fracción II 

del artículo 170 de la ley de amparo. A pesar de que el concepto “resolución 

favorable” carecía de una definición clara que otorgara al particular certeza jurídica, 

esta encontró sustento jurisprudencial, con lo cual se establecía que esta no limitaba 

el acceso a la justicia por parte del administrado.  

“En efecto, en la jurisprudencia 2a./J. 121/2015 (10a.)10 se determinó que 
el concepto de resolución favorable supone el dictado de una sentencia 
de un tribunal contencioso administrativo que resuelva de manera 
absoluta la pretensión de la parte actora y que le otorgue el máximo 
beneficio sin posibilidad de una afectación posterior, con independencia 
del tipo de nulidad declarada; es, entonces, una sentencia que implica que 
el acto originalmente impugnado sea irrepetible al proscribir toda 
circunstancia que provoque que la autoridad pueda emitir un nuevo acto 
en el mismo sentido que el declarado nulo, o que se ha concedido el 
derecho desconocido en forma total, en tanto que el vicio que dio lugar a 
tal declaratoria no puede ser subsanado, o no hay impedimento alguno ya 
para negar lo solicitado”113. 

Como enuncia el exministro Pérez Dayán, los posteriores pronunciamientos de la 

corte con respecto a la legalidad del concepto “resolución favorable”, confirmaban 

que los administrados con dicha resolución favorable ya han obtenido las 

pretensiones solicitadas, impidiendo que estos obtengan un beneficio mayor, por lo 

tanto, al promover el juicio de amparo contra leyes, no se abordan las cuestiones 

que fueron materia del juicio original, debido a que este ya obtuvo las pretensiones 

 
112 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Herrera, Alonso (Coordinadores), El juicio de amparo en el 
centenario de la Constitución mexicana de 1917, tomo I, México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas UNAM, 2017, p. 572. 
113 Ibid. 
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solicitadas. Por ende, el quejoso debe abordar meramente cuestiones de legalidad, 

y no de constitucionalidad, de las normas generales aplicadas. Con lo cual, la 

Suprema Corte sostenía la postura con respecto a que dicho artículo de la Ley de 

Amparo no limitaba el derecho del acceso a la justicia, con base en el artículo 17 

constitucional, y que este podía acudir al amparo contra leyes, si la autoridad 

administrativa tramitaba el recurso de revisión fiscal. 

Visto lo anterior puede apreciarse que el artículo 170 de la Ley de Amparo 

proporciona al quejoso dos vías por las cuales acudir al juicio de amparo, 

dependiendo de las pretensiones de este, y que no necesariamente debe esperar a 

que la autoridad administrativa acuda a la promoción del recurso de revisión fiscal, 

puesto que, como se menciona en el criterio anterior, si el quejoso se encuentra 

ante una resolución contraria a sus intereses o parcialmente favorable puede acudir 

al juicio de amparo en términos del artículo 170 fracción I, con lo cual al hacerlo 

podría obtener una mejor resolución, y de darse el caso de que sea bajo los 

supuestos del artículo 170 fracción II, el gobernado de igual manera puede 

robustecer sus pretensiones y por ende obtener un mejor resultado de acudir al 

juicio de amparo ante el recurso de revisión fiscal promovido por la autoridad 

administrativa. Teniendo en ambos casos, como se hace mención en los criterios 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación anteriormente citados, la oportunidad 

de acudir a los Tribunales de la Unión para hacer válido su derecho de acceso a la 

justicia.  Ahora bien, la consejera Rosa Elena González Tirado, hace una distinción 

con respecto a cuándo y en qué supuestos debe acudir el quejoso al Juicio de 

Amparo del artículo 170, dividiendo los supuestos en:  

“Entonces, a partir de que la autoridad administrativa hubiere promovido 
un juicio de lesividad, la resolución o sentencia que se dicte puede darse 
en tres sentidos: 

a) aquella que determina la improcedencia y/o sobreseimiento del juicio; 

b) aquella que reconoce la validez de ese acto, y  

c) aquella que declara la nulidad del acto favorable al particular. 

En los dos primeros supuestos, esto es, si se sobresee en el juicio o se 
reconoce la validez de la resolución favorable al particular cuya nulidad se 
demandó, este último, demandado en el juicio natural, solo podrá acudir 
al juicio de amparo directo, en términos de la fracción II del artículo 170 
de la Ley de Amparo, si la autoridad interpone el recurso de revisión fiscal 
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y fuese admitido acorde a los supuestos ya señalados (en el caso de que 
se declare la nulidad, evidentemente se estará en el supuesto de la 
fracción I del artículo 170). 

A propósito de este término de “resolución favorable”, el Tribunal Pleno 
ha estimado que, en caso de que exista duda sobre si la resolución es o 
no favorable a la parte quejosa, se debe considerar lo dispuesto en el 
artículo 1 de la Constitución Federal para realizar la interpretación más 
benéfica y, por tanto, ante esa incertidumbre deberá darse trámite a la 
demanda de amparo114”. 

Puede apreciarse, que el quejoso no está limitado para la tramitación del Juicio de 

Amparo, y que, a pesar de que pareciese una carga procesal extra para el 

gobernado, este no está limitado o acotado en su actuar, puesto que, si la autoridad 

administrativa promueve el recurso de revisión fiscal, dependiendo de los supuestos 

antes citados, el quejoso puede acudir a la promoción del Juicio de Amparo, sin 

embargo; si bien el quejoso no está limitado en su actuar al momento de poder 

acudir al amparo, el Tribunal Colegiado de Circuito si estará limitado conforme a la 

manera de evaluar la controversia en cuestión, puesto que primero debe de analizar 

el recurso de revisión fiscal, y posteriormente el amparo del quejoso, lo cual bajo 

una consideración personal, sigue dejando al gobernado a expensas de lo que pase 

en el recurso de revisión fiscal, esto es, que la autoridad si tramite dicho recurso, 

que este sea procedente o no, y que el Tribunal Colegiado de Circuito decida y 

conozca primero de dicho recurso para posteriormente analizar el amparo del 

particular. 

Al establecer tales peculiaridades, incluso pareciese que el juicio de amparo en los 

términos del artículo 170, fracción II, se ajusta más a una especie de amparo 

adhesivo al recurso de revisión fiscal, pues como se mencionó, la existencia de este 

queda condicionada a la promoción del recurso de revisión fiscal por parte de la 

autoridad administrativa, y al haber obtenido una resolución favorable por parte del 

Tribunal de Justicia administrativa correspondiente, el quejoso deba como en el 

amparo adhesivo, fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo definitivo 

obtenido en el juicio contencioso administrativo previo. Para ahondar en la 

comparativa se cita el artículo 182 de la ley de amparo el cual versa:  

 
114 González Tirado, Rosa Elena, El amparo directo en México. Origen, evolución y desafíos, México, 
Instituto de Investigaciones jurídicas, UNAM, 2021, p. 408. 
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“El amparo adhesivo únicamente procederá en los casos siguientes: I. 
Cuando el adherente trate de fortalecer las consideraciones vertidas en el 
fallo definitivo, a fin de no quedar indefenso; y II. Cuando existan 
violaciones al procedimiento que pudieran afectar las defensas del 
adherente, trascendiendo al resultado del fallo”115.  

Como puede observarse que el adherente que recurra al amparo adhesivo, puede 

robustecer sus pretensiones, pues las consideraciones que pueda presentar en su 

demanda de amparo no están limitadas a cuestiones de inconstitucionalidad, y que 

puede objetar fallos en el procedimiento que le afecten y que puedan trascender en 

el resultado del fallo, cuestión que tampoco puede ser objetada por el quejoso del 

numeral 170 fracción II, siendo necesario hacerlo entonces en términos de la 

fracción I de dicho numeral. De igual manera vislumbrando las características del 

amparo en cuestión también es equiparable al recurso de revisión previsto en el 

artículo 81 de la ley de amparo, pues, como versa en el segundo inciso del artículo 

en cuestión el cual cito a continuación dicho recurso de revisión en materia de 

amparo directo solamente será procedente: 

“En contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de 
normas generales que establezcan la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u 
omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, 
siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 
asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de 
derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las 
cuestiones propiamente constitucionales sin poder comprender otras”116.  

Puede observarse que en ambos supuestos el punto central para la procedencia 

son cuestiones de constitucionalidad de las normas generales, esto, debido a la 

peculiaridad de los asuntos en controversia tales medios de defensa poseen 

características “sui generis”, sin embargo, a diferencia del juicio de amparo del 

artículo 170 fracción segunda, el recurso de revisión es un recurso per se, y no un 

juicio como tal, por lo cual, que se establezcan condiciones tan específicas para 

recurrir al mismo es parte esencial de su constitución debido a que su existencia 

está condicionada a que en el juicio de amparo que de origen al asunto en 

controversia ocurra algún supuesto de suma importancia o relevancia, que sea 

 
115 Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de 
octubre de 2025. Artículo 182. 
116 Ídem., artículo 81. 
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necesario el análisis del mismo por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A su 

vez en el recurso de revisión fiscal se encuentran los supuestos específicos que dan 

procedencia al mismo, y que, de igual manera, por sus características de una 

posible afectación patrimonial al Estado lo dotan de la relevancia necesaria, a 

consideración de los legisladores, para que la autoridad administrativa pueda utilizar 

dicho recurso para la defensa de los intereses del Estado al cual representa. Así 

puede vislumbrarse que debido a las características especiales de los asuntos 

controvertidos sea necesario, que tanto el recurso de revisión fiscal propio de la 

autoridad administrativa, y el juicio de amparo como medio de defensa del 

administrado, posean dichas características tan particulares. Sin embargo, por tales 

características sui generis, pareciera incorrecto que se utilice la figura del juicio de 

amparo como medio de defensa del administrado, puesto que como se analizó 

párrafos atrás, este cuenta con limitantes para este y se acerca más a otro recurso 

que a un amparo propiamente dicho, refiriéndonos a la fracción II del numeral 170 

de la ley de amparo. Por lo anterior, es pertinente analizar la naturaleza del Juicio 

de Amparo, y cuestionarse si es adecuado que tal figura se encuentre condicionada 

a las pautas contenidas en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. Para ello citaré a continuación la definición otorgada 

por el profesor Raúl Chávez Castillo la cual versa: 

“El amparo es un juicio constitucional extraordinario que se inicia por la 
acción que ejercita cualquier persona en lo individual o colectivamente 
ante los Tribunales de la Federación en contra de normas generales, 
actos de autoridad o de particulares en los casos expresamente 
señalados en la ley, cuando considere que han violado sus derechos 
humanos y/o garantías individuales establecidas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los tratados 
internacionales de los que el estado mexicano sea parte, teniendo por 
objeto la declaración de inconstitucionalidad de esos actos o normas 
generales, invalidándose o nulificando se con relación a quien lo 
promueve, restituyéndolo en pleno goce de sus derechos y/o garantías, 
que han sido violadas y en caso de que se interponga en contra de actos 
de autoridades administrativas podrá beneficiar, incluso a quien no ha 
promovido el amparo, sin perjuicio de la declaración general de 
inconstitucionalidad en los términos que fije la ley”117.  

 
117 Chávez Castillo, Raúl, Nuevo Juicio de Amparo, México, Porrúa, 2019, p. 33. 
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Como puede observarse el amparo es un juicio independiente a la controversia que 

de origen a su promoción, puesto que este es conocido por un órgano diferente de 

quien dictó el acto, como podría ser los recursos horizontales o verticales, este 

último donde es el superior jerárquico el encargado de conocer del acto en cuestión; 

por su parte el Juicio de amparo debe ser resuelto por los Jueces de Distrito o por 

los Tribunales Colegiados de Circuito correspondientes, siendo de conocimiento 

exclusivo de los órganos antes mencionados, con las excepciones de supuestos 

donde la Suprema Corte de Justicia de la Nación con su facultad de atracción 

conozca de los asuntos que por su importancia o trascendencia deban ser de su 

conocimiento como el máximo órgano en temas de controversias constitucionales. 

Así mismo a diferencia de los recursos que pueden ser por cuestiones diversas 

dentro del marco legal de la normativa general, el juicio de amparo solamente 

procede en cuanto a asuntos de carácter controversial que recaigan sobre temas 

de constitucionalidad de la norma en cuestión. Por lo anterior es que no puede 

conocer de este medio de defensa Constitucional el superior jerárquico, en el caso 

de la materia administrativa, de la autoridad que emitió el acto controvertido, puesto 

que tales cuestiones de carácter constitucional son de conocimiento único de los 

órganos antes mencionados. Así mismo a diferencia de los recursos que pudieran 

ser medios de defensa ordinarios, el juicio de amparo es de carácter extraordinario 

y deben agotarse los medios que otorgue la ley ordinaria para poder recurrir a este. 

De igual manera este es un juicio nuevo que parte de la decisión que se ha tomado 

del acto original controvertido y que da origen a las violaciones de carácter 

constitucional que le permiten al gobernado de acudir al juicio de amparo para 

invalidar o nulificar el acto controvertido restituyéndolo en pleno goce de sus 

derechos; cosa distinta en los recursos donde, en materia administrativa, se busca 

la revisión del acto administrativo controvertido, esto es, que la autoridad que emitió 

el acto o su superior jerárquico revisen dicho acto y en su caso lo declaren nulo. Sin 

embargo, la revisión del acto administrativo no da origen a un juicio nuevo, pues es 

el mismo acto en cuestión el objeto de la revisión. 

Con base en lo anterior se puede vislumbrar que la naturaleza del recurso de 

revisión fiscal por sus características sui generis es más parecido a un juicio de 
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amparo para autoridades, pues con este se busca la defensa de las pretensiones 

patrimoniales de estas, y el medio de defensa con el que cuentan los administrados 

es más parecido a un recurso accesorio que un verdadero amparo. Para sustentar 

la idea anterior y compartiendo el punto de vista del doctor Arturo Hernández el cual 

expone lo siguiente con respecto al recurso de revisión fiscal:  

“Y esta revisión fiscal, aun cuando es considerada como un recurso y que 
debe sustanciarse como la revisión que se promueve contra la sentencia 
dictada por un juez de distrito en amparo indirecto, en el caso, el fallo 
emitido por el Tribunal Colegiado de Circuito al calificar dicha revisión 
fiscal tiene el alcance de un juicio de amparo directo, pues en ella se 
pueden hacer valer tanto de violaciones procesales, como formales y de 
fondo, por parte de la autoridad recurrente en contra del tribunal 

administrativo”118. 

Con lo cual es curioso como el recurso de revisión fiscal adopta una postura similar 

a la del juicio de amparo, y el juicio de amparo al que puede tener acceso el 

administrado posee las características de un recurso, con la distinción de que al 

administrado se le aplica la carga de buscar argumentos que, dentro de una 

resolución favorable obtenida por este, sean contrarios a la Constitución. Es por lo 

anterior que, debido a las características del recurso de revisión fiscal, sería 

pertinente preguntarse si, en primer lugar, es correcto que el conocimiento de dicho 

recurso sea por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito, o si sería más 

adecuado que fuese la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

quien conociese del recurso de revisión fiscal. Situación que sería más adecuada 

debido a que el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, no aborda cuestiones de Constitucionalidad. Así mismo, para el 

gobernado podría tener la opción de tramitar la revisión fiscal adhesiva, o de acudir 

al Juicio de Amparo, sin que primero se deba conocer la suerte del recurso de 

revisión fiscal, como ocurre actualmente al ser de conocimiento de los Tribunales 

Colegiados de Circuito. Lo cual otorgaría al juicio de amparo su carácter de Juicio 

independiente, sin que deba estar condicionado a la existencia del recurso de 

revisión fiscal promovido por la autoridad administrativa, como ocurre actualmente.  

  

 
118 Segovia Hernández, Arturo, El amparo adhesivo, México, Editorial Porrúa, 2014, p. 77. 
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CAPÍTULO IV. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA Y EL 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. 

 

Exposición de motivos a la Ley de Justicia Fiscal. 

 

Como se mencionó en los capítulos anteriores del presente trabajo, para que 

la justicia administrativa en México pudiera tener sus propios Tribunales 

independientes del Poder Judicial, se tuvo que pasar por un proceso que llevó 

tiempo en su implementación, debido a la herencia jurídica en el marco normativo 

nacional. Sin embargo, con la influencia del Consejo de Estado Francés y la 

practicidad que resultaría de implementar un modelo similar en México, fue que se 

optó por instaurar la figura de dichos Tribunales en el sistema jurídico nacional. Lo 

anterior no estuvo ausente de controversias puesto qué algunos juristas creían que 

la existencia de dicho Tribunal era contraria al texto del artículo 49 de la Constitución 

Federal, la cual prohíbe la reunión de dos o más poderes en un solo órgano, fuera 

de los casos expresamente previstos por la propia Constitución.  

“El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial. No podrán reunirse dos o más de estos 
Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo 
en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo 
de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, 
salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán 
facultades extraordinarias para legislar”119. 

Sin embargo, la Suprema Corte nunca puso en duda la constitucionalidad del 

Tribunal, por lo que, en la exposición de motivos a la Ley de Justicia Fiscal publicada 

el 27 de agosto de 1936, se versaba lo siguiente:  

“El Tribunal Fiscal de Federación estará colocado dentro del marco del 
Poder Ejecutivo (lo que no implica ataque al principio constitucional de la 
separación de poderes, puesto que precisamente para salvaguardarlo 
surgieron en Francia los Tribunales Administrativos); pero no estará sujeto 
a la dependencia de ninguna autoridad de las que integran ese poder, 
sino que fallara en representación del propio Ejecutivo por delegación de 
facultades que la ley le hace. En otras palabras: será un Tribunal 
Administrativo de justicia delegada, no de justicia retenida. Ni el 
presidente de la República ni ninguna otra autoridad administrativa, 
tendrán intervención alguna en los procedimientos o en las resoluciones 

 
119 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 05 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 05 de abril de 2025, artículo 49. 
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del Tribunal. Se consagrará así, con toda precisión, la autonomía orgánica 
del cuerpo que se crea; pues el Ejecutivo piensa que cuando esa 
autonomía no se otorga de manera franca y amplia, no puede hablarse 
propiamente de una justicia administrativa120.     

De esta manera se justificaba la existencia de dichos Tribunales, y se explicaba que 

estos no iban en contra del principio de separación de poderes, puesto que con su 

creación no se buscaba limitar o irrumpir la competencia del Poder Judicial, sino al 

contrario, con la creación de un Tribunal dedicado exclusivamente para conocer y 

resolver los asuntos en materia administrativa, se aliviaría la carga de trabajo de los 

Tribunales pertenecientes al Poder Judicial, y al ser asuntos cuya naturaleza está 

ligada directamente con el Poder Ejecutivo, la implementación de estos Tribunales 

especializados en la materia serviría para tener un mejor acceso a la justicia por 

parte de los administrados.  Así mismo se dejaba claro que no había un conflicto de 

separación de poderes, pues, a pesar de que los Tribunales administrativos no 

estarían sujetos directamente al Poder Ejecutivo, sino que este delegaría dicha 

competencia para actuar de manera autónoma, sin la injerencia directa del ejecutivo 

o de alguna autoridad administrativa, debido a que dicha competencia era delegada 

y no retenida, con lo cual, la actuación de los Tribunales en materia administrativa 

estaría desligada de estos. Aunado a lo anterior, y como una justificación que 

afianzara la separación de poderes y la plena autonomía del Poder Judicial de la 

Federación, serían los Tribunales Colegiados de Circuito, los órganos encargados 

de dirimir, las controversias que se suscitaran entre el administrado y la autoridad 

administrativa, siendo una de las razones por las cuales el recurso de revisión fiscal, 

sea del conocimiento de dichos órganos operantes bajo la esfera del Poder Judicial 

de la Federación. 

Continuando con el análisis de la exposición de motivos a la Ley de Justicia Fiscal, 

también se buscaba dar legitimación al papel del Poder Judicial dentro de este 

modelo de justicia administrativa, pues si bien, los fallos y sentencias que dictara el 

Tribunal de Justicia Administrativa serían autónomos e independientes al Poder 

Judicial, este podría tener conocimiento de asuntos en materia administrativa si los 

 
120 Carrillo Flores, Antonio, Estudios de derecho administrativo y constitucional, México, Instituto de 
Investigaciones jurídicas UNAM, 1987, p, 192. 
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administrados acudían al Juicio de Amparo, como se hizo mención en el párrafo 

anterior, sin embargo, ello no significaría una subordinación hacia el Poder Judicial, 

como se hace mención y cito en la exposición de motivos a la Ley de Justicia Fiscal:  

“A este respecto conviene recordar que, en una tendencia respetable de 
la doctrina constitucional mexicana, es el juicio de amparo la única vía 
para la intervención de la autoridad judicial en asuntos administrativos, 
por lo que, mientras que el amparo se respete, no será herido el 
sistema”121. 

De esta manera se observa como una de las preocupaciones que se tenía, con 

respecto a la invasión de facultades entre poderes, se disipaba, debido a que 

existiría una especie de competencia concurrente, puesto que el administrado 

contaría con la herramienta de defensa de sus derechos humanos más importante, 

la cual es el Juicio de Amparo, para poder acudir a este si viese afectado algún 

derecho en cuestión dentro de su esfera jurídica, y correspondería a los Tribunales 

Colegiados de Circuito o Jueces de Distrito correspondientes el atender y tener 

conocimiento de dicho medio de defensa del administrado. Así mismo, los 

Tribunales del Poder Judicial al tener conocimiento de dichos asuntos en materia 

administrativa, no vulneran la autonomía de los Tribunales de Justicia 

Administrativa, pues en el juicio de amparo no se analizan cuestiones con respecto 

a cómo fue que dichos Tribunales llegaron a dicho resultado en su fallo, y se 

enfocarían en cuestiones de constitucionalidad con respecto a si hubo o no 

vulneraciones a los derechos humanos del quejoso. De esta forma, los Tribunales 

de Justicia Administrativa tendrían autonomía en el cumplimiento de su labor y sus 

fallos y sentencias serían respetados por el Poder Judicial, y de la misma forma, si 

hubiese cuestiones con respecto a violaciones de derechos humanos, y, por ende, 

la controversia suscitada con respecto a cuestiones de constitucionalidad en alguno 

de dichos fallos y sentencias podría ser recurrida a través del Juicio de Amparo, y 

ser de conocimiento del Poder Judicial, así como también las autoridades 

administrativas podrían tener acceso a la Justicia de los Tribunales del Poder 

Judicial a través del recurso de revisión fiscal.  

“No obstante; el artículo 104 fracción I-B Constitucional establece la 
competencia de los Tribunales de la Federación para conocer de los 
recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas 

 
121 Ídem., p. 191. 
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de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, disponiendo el 
numeral que nos ocupa, que los recursos de revisión serán resueltos por 
los Tribunales Colegiados de Circuito y se sujetarán al trámite de la 
revisión en amparo indirecto, lo que implica que la justicia administrativa 
es susceptible de ser revisada por los tribunales integrantes del Poder 
Judicial”122. 

De esta manera al superarse el tema del conflicto entre los poderes de la Unión, 

puesto que los Tribunales en materia administrativa decidirían la suerte de los 

asuntos en materia administrativa, de las leyes ordinarias en la materia, y los 

Tribunales Colegiados de Circuito seguirían teniendo conocimiento del juicio de 

amparo, en caso de que el administrado recurriese a este medio de defensa, con lo 

se buscaba dotar de constitucionalidad la autonomía de los Tribunales de Justicia 

Administrativa, para que estos pudiesen operar de la misma manera que los 

Tribunales del Poder Judicial.  

“La autonomía del Tribunal debe complementarse con garantías para los 
magistrados que lo integren. Para tal efecto, se ha adoptado el mismo 
estatuto que las leyes constitucionales señalan para los miembros del 
Poder Judicial de la Federación. Dentro de estas ideas se establece la 
ratificación del Senado, tanto para el nombramiento como para la 
remoción de los magistrados, invocándose la fracción U del artículo 76 
constitucional que habla de los altos empleados de Hacienda”123. 

Con lo cual, al establecer dichos lineamientos dentro del texto constitucional, no 

habría razones que pudiesen poner en duda la validez de dichos Tribunales, y de 

esta forma la actuación de los mismos, esto es, el conocimiento de asuntos del juicio 

contencioso administrativo, así como sus fallos y resoluciones, y el actuar de sus 

magistrados encontrarían su validez en la Carta Magna. 

Al respecto sobre el tema de los fallos y sentencias del Tribunal de Justicia 

Administrativa, en la exposición de motivos se versaba lo siguiente:  

“Naturalmente que, dictado el fallo por el Tribunal, su ejecución, mediante 
actos que sí corresponden a la administración activa y que por tanto 
deben emanar del presidente de la República con refrendo de su 
secretario o de éste simplemente ejercitando sus funciones 
representativas propias, queda a cargo de la autoridad demandada. El 
Tribunal pronunciará tan sólo fallos de nulidad de las resoluciones 
impugnadas; pero con el fin de evitar los inconvenientes que presenta 
ahora la ejecución de las sentencias de amparo, que también son fallos 
de nulidad, y que frecuentemente, se prolonga a través de una o varias 

 
122 Sánchez Hernández, Alejandro, Estructura y funcionamiento del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, México, Indetec, 2005, p. 161.  
123 Ídem, p. 193.  
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quejas en las que en forma escalonada el tribunal judicial va controlando 
la ejecución de su sentencia, en la ley se establece que el fallo del Tribunal 
Fiscal que declare una nulidad, indicará de manera concreta en qué 
sentido debe dictar nueva resolución la autoridad fiscal. Con lo expuesto 
anteriormente se refuerza la idea de un Tribunal de Justicia delegada, el 
cual, puede declarar la nulidad o confirmar los actos administrativos 
controvertidos, con lo cual la jurisprudencia nos dicta que dichas 
sentencias se centrarían ya fuera en declarar la nulidad del acto, esto es, 
tanto una declaración, como una sanción jurídica múltiple y consecuente; 
de ahí que estos efectos se adjudican a la resolución ilícita, pero también 
a sus consecuencias (conducta, resultado de acción u omisión y 
restauración del orden jurídico, entre otras). Ahora, la declaratoria aludida 
puede implicar: A) la emisión de un nuevo acto en el que se subsanen los 
vicios de ilegalidad detectados (ya sean formales, procedimentales o de 
fondo, que deriven del ejercicio de facultades regladas o en respuesta a 
una instancia promovida por un particular); B) libertad para ejercer 
facultades, ya sea que confiera cierto arbitrio (con libertad para apreciar o 
adjudicar consecuencias) o de naturaleza netamente discrecional de la 
autoridad, actualizándose un supuesto de nulidad (lisa y llana), con la 
alternativa para dictar otro acto, purgando infracciones o consecuencias, 
aunque sujeto al plazo legalmente establecido (cuatro meses o un mes 
para la vía sumaria); C) la nulidad lisa y llana o absoluta, que imposibilita 
a la autoridad demandada para reiterar aspectos cuando, efectiva y 
puntualmente, sean cosa juzgada o temas decididos definitivamente; o, 
D) precisar medidas de reparación, indemnización o restitución acordes 
con la lesión o agravio causado a derechos específicos”.124.  

Partiendo de lo anterior, el administrado que encontrara en dicha sentencia una 

resolución desfavorable a sus intereses y que viera vulnerado alguno de sus 

derechos constitucionales, puede acudir al Juicio de Amparo, o de darse el caso, a 

alguno de los medios de impugnación que brinde la legislación ordinaria en materia 

administrativa. Con lo cual, se puede observar que los Tribunales Administrativos 

respetan lo expuesto en la exposición de motivos la cual versa: 

“Es claro que como los artículos 8° y 16 constitucionales obligan a toda 
autoridad a respetar el derecho de petición y a fundar y a motivar 
legalmente sus decisiones, una ley secundaria, como es la que se 
promulga, no puede coartar el derecho de los particulares para acudir en 
amparo por violación de tales preceptos y para obtener de los tribunales 
federales una determinación que obligue a las autoridades fiscales a emitir 
una respuesta expresa con los fundamentos legales del acuerdo que 
dicten”125. 

 
124 Registro digital 2019025, Tesis I.4o.A. J/4 (10a.), Fuente Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo IV, página 2115. 
125 Ídem, p. 196. 
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Así mismo, una segunda reforma constitucional, realizada el 25 de octubre de 1967 

estableció claramente la constitucionalidad de los tribunales administrativos:  

El artículo 104 enuncia que las leyes federales pueden crear tribunales de 
lo contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para emitir sus 
fallos. El artículo concluye que: "Una ley federal establecerá las reglas de 
organización, de funcionamiento y de procedimiento de estos tribunales 
así corno los recursos que podrán ser utilizados contra sus decisiones126. 

De esta forma puede observarse como el actuar de los Tribunales de Justicia 

Administrativa, además de tener legalidad de carácter constitucional, pues su actuar 

así como estructura orgánica, y capacidad para dictar sus propios fallos, están 

contenidos en la Carta Magna, también encuentra su lugar dentro del marco 

jurisdiccional de la materia administrativa, de forma autónoma al Poder Judicial, ya 

que este puede dictar sus fallos, los cuales evolucionaron de ser solamente 

declaratorias de nulidad a, como lo menciona el magistrado Sánchez Hernández, a 

tener plena jurisdicción, puesto que:  

“Si bien el Tribunal se originó como un órgano de simple anulación, pues 
su función jurisdiccional se limitaba a analizar la legalidad de los actos 
administrativos respecto de los cuales podía conocer, sin que contara con 
facultades expresas para hacer cumplir sus sentencias, por lo que éstas 
eran simplemente declarativas, el  cual se ha venido modificando pues se 
ha dotado al tribunal de medidas coercitivas para hacer cumplir dichos 
fallos y para realizarlo en los términos ordenados en las mismas. Este 
Tribunal en la actualidad tiene la posibilidad de anular actos ilegales, 
reconocer derechos o incluso de constituirlos, así como para establecer 
los términos en que habrá de dictarse una nueva resolución 
administrativa, al momento de dictar sus sentencias”127. 

De esta forma, si alguna controversia en materia administrativa no era del 

conocimiento del Tribunal Fiscal de la Federación, el administrado debía acudir 

directamente al Juicio de Amparo para la defensa de sus pretensiones, lo que 

garantizaba que si este no encontraba una respuesta favorable a sus pretensiones 

aún podría acudir a la justicia de la Unión para encontrar una solución favorable a 

estos. Puede verse que a lo largo de la implementación del Tribunal Fiscal De La 

Federación, el cual inició labores el primero de enero de 1937, este tuvo una serie 

de cambios y modificaciones en cuanto a su estructura, así como en su jurisdicción 

 
126 Estrada Cuevas, J, Alberto, La Jurisdicción Contencioso Administrativa y el Acceso a la Justicia, 
México, Editorial de el colegio de Morelos, 2019, p. 182. 
127 Sánchez Hernández, Alejandro, Estructura y funcionamiento del… op. cit., p. 171. 
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como se analizó en el párrafo anterior, sin embargo, sería hasta 1999, cuando el 

Tribunal conocería, de si no todos, la gran mayoría de asuntos en materia 

administrativa, con lo cual puede observarse que la consolidación de este no fue un 

proceso rápido, y que se dio con el paso de varias décadas.  

 

La jurisdicción en los Tribunales de Justicia Administrativa. 

Como se mencionaba en el título anterior, el Tribunal Fiscal de la Federación 

fue designado como el órgano encargado de conocer los asuntos en materia 

administrativa; sin embargo, este no estaba constituido plenamente como un 

Tribunal de lo contencioso administrativo, pues si bien ordenamientos como la Ley 

de Justicia Fiscal de 1936, así como el Código Fiscal de la Federación, dotaban a 

este de jurisdicción para conocer de ciertas controversias en materia administrativa, 

como lo eran las suscitadas entre los particulares y la Secretaría de Hacienda y 

Crédito público en materia tributaria, dicha jurisdicción era solamente para conocer 

de la controversia y en su caso dictar la validez o nulidad del acto reclamado, como 

lo sería en:  

“Resoluciones que determinaban la existencia de créditos fiscales, lo 
fijaban en cantidad líquida o daban las bases para su liquidación; Las 
sanciones por infracciones a las leyes fiscales; Responsabilidad 
administrativa en materia fiscal; Cuestiones relativas al procedimiento 
administrativo de ejecución; Negativas de devolución de impuestos; 
Resoluciones favorables a un particular impugnadas por dicha Secretaría; 
Derechos o aprovechamientos ilegalmente percibidos y en general sobre 
cualquier resolución dictada en materia fiscal que causara un daño no 
reparable por algún recurso administrativo”128. 

Posteriormente se fueron añadiendo otras leyes en materia administrativa, así como 

más rubros dentro de la Ley de Justicia Fiscal, como lo serían:  

“La Concesión de Competencia en la Ley de Comercio Exterior; La 
Atribución de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y su 
Interpretación Jurisprudencial; La Ley de Depuración de Créditos a cargo 
del Gobierno Federal; La Ley del Instituto Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores; la Ley del Seguro Social; La Ley Federal de Instituciones 
de Fianzas; Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado; así como los 
rubros en materia de Obras Públicas; Seguridad Social para las Fuerzas 
Armadas Mexicanas; Seguridad y Servicios Sociales de los trabajadores 
del Estado; y de responsabilidad de los servidores públicos”129. 

 
128 Sánchez Hernández, Alejandro, Estructura y funcionamiento del… op. cit., p. 168. 
129 Ibid. 
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Puede observarse como aumentaron gradualmente, los asuntos en conocimiento 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, lo cual derivaba de la 

consolidación de este como un Tribunal de acceso a la justicia administrativa para 

los gobernados, con lo cual se otorgaba certeza jurídica en asuntos de materia 

administrativa, superado entonces el criterio acerca de que la implementación de un 

Tribunal de justicia administrativa, independiente del Poder Judicial, iría en contra 

del principio rector de la separación de Poderes del Estado, lo cual, al contrario de 

lo que se pensaba, sería benéfico para el desahogo de los numerosos asuntos que 

se suscitan entre la administración pública y los gobernados, los cuales dejarían de 

ser de conocimiento de los Tribunales del Poder Judicial, así como la consolidación 

de criterios jurisprudenciales en materia administrativa emanados del Pleno del 

Tribunal, así como la reiteración de sentencias en un mismo sentido dictadas por 

los magistrados que integren al Tribunal Federal de Justicia Fiscal. Lo anterior de 

igual forma era un avance en la consolidación de los Tribunales administrativos, 

puesto que el Pleno podría a través de la reiteración de criterios, generar 

jurisprudencia en materia administrativa, la cual sería de carácter obligatorio, como 

lo es la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Sería hasta la reforma constitucional de 1967, cuando se modificaría la fracción I 

del artículo 104, donde se daría la creación formal de los Tribunales de lo 

contencioso administrativo, dotando a las leyes federales de validez constitucional 

para dicho fin.  

“Las leyes federales podrán instituir tribunales de lo contencioso 
administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos que 
tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la 
Administración Pública Federal o del Distrito Federal y Territorios 
Federales y los particulares, estableciendo las normas para su organi-
zación y funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus 
resoluciones”130. 

Así mismo, también se modificaría el numeral 73 fracción XXIX de la Constitución, 

otorgando a los Tribunales Administrativos la validez y reconocimiento 

constitucional, para que estos pudiesen dictar sus fallos de manera autónoma, 

 
130 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 05 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 05 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
I. 
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otorgando a nivel constitucional la autonomía de dichos Tribunales para dictar tales 

sentencias, con independencia al Poder Judicial Federal: 

“El congreso podrá expedir leyes que instituyan tribunales de lo 
contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus 
fallos y que tuviesen a su cargo las controversias que se susciten entre la 
Administración Pública federal y los particulares estableciendo las normas 
para su organización, su funcionamiento y los recursos contra sus 
resoluciones”131. 

A pesar de ello, puede observarse que las distintas reformas constitucionales, que 

dotaron de validez y jurisdicción a los Tribunales de Justicia Fiscal y administrativa, 

procuraron que estas no interfirieran con la esfera de competencia del Poder 

Judicial, pues como versa Manuel L. Espinoza: 

“Sin embargo, el aludido problema de constitucionalidad fue resuelto por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación al considerar que la garantía 
de jurisdiccionalidad que consagra el Artículo 14 constitucional, no implica 
que el juicio se tenga que seguir ante un órgano judicial, y que mientras 
el Poder Judicial tuviese conocimiento de los asuntos contencioso 
administrativo a través del amparo, la Constitución no sería violada.”132 

Con dichas reformas, el legislador podría crear las leyes encargadas de dotar con 

los mecanismos y recursos pertinentes a los Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo, para que, además de conocer de las controversias en cuestión, 

puedan resolver las mismas, y que no se limite solo a declaratorias de validez o 

nulidad, pues como versa en el numeral 52 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo: 

“…ahora el Tribunal también podrá declarar la nulidad para el efecto de 
que se reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en los 
demás casos, cuando corresponda a la pretensión deducida, así como 
indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución la 
autoridad administrativa”133.  

Con lo anterior puede observarse que el Tribunal de Justicia Administrativa, carecía 

de plena jurisdicción para dictar la ejecución de sus fallos, debido a que no se 

contaba con los instrumentos normativos para ejecutar sus sentencias, siendo 

 
131 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 05 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 05 de abril de 2025, artículo 73, fracción 
XXIX. 
132 Lucero Espinosa, Manuel, Teoría y práctica del contencioso administrativo ante el Tribunal Fiscal 
de la Federación, México, Porrúa, 1990, p. 22. 
133 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2024. Artículo 52. 
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meramente sentencias declarativas, puesto que el Tribunal carecía de imperio en 

caso de incumplimiento de la sentencia de nulidad por parte de la autoridad 

administrativa, y como se analizó anteriormente, sería la misma autoridad 

administrativa la encargada de obedecer las sentencia de nulidad emanadas del 

Tribunal administrativo, sin una medida coercitiva del mismo Tribunal para obligar a 

la autoridad al cumplimiento de la sentencia. Con respecto a ello uno de los primeros 

criterios de la Suprema Corte de Justicia, con relación al contencioso administrativo 

enunciaba:  

“Si bien es cierto que el Tribunal Fiscal De La Federación ejerce funciones 
jurisdiccionales al resolver los asuntos sometidos a su conocimiento, 
también es verdad que carece de imperio para hacer respetar sus 
decisiones, según se establece expresamente en la exposición de 
motivos de la ley de justicia fiscal del 27 de agosto de1936. Ahora bien, 
como el imperio es uno de los atributos de la jurisdicción, es preciso 
concluir que el tribunal fiscal de la federación no tiene plena 
jurisdicción.”134 

De esta forma se terminaba de dar forma al actual Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa. Puede observarse como la consolidación e independencia de los 

Tribunales en materia administrativa fue un proceso lento, sin embargo, a pesar de 

las objeciones que había al inicio con respecto a un Tribunal administrativo, 

independiente del Poder Judicial, este fue adquiriendo validez y reconocimiento, 

razón por la cual se dieron las reformas constitucionales necesarias que dieron las 

bases para su consolidación dentro del ordenamiento jurídico mexicano, lo anterior 

debido a que este no interferiría con uno de los instrumentos de defensa por 

excelencia en el derecho mexicano, el cual es el juicio de amparo.  

Sin embargo, a pesar de lo anterior, aún es debatible si el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa tienen plena jurisdicción o son de mera anulación. Para ello 

se tomará como ejemplo al Tribunal de lo contencioso administrativo del Distrito 

Federal, el cual en sus inicios y como menciona el autor Ruiz Pérez, si poseía las 

características que dotaban a este de plena jurisdicción. 

“El organismo surgió como un tribunal administrativo de plena jurisdicción, 
debido a que estaba facultado para dictar sentencias que modificaban el 
acto impugnado y que, en determinados casos, condenaban a las 
autoridades administrativas a conductas de dar, hacer o no hacer. Pero 

 
134 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t.III, materia administrativa, p. 781. 
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por reforma legislativa consagrada en el Diario Oficial de la Federación de 
4 de enero de 1973, el Tribunal se transformó en una instancia de mera 
anulación, al suprimirse las atribuciones que tenía para emitir sentencias 
de plena jurisdicción”135.   

Puede verse como dicha reforma se adecuó a lo establecido en el Tribunal de 

Justicia Fiscal y Administrativa Federal, el cual no tenía medios para dar, hacer o 

no hacer, en el caso de incumplimiento de las sentencias pronunciadas. Es por lo 

anterior que comenzó la confusión entre las limitantes del Tribunal, pues para 

poseer jurisdicción plena, a palabras del abogado Guillermo Cabanellas, esta se 

debe ejercer de manera tal en una causa o proceso, con facultad para conocer, 

tramitar, fallar y ejecutar136, lo cual no encuadraría con el recurso de nulidad del 

Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, el cual solo anulaba los actos de la 

autoridad administrativa, a diferencia del Tribunal de lo contencioso administrativo 

del Distrito Federal, que si cumplía con las características de un Tribunal de plena 

jurisdicción. Retomando los criterios de la Suprema Corte de Justicia con respecto 

a si el Tribunal de Justicia Fiscal y administrativa, esta pronunció y cito: 

“El juicio ante el Tribunal Fiscal, aun cuando en algunos casos de su 
competencia, parece consistir en un contencioso de plena jurisdicción, en 
realidad consagra un contencioso de anulación o de ilegitimidad. Algunas 
de las características del contencioso de anulación son: a) mediante este 
juicio se impugna una decisión ejecutoria, es decir, un acto administrativo 
que emana de un órgano del estado en uso de su poder de imperio; b) 
protege el derecho objetivo; y c) la sentencia que se pronuncia es 
declarativa, más no constitutiva”137. 

Visto lo anterior, es necesario nombrar las diferencias entre el contencioso 

administrativo de plena jurisdicción y de anulación, debido a que, a pesar de que los 

Tribunales de Justicia Administrativa carecían de plena jurisdicción para establecer 

medidas coercitivas para que sus fallos pudiesen llevarse a cabo, siendo entonces 

sentencias meramente declarativas, para ello el autor Margain Manautou, 

menciona:  

 
135 Ruiz Pérez, Tomás. “Panorama de los tribunales de lo contencioso administrativo en las entidades 
federativas”. Gaceta Mexicana de Administración Pública Estatal y Municipal. Contencioso 
Administrativo, núm. 57, agosto 1997, 41-61. Recuperado a partir de https://revistas-
colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/gaceta-mexicana/article/view/24986. Consultado el 05 de 
diciembre de 2024. 
136 Cabanellas de Torres, Guillermo, Diccionario de derecho Usual, t. II, Argentina, Heliasta, 2006, p. 
472. 
137 Apéndice de jurisprudencia de 1917-1988, vol. III, p. 3213. 

https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/gaceta-mexicana/article/view/24986
https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/gaceta-mexicana/article/view/24986
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“Las diferencias más notables entre el procedimiento de lo contencioso 
administrativo de plena jurisdicción y el de anulación, conforme a nuestro 
sistema jurídico, son las siguientes: a) En el primero se alega violación del 
derecho subjetivo o de garantía constitucional; en el segundo la violación 
de la ley. b) El primero, tiene medios para hacer cumplir sus sentencias; 
el segundo, no cuenta con esos medios. e) En el primero, el efecto de la 
sentencia es inter-partes; en el segundo, el efecto de la sentencia es 
general o sea erga omnes. En efecto, en el contencioso de plena 
jurisdicción, la sentencia sólo produce efectos contra las autoridades 
señaladas como responsables; en cambio, en el de anulación, la 
sentencia produce efectos aun contra autoridades que no fueron 
señaladas como partes.”138 

Puede observarse que al hacer mención de los Tribunales de plena jurisdicción, la 

descripción se ajusta más a la que poseen los Tribunales Colegiados de Circuito, 

pues estos se alegan las violaciones al derecho subjetivo, así como a los preceptos 

constitucionales de los gobernados, como lo sería el juicio de amparo, así mismo 

los Tribunales Colegiados de Circuito poseen las medidas de apremio para que las 

sentencias que pronuncien se hagan valer, y por último las sentencias emitidas por 

estos Tribunales son inter-partes, con lo cual la protección de la justicia de la Unión 

se aplica únicamente al beneficiario de la sentencia y produce efectos contra las 

autoridades señaladas como responsables. Siendo entonces el Tribunal de Justicia 

Fiscal, encuadraba más dentro de un contencioso de anulación, pues en estos se 

alegaba la violación de una ley, y no entraban cuestiones de constitucionalidad, así 

como sus sentencias las cuales eran declarativas, y como lo mencionó la Suprema 

Corte, estas no eran constitutivas, esto es, solamente aclaran la existencia o 

inexistencia de un derecho o una relación jurídica ya existente, esto es o lo valida o 

lo anula.   De esta forma con base en el análisis anterior, podría hablarse de que el 

hoy conocido como Tribunal de Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, es un 

Tribunal de jurisdicción mixta, puesto que, la misma la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación reconoce a este como tal: 

“Nuestro modelo de jurisdicción contencioso administrativo es mixto, pues 
dada la especial y heterogénea jurisdicción de que está dotado 
legalmente el Tribunal Fiscal de la Federación, en relación a ciertos actos 
sólo actuará como tribunal de mera anulación al tener como finalidad la 
de controlar la legalidad del acto y tutelar el derecho objetivo y, en cuanto 
a otros actos, como de plena jurisdicción para reparar el derecho subjetivo 

 
138 Margain Manautou, Emilio, De lo contencioso administrativo de anulación o de ilegitimidad, 
México, Porrúa, 2013, p. 13.  
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lesionado, siendo el alcance de la sentencia de nulidad no sólo el de 
anular el acto sino también el de fijar los derechos del recurrente, 
condenando a la administración a su restablecimiento, por lo que para 
determinar cuándo una sentencia de nulidad debe ser para efectos es 
necesario acudir a la génesis de la resolución impugnada a efecto de 
saber si se originó con motivo de un trámite o procedimiento de 
pronunciamiento forzoso, en el que el orden jurídico exige de la autoridad 
la reparación de la violación detectada que no se colma con la simple 
declaración de nulidad de la autoridad, sino que requiere de un nuevo 
pronunciamiento para no dejar incierta la seguridad jurídica del 
administrado, o con motivo del ejercicio de una facultad discrecional en la 
que el tribunal no puede sustituir a la autoridad en la libre apreciación de 
las circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan las leyes.”139 

Con base en lo anterior se puede observar que si bien, el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, puede ser un Tribunal de mera anulación, esto es el 

solamente controlar la legalidad del acto reclamado, tutelando el derecho objetivo 

en cuestión de este, declarando la validez o nulidad del mismo, también puede ser 

considerado como un Tribunal de plena jurisdicción, puesto que no solamente se 

tutela el derecho objetivo en cuestión del acto reclamado, sino que también, puede 

reparar el derecho subjetivo lesionado, al fijar los derechos del recurrente, e 

imponiendo a la autoridad administrativa el restablecimiento de dicho derecho 

subjetivo lesionado. Lo anterior puede verse en la propia Ley Federal De 

Procedimiento Contencioso Administrativo, dentro de su artículo 52 el cual enuncia 

los alcances de la sentencia dictada por el Tribunal140. 

Como puede observarse las fracciones I y II enuncian que las sentencias 

pronunciadas por el Tribunal Federal de Justicia administrativa son de validez o 

anulación del acto reclamado, sin embargo, las fracciones IV y V van más allá, y 

dotan al Tribunal para que sus sentencias puedan declarar la nulidad del acto y que 

se reponga el procedimiento, o en su caso, emitir una nueva resolución. Así mismo 

el poder indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar dicha resolución la 

autoridad administrativa, esto es cuando corresponda a la pretensión deducida, lo 

cual es una manifestación de voluntad, expuesta como razonamiento estratégico, 

atinente a un fin concreto, que es reconocer y declarar en la sentencia al pretensor 

 
139 Registro digital: 185344, Tesis: 2a./J. 41/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 2002, página 247. 
140 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, última reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2024. Artículo 52.  
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como titular de un derecho cuya realización y efectos reclama141. Y, por último, la 

fracción V donde además de declarar la nulidad del acto, se reconoce al actor la 

existencia de un derecho subjetivo, así como el cumplimiento de la obligación 

correlativa, lo cual es el deber jurídico de la autoridad de cumplir dicha exigencia. 

Con lo anterior se puede observar que el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

no es un Tribunal de mera anulación, y que sus sentencias, pueden reponer el 

procedimiento. Así como reconocer la existencia de un derecho subjetivo en caso 

de que el particular se pronuncie al respecto de una posible vulneración del mismo, 

y en caso de que efectivamente dicho derecho subjetivo fuera vulnerado obligando 

a la autoridad administrativa en cuestión a otorgar o restituir el mismo. Es por lo 

anterior que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció con respecto 

a que el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, como puede observarse en la 

siguiente tesis de jurisprudencia:  

“El Código Fiscal de la Federación actualmente adopta un modelo de 
jurisdicción contencioso administrativo mixto, a saber: a) Objetivo o de 
mera anulación; y, b) Subjetivo o de plena jurisdicción. El primero tiene la 
finalidad de controlar la legalidad del acto y restablecer el orden jurídico 
violado, teniendo como propósito tutelar el derecho objetivo, esto es, su 
fin es evaluar la legalidad de un acto administrativo y resolver sobre su 
validez o nulidad. En el segundo modelo, el tribunal está obligado a decidir 
la reparación del derecho subjetivo, teniendo la sentencia el alcance no 
sólo de anular el acto, sino también de fijar los derechos del inconforme y 
condenar a la administración a restablecer y hacer efectivos tales 
derechos, es decir, en estos casos será materia de la decisión la conducta 
de una autoridad administrativa a efecto de declarar y condenarla, en su 
caso, al cumplimiento de una obligación preterida o indebidamente no 
reconocida en favor del administrado.142”  

Por lo cual, con el análisis realizado a la evolución de la justicia administrativa en el 

ordenamiento jurídico mexicano, es menester preguntarnos, si dada dicha 

jurisdicción otorgada a los Tribunales administrativos, sería prudente el otorgar a 

estos el conocimiento y resolución de los recursos de revisión fiscal tramitados por 

la autoridad administrativa, lo cual a efectos prácticos sería más factible, y no 

interferiría con el juicio de amparo recurrido por el particular en busca de la defensa 

 
141 Recurso de reclamación 24/2017. Graciela Hernández Fragoso. 18 de enero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: José Arturo Ramírez Becerra. 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
142 Registro digital 174159, Tesis I.4o.A. J/45, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 1394. 
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de sus pretensiones, pues como se ha analizado, los Tribunales en materia 

administrativa han dejado de ser meros Tribunales de anulación, y los efectos y 

alances de sus sentencias poseen las medidas coercitivas para que se lleve a cabo 

la implementación de las mismas, razón por la cual, no tendría impedimento en 

conocer de los recursos de revisión fiscal recurridos por la autoridad administrativa, 

debido a que estos no abordan cuestiones de Constitucionalidad, y son un medio 

de apelación de la ley con el que cuenta la autoridad administrativa. A pesar de que 

dicho conocimiento del recurso de revisión fiscal no implicaría que dichos Tribunales 

administrativos pudiesen emitir sentencias constitutivas, debido a que solamente 

confirmarían la legalidad del acto jurídico controvertido, o su anulación, puesto que 

dicho fallo no generaría una situación jurídica nueva, independiente del juicio 

contencioso administrativo, de donde emana la controversia originalmente. A pesar 

de ello, el legislador optó por hacer del conocimiento y decisión final del recurso de 

revisión fiscal, a los Tribunales Colegiados de Circuito, a pesar de que dicho 

recurso, no genera una condición jurídica nueva, puesto que su sustento son las 

cuestiones de legalidad establecidas en el numeral 63 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, sin embargo,  el juicio de amparo que 

llegase a promover el administrado si generaría dicha situación legal nueva, al 

abordar en su escrito cuestiones de constitucionalidad, en una sentencia favorable. 

Dejando la carga del conocimiento y decisión tanto del recurso de revisión fiscal 

promovido por la autoridad administrativa, así como del juicio de amparo contra 

leyes, promovido por el administrado.  

 

El recurso de revisión fiscal y el órgano encargado de su resolución. 

Como se ha abordado a lo largo del presente trabajo, es debatible que sean 

los Tribunales Colegiados de Circuito los órganos encargados de conocer y decidir 

la suerte del recurso de revisión fiscal, conforme a lo dispuesto en el numeral 63 de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; lo anterior debido a 

que este recurso es un medio por el cual la autoridad administrativa, en 

concordancia con el numeral antes mencionado, puede defender sus pretensiones 

ante una resolución que le sea desfavorable. Sin embargo, a pesar de que en casos 
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excepcionales como el antes mencionado, la autoridad administrativa puede ser el 

recurrente para acudir a ciertos medios de defensa que se contemplen en el 

ordenamiento jurídico nacional, es notable que las características propias del 

recurso de revisión fiscal asimilan a dicho recurso al juicio de amparo, propio de los 

gobernados, esto es, medios de defensa extraordinarios que son exclusivos del 

sujeto en cuestión, los cuales deben ser promovidos ante los Tribunales Colegiados 

de Circuito, los cuales admitirán o no dichos medios de defensa. A pesar de los 

inconvenientes antes mencionados, como lo sería la carga procesal extra para el 

particular que hubiese obtenido un resultado favorable a través del juicio de nulidad 

interpuesto ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y que no sea este 

mismo el que conozca de la apelación realizada por la autoridad administrativa, sino 

que dicho recurso es conocido por los Tribunales Colegiados de Circuito, los 

mismos que conocerán del juicio de amparo del particular en caso de que este 

acuda al mismo, para la defensa de sus pretensiones, lo cual, genera una doble 

carga de trabajo para los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, puesto 

que, primero deberá evaluar el recurso de revisión fiscal presentado por la autoridad 

administrativa, y en caso de que este sea procedente, deberá evaluar el juicio de 

amparo, en caso de que el particular lo presente, con lo cual, a consideración 

personal, se desvirtúa la jurisdicción del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 

que conoció y decidió del juicio de nulidad que dio origen al recurso de revisión 

fiscal, y limita el acceso a la justicia al particular, al tener que esperar a que la 

autoridad administrativa acuda al recurso de revisión fiscal, para así poder de nueva 

cuenta, a la defensa de sus pretensiones a través del juicio de amparo, y que este 

juicio tenga qué esperar a que los Tribunales Colegiados de Circuito admitan el 

recurso de revisión fiscal o no, pues de darse el caso de que si este no admitiera 

dicho recurso de la autoridad, habría gastado recursos en la elaboración y posterior 

promoción del juicio de amparo; y en caso de que si fuese procedente el recurso de 

revisión fiscal, se limitaría a sustentar sus pretensiones bajo lo previamente 

presentado en el juicio de nulidad, y limitándose a las cuestiones de 

inconstitucionalidad que pudiesen derivar de dicho juicio, en el cual ya obtuvo una 

resolución favorable a sus intereses, mientras que la autoridad administrativa 
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debería encuadrar lo que a su derecho convenga limitándose a lo que dicte el 

numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin 

embargo, dicho recurso sería evaluado en primer lugar por los Tribunales 

Colegiados de Circuito, pues de este depende el nacimiento o no, de una posterior 

controversia al juicio de nulidad.  

Lo anterior, podría ser llevado a cabo de manera diferente, si fuese el propio 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa quien tuviese conocimiento del recurso 

de revisión fiscal, puesto que sería el mismo, quien conocería de la apelación en 

cuestión, con lo cual, podría hacer valer la jurisdicción mixta con el cual está dotado 

constitucionalmente, pues la Sala Superior de dicho Tribunal podría fungir como 

Tribunal de alzada para conocer y decidir este recurso de apelación. Sin embargo, 

el legislador constituyente previendo cierto tipo de recursos de apelación, como lo 

sería el de revisión fiscal, plasmo dentro de la Constitución Federal, un inciso en el 

numeral 104, el cual, dotaba como órgano competente para el conocimiento de 

estos a los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación143. 

Dicho artículo, es el encargado de convertir al recurso de revisión fiscal, en una 

especie de amparo a disposición de la autoridad administrativa, puesto que, a pesar 

de que el Tribunal Federal de Justicia Administrativa es el órgano encargado de 

dirimir las controversias suscitadas entre la administración pública y los 

administrados, el legislador otorgó la facultad de conocer de los recursos de revisión 

contenidos en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, como 

lo es el contenido en el artículo 63 de esta, a los Tribunales Colegiados de Circuito 

rigiéndose el mismo por la Ley de Amparo para su resolución. Además de ser muy 

específico con respecto a que ante las resoluciones que dictarán los mismos no 

procedería juicio o recurso alguno. Con lo cual, a pesar de que la propia Constitución 

Federal en su numeral 73 fracción XXIX-H, dota de plena autonomía al Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa para dictar sus fallos, además de que este tendrá 

a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública 

federal y los particulares, no lo es así para las cuestiones en materia de resolución 

 
143 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada el 05 de febrero de 1917 en el 
Diario Oficial de la Federación; última reforma publicada el 05 de abril de 2025, artículo 104, fracción 
III. 
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de recursos, donde los Tribunales Colegiados de Circuito serán los encargados de 

actuar como Tribunal de alzada. A pesar de que el recurso de revisión fiscal, como 

se ha hecho mención, no aborda cuestiones de constitucionalidad del acto 

reclamado. Por lo cual resulta notable que el legislador eligiera a los Tribunales 

Colegiados de Circuito para conocer del recurso de revisión fiscal, en lugar de ser 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa; puesto que puede observarse que de 

ser de esta manera, el administrado podría acudir al juicio de garantías al obtener 

una resolución desfavorable en la revisión fiscal, sin embargo, al no ser de esta 

manera, la Constitución Federal limita al administrado que haya obtenido una 

resolución desfavorable, pues no podrá acudir a juicio alguno para apelar dicho fallo. 

Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia que cito a continuación:  

La fracción III del artículo 104 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece: "Los Tribunales de la Federación 
conocerán: ...III. De los recursos de revisión que se interpongan contra las 
resoluciones definitivas de los tribunales de justicia administrativa a que 
se refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de esta Constitución, sólo en 
los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán 
los Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a los trámites que la 
Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de esta Constitución fije 
para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que 
en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio 
o recurso alguno;". Por tanto, el juicio de amparo directo es improcedente 
cuando se promueva contra la sentencia emitida por una Sala Regional 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en cumplimiento a una 
resolución pronunciada en revisión fiscal, si no se reservó libertad de 
jurisdicción a aquélla, pues se actualiza la causa de improcedencia 
prevista en la fracción IX del artículo 61 de la Ley de Amparo, en relación 
con el precepto al principio citado. No obstante a lo anterior que si bien la 
sentencia contra la cual se promueve el juicio constitucional no se refiere 
al cumplimiento de un diverso juicio de amparo, sino al de la sentencia 
que resolvió el recurso previsto en el artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, lo cierto es que la razón por la 
cual la fracción III del artículo 104 constitucional expresamente establece 
que contra la resolución que se emite en dicho recurso no procede ningún 
medio de impugnación, obedece a que toda resolución que emitan los 
Tribunales Colegiados de Circuito, excepción hecha de lo dispuesto en el 
artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo, es inimpugnable, ya que por 
tratarse de una última instancia la que éstos resuelven, no puede ser 
cuestionada por quien resulte afectado por ella, pues de lo contrario se 
atentaría contra el principio de seguridad jurídica que debe prevalecer en 
estos casos144. 

 
144 Registro digital 2020971, Tesis: XV.4o.11 A (10a.), Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 72, noviembre de 2019, Tomo III, página 2396. 
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Así mismo, el recurso de revisión fiscal no aborda cuestiones de la 

constitucionalidad del acto reclamado, con lo cual, no invadiría la esfera de 

competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, y por su parte el gobernado, 

podría acudir a los Tribunales del Poder Judicial de la Federación para interponer el 

juicio de amparo, ya que los supuestos de procedencia del numeral 170, fracción II, 

son que este procede:  

“…en contra sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin al juicio 
dictadas por tribunales de lo contencioso administrativo cuando éstas 
sean favorables al quejoso, para el único efecto de hacer valer conceptos 
de violación en contra de las normas generales aplicadas”145.  

Con lo cual, al haber obtenido una resolución favorable en el juicio de nulidad, pueda 

acudir al juicio de garantías para hacer valer los conceptos de violación en contra 

de las normas generales aplicadas, y de esta forma, este podría optar si bien 

adherirse al recurso de revisión fiscal que recurra la autoridad y que fuese de 

conocimiento del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, o bien, acudir al juicio 

de amparo, bajo la competencia del Poder Judicial de la Federación. 

Con respecto a lo anterior, habría que preguntarse cuál fue la motivación del 

legislador para dotar de un medio de defensa de características sui generis a la 

autoridad administrativa, puesto que, se debería de suponer que los Tribunales en 

materia fiscal y administrativa, al dictar sus sentencias lo harían conforme a 

derecho, y de manera óptima, puesto que al momento de la realización del presente 

trabajo, dichos Tribunales tienen 87 años operando con las distintas reformas y 

adiciones orgánicas propias del tiempo transcurrido y su inherente evolución 

jurídica, lo cual haría pensar que pasados tantos años de tradición jurídica en 

materia administrativa, los Tribunales en materia administrativa serían los más 

idóneos para conocer de los asuntos en dicha materia. Razón por la cual, a mi 

parecer, sería más pertinente que el recurso de revisión fiscal fuese conocido por la 

Sala Superior de dicho órgano, y no por los Tribunales Colegiados de Circuito. 

Tal cuestión no pasó inadvertida, y el doctor Martínez Rosaslanda, evocaría una 

conferencia en la cual se discutiría la creación del recurso de revisión fiscal: 

 
145 Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de 
octubre de 2025. Artículo 170, fracción II. 
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“El ministro Mariano Azuela Güitrón se preguntaba: ¿Qué fue lo que 
motivó su implantación? Para contestar dicha interrogante el Maestro 
Azuela se refiere a su vez a los comentarios que le formuló el Maestro 
Antonio Carrillo Flores y que hizo consistir en lo siguiente: El Tribunal 
Fiscal de la Federación había demostrado a tal grado su autonomía, que 
en la Secretaría de Hacienda de pronto se había asustado cuando advirtió 
que un porcentaje elevado de juicios que se promovían ante el Tribunal 
Fiscal se resolvían en su contra; se dio cuenta de que mientras el 
particular tenía siempre la vía del amparo para que se cuestionara una 
sentencia que le fuera desfavorable, la Secretaría (de Hacienda y Crédito 
Público) tenía que aceptar el fallo más opuesto a sus intereses146.   

Con lo cual, podría advertirse que las palabras del Maestro Carillo Flores hacían 

mención que la implementación del recurso de revisión fiscal se daba para velar los 

intereses del Estado; pues que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, viese 

afectados sus intereses con fallos desfavorables, se traducía en, por ejemplo, una 

menor recaudación por parte del fisco, que a su vez sería una afectación a las arcas 

públicas, y por consiguiente al Estado mismo. 

Sin embargo, a pesar de que existiera tal menoscabo a los intereses de la autoridad 

administrativa, ello no significa que el Tribunal Administrativo no fuera eficiente, 

pues como se hizo mención en uso de la propia autonomía con la cual se le había 

dotado para operar, este resolvía a favor de los particulares, y no del Estado, lo cual 

no quiere decir que esto fuera malo, dado que debe de suponerse que los 

argumentos de defensa de los particulares eran más sólidos y mejor argumentados 

para así obtener un fallo favorable a sus intereses; razón por la cual, incluso sería 

pertinente hacerse el cuestionamiento de que quizá entonces era la consejería 

jurídica de, en este caso, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público quien no 

ofrecía una defensa solida a los intereses de su representado, o por otro lado, que 

la legislación en materia administrativa, fuese de cierta forma más ventajosa para el 

particular que para la administración pública, pues en cualquiera de ambos casos, 

no sería el Tribunal administrativo quien actuara a discreción para favorecer al 

particular y causar menoscabo a la autoridad administrativa. 

Siguiendo con lo expuesto por Rosaslanda otro extracto de dicha conferencia 

versaba:  

 
146 Martínez Rosaslanda, Sergio, “El recurso de revisión… op. cit. p. 539. 
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“En relación con el comentario del Maestro Carrillo Flores, el Maestro 
Mariano Azuela expresó a su vez: "Curiosamente este fenómeno que en 
un examen superficial llevaría a suponer que condujo a la creación de un 
recurso para disminuir la autonomía del Tribunal Fiscal de la Federación, 
según la interpretación de Don Antonio Carrillo Flores, vino a ser el 
reconocimiento claro de la fuerza e importancia de este órgano 
jurisdiccional, porque advirtió la Secretaría de Hacienda que tenía que 
contar dentro de la propia Ley con algún medio que le permitiera impugnar 
las sentencias que le perjudicaran. Si el Tribunal Fiscal, no hubiera 
reflejado su autonomía en determinaciones que demostraban su completa 
independencia, no se habría visto la necesidad del primitivo recurso de 
revisión fiscal ante la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, recurso de revisión -y esto probablemente demuestra que no eran 
pocos los fallos desfavorables a la autoridad hacendaría- que influyeron 
notablemente en la creación del rezago que por muchos años se fue 
acumulando en esa Sala. Cuando en el año de 1967, el primero de abril, 
entró en vigor el actual Código Fiscal de la Federación (1966), se 
estableció el recurso de revisión ante el Pleno del Tribunal Fiscal 
sustituyendo prácticamente aquel antiguo recurso de revisión fiscal”147. 

Como puede observarse la postura de Mariano Azuela, manifestaba que la creación 

de un medio de defensa como lo es el recurso de revisión fiscal, obedecía a la 

naturaleza misma del Tribunal de justicia fiscal, pues a su consideración se 

reconocía la importancia del mismo haciendo necesario un instrumento de defensa 

a las pretensiones de la autoridad administrativa; lo cual causa sentido, puesto que 

el actuar de dicho Tribunal se rige por un marco normativo, y no por discreción los 

magistrados que lo integran, con lo cual, la creación de un recurso de tales 

características surgió como respuesta a dichas necesidades dentro de la evolución 

misma del derecho administrativo, pues se había demostrado la eficiencia en el 

actuar de los magistrados que integraban los Tribunales de Justicia Administrativa. 

Sin embargo, a pesar de la diferencia de opiniones con respecto a si la creación del 

recurso de revisión fiscal vulnera la autonomía de los Tribunales en materia 

administrativa, o si por el contrario, solo reafirma que dicha autonomía existe, y que 

por ende, es necesario otorgar a las autoridades administrativas de los medios para 

poder velar sus intereses, el que este recurso sea de conocimiento y resolución por 

parte de los Tribunales Colegiados de Circuito, del Poder Judicial de la Federación, 

a consideración particular, si podría parecer un menoscabo a la autonomía y 

jerarquía del ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, pues este es el 

 
147 Ibid. 
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Tribunal especializado en asuntos de dicha naturaleza, con lo cual sería el órgano 

más idóneo para su conocimiento y resolución, debido a que en el recurso de 

revisión fiscal no se abordan cuestiones de constitucionalidad del acto, siendo más 

un recurso de apelación de la autoridad administrativa, y por su parte, los Tribunales 

Colegiados de Circuito cuya naturaleza obedece a la salvaguarda y tutela de las 

controversias constitucionales, es el órgano encargado de conocer de las 

controversias en materia constitucional, debido a su especialización y a las 

facultades delegadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tribunal 

máximo, razón por la cual, estos son los encargados de conocer de los asuntos en 

materia constitucional, como lo sería el juicio de amparo. 

Siguiendo con este orden de ideas, el maestro Rosaslanda se pronunció de la 

siguiente manera: 

“En nuestra opinión, constituye un aspecto negativo, el que el 
conocimiento del mismo se asigne a un órgano del Poder Judicial Federal, 
el cual está encargado de preservar las garantías individuales de los 
administrados. El establecimiento de este recurso constituye un retroceso 
en la Justicia Administrativa, la cual había ganado por méritos propios un 
lugar destacado, no sólo dentro de la doctrina, sino también dentro de la 
práctica mexicana. Se desconoce, sin razón, la actuación del órgano de 
segunda instancia del Tribunal Fiscal de la Federación, no obstante haber 
demostrado su eficacia, traducida en criterios aislados y jurisprudencias 
sustentadas, durante su existencia. Al establecerse que el conocimiento 
de este recurso corresponda a un órgano del Poder Judicial Federal, se 
otorga acceso a las autoridades a los Tribunales de la Federación, los 
cuales, según expresamos anteriormente, se ocupan principalmente de 
resolver el juicio de amparo, medio idóneo por excelencia al alcance sólo 
de los particulares. El establecimiento de este recurso pasa por alto la 
especialización del Tribunal Fiscal de la Federación y confiere su 
conocimiento a órganos no especializados. Al respecto baste decir que 
sólo en el área geográfica del Distrito Federal y de la capital de Jalisco 
existen Tribunales Colegiados especializados en materia administrativa, 
sin que dicha especialización se dé en el resto del Territorio Nacional”148. 

Podría pensarse que la decisión de que el órgano encargado del conocimiento y 

resolución del recurso de revisión fiscal por parte de los Tribunales Colegiados de 

Circuito obedezca a la jurisdicción mixta que posee el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, y que por esta misma jurisdicción, los asuntos en materia 

contencioso administrativo posean esta doble instancia, donde el juicio de nulidad, 

 
148 Ídem. p. 547. 
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que da origen al recurso de revisión fiscal, sea de conocimiento del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, y que su apelación sea de conocimiento de los Tribunales 

Colegiados de Circuito, a pesar de que los supuestos de procedencia del recurso 

de revisión fiscal no sean de carácter de cuestiones de constitucionalidad. A título 

personal, considero que si bien, los Tribunales Colegiados de Circuito poseen de la 

misma preparación que los Tribunales en materia administrativa para conocer y 

resolver el recurso de revisión fiscal, sin embargo, al conocer también del juicio de 

amparo que fuese promovido por los particulares, deja a estos en segundo plano, 

puesto que es necesario que el recurso de revisión fiscal que da origen a la sucesiva 

controversia sea analizado en primer lugar, y que dependiendo si es admitido o no, 

sea evaluado el posterior juicio de amparo, lo cual, si vulneraria la figura del juicio 

de garantías, el cual es el juicio por excelencia para la defensa de los derechos 

humanos con el que cuentan los gobernados, y relegar este medio de defensa 

constitucional, a la promoción de un recurso cuyo origen nace de una ley, en este 

caso la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, con lo cual se 

subordina al Juicio de Amparo, a la promoción del recurso de revisión fiscal; pues 

el administrado que viera satisfechas sus pretensiones en el juicio de nulidad, debe 

de acudir al Juicio de Amparo en caso de que la autoridad administrativa recurra a 

la revisión fiscal, dado que no tiene objeto que este acuda al juicio de amparo en un 

juicio donde resultó con una sentencia favorable en primera instancia. Y de igual 

manera, el relegar al Tribunal Federal de Justicia Administrativa a ser un Tribunal 

de primera instancia, también desvirtúa a la institución, pues como ya se ha hecho 

mención, el recurso de revisión fiscal versa de cuestiones meramente 

administrativas, contenidas en el numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, que a pesar de encontrar medidas supletorias a este 

en la Ley de Amparo, esto es, la forma como se lleva a cabo el recurso de revisión 

fiscal, no encuentra sustento jurídico en cuestiones de violaciones constitucionales. 
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CONCLUSIONES. 

 

Primera: Con el análisis realizado a las raíces históricas del derecho 

administrativo en México, puede vislumbrarse que la adopción del mismo, no estuvo 

ajena de problemas, ello debido a la novedad que significaba la implementación de 

Tribunales independientes del Poder Judicial Federal, puesto que se consideraba 

que estos irían en contra del principio rector de la división de poderes de la Unión; 

sin embargo, con el paso del tiempo se pudo apreciar que la implementación del 

modelo de justicia administrativa francés en nuestro país resultaba benéfico debido 

a cuestiones pragmáticas, como lo sería el desahogo de asuntos de los cuales eran 

de conocimiento del Poder Judicial, así como un mayor grado de especialización en 

los asuntos propios de la materia administrativa, lo cual generó no solo la 

consolidación de los Tribunales en materia administrativa, debido a que estos 

incluso podían dictar jurisprudencia, sino también en otras instituciones jurídicas 

como lo sería el juicio de amparo, puesto que una de las preocupaciones de la 

incipiente justicia administrativa era que fuese contraria como se hizo mención 

antes, al principio de división de poderes, pero, al contar con el juicio de amparo 

como un medio de acceso a la justicia por parte de los administrados, se mantenía 

el equilibrio entre poderes; pues no se limitaba el acceso a la justicia de la Unión, y 

el Poder Judicial, a través de los Tribunales Colegiados de Circuito, seguiría 

conociendo de los asuntos en materia administrativa, que encuadraran con los 

supuestos de procedencia dentro de la Ley de Amparo. Razón por la cual, no solo 

fue provechosa la adopción de los Tribunales en materia administrativa para el 

conocimiento de dichos asuntos por razones prácticas, también sirvió para dotar, 

tanto al administrado, como a la autoridad administrativa, de medios de defensa 

para pretensiones particulares, como lo sería la implementación del recurso de 

revisión fiscal objeto de estudio del presente trabajo. Lo cual reflejaba la evolución 

misma del derecho administrativo, y los alcances que este puede tener, no solo en 

temas de resolución de controversias entre la autoridad administrativa y 

administrados, sino también en el engrosamiento de la tradición jurídica 

especializada en materia administrativa, y no solo en asuntos de materia fiscal como 
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lo era en sus inicios, lo cual deja de manifiesto dicha evolución y perfeccionamiento 

con el paso del tiempo. 

Segunda: Como se mencionó en el punto anterior, la evolución del derecho 

administrativo en México, trajo consigo, no solo la creación de órganos como el 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, sino también la creación de cuerpos 

normativos dedicados a regular los medios de defensa de los administrados  y el 

modo de actuar de la autoridad administrativa; ejemplo de ello es la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual contiene un recurso particular, 

debido a que es de acceso exclusivo de la autoridad administrativa. Lo anterior 

resulta por demás relevante, debido a que por lo general son los gobernados los 

que cuentan con ciertos medios de defensa, ya sea para hacer valer sus 

pretensiones entre particulares, o medios de defensa entre gobernados y la 

autoridad administrativa, siendo los particulares la parte actora que acude a dichos 

medios de defensa para hacer valer sus pretensiones, ante los actos de la autoridad 

que considere contrarios a estos; es por ello que parte de dicha evolución del 

derecho administrativo, obedeciendo los principios de la igualdad procesal, es que 

la autoridad administrativa, en casos muy específicos, también pueda recurrir a 

ciertos medios de defensa para la defensa de los intereses del Estado al que 

representa, lo cual, pudiese parecer ventajoso para la autoridad administrativa, en 

su figura como representante de un Estado el contar con acceso a medios de 

defensa como el recurso de revisión fiscal, sin embargo, al ser un recurso sui 

generis, para recurrir al mismo deben de seguirse una serie de supuestos 

contenidos en la propia  Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

los cuales de cierta forma acotan la actuación de la autoridad administrativa, 

limitando el actuar que esta podría tener al ser una representación del Estado, y 

precisamente lo que se busca con dicho recurso es eso mismo, cuidar las arcas 

públicas del Estado en supuestos concretos, debido a que si bien los Magistrados 

que integran los Tribunales en materia administrativa son sujetos especializados en 

el conocimiento del derecho administrativo, no quedan exentos de caer en el error 

humano, el cual, si bien puede beneficiar al particular que vea cubiertas sus 

pretensiones puede causar daños al erario público, pues es el Estado mismo el que 
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debe de cubrir dichas pretensiones, como podría ser un asunto de cuantía 

considerable; por lo cual, en caso de que fuese procedente recurrir al medio de 

defensa contenido en el numeral 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, el actuar de la autoridad administrativa estará limitado 

a lo que dicte dicho artículo, evitando posibles atropellos o actuaciones 

discrecionales que pudiesen vulnerar los derechos del gobernado, por lo cual, se 

mantiene intacto el principio de la igualdad procesal entre las partes. 

Tercera: Con motivo del punto anterior, si bien es necesario que bajo ciertos 

supuestos la autoridad administrativa pueda tener acceso a medios de defensa, 

también lo es que dichos medios de defensa no dejen en indefensión al gobernado. 

Motivo de lo anterior es que sea necesario ahondar con respecto al por qué es 

necesario que figuras como el Juicio de Amparo, prevalezcan en nuestro sistema 

jurídico nacional. Si bien es cierto que como se hizo mención en el punto anterior, 

el acceso a estos medios de defensa debe ser bajo ciertos supuestos en específico, 

pues caso contrario, se estaría en presencia de un sin número de amparos 

promovidos ante cualquier controversia lo cual desvirtuaría el carácter de dicha 

institución, al cumplirse con los supuestos de procedencia, como lo sería el principio 

de definitividad, también lo es el interés jurídico del quejoso para poder acceder a 

este. Es por ello que la autoridad administrativa, no podría acudir a dicho medio de 

defensa al carecer de los principios rectores antes mencionados, y que dieron 

nacimiento al juicio de amparo, y por lo cual, este instrumento jurídico es tan 

importante en nuestro marco normativo. Si bien es cierto que la autoridad 

administrativa puede recurrir al recurso de revisión fiscal, sería en contra del propio 

principio de igualdad entre las partes que el gobernado no pusiese tener un medio 

de defensa ante dicho actuar de la autoridad administrativa, es por ello, que a pesar 

de que este haya obtenido una sentencia favorable en el juicio contencioso 

administrativo, pueda acudir al juicio de amparo, para defender las pretensiones que 

ya había obtenido a través de la sentencia de los Tribunales Administrativos.  

Cuarta: Con base al análisis realizado en el presente trabajo de investigación que 

considero que, si bien es necesaria la igualdad de partes, y que, no puede negarse 

que las decisiones realizadas por cualquier órgano jurisdiccional pueden caer en el 
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error humano, y por ende sea necesaria la revisión correspondiente de una 

sentencia no adecuada a derecho, los medios para la misma deben ser los idóneos. 

El hecho de adecuar no solo la ley que dio origen al recurso de revisión fiscal, en 

este caso la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sino 

también la Ley de Amparo, en concreto el artículo 170 fracción II, para que el recurso 

de revisión fiscal tenga el sustento normativo y constitucional, manifiesta que el 

órgano encargado para la resolución del mismo no es el más adecuado, debido a 

que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal, tanto en estructura orgánica, así como en 

tradición jurídica debería de ser el órgano para conocer de este recurso en segunda 

instancia, y no los Tribunales Colegiados de Circuito. No puede negarse el valor del 

recurso de revisión fiscal, pues su origen viene de la propia igualdad de las partes, 

y de salvaguardar los intereses de la autoridad administrativa, la cual es una 

representación del Estado mismo, sin embargo, no puede dotarse a este recurso de 

un carácter similar al juicio de amparo, llegando incluso a conocerse como un 

amparo para las autoridades debido a sus similitudes procesales. A pesar de ser un 

recurso de carácter extraordinario, y limitado solo a los supuestos de procedencia 

contenidos en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, no puede negarse que su concepción e importancia sea por la 

relevancia pecuniaria del mismo, caso contrario que el Juicio de Amparo, donde su 

concepción se dio como un medio de defensa de los derechos humanos de los 

gobernados ante la actuación del Estado. Es por ello, que si bien puede admitirse 

que las autoridades administrativas puedan acceder a medios de defensa, debido a 

la igualdad procesal, esta no deja de tener ese carácter de representante del 

Estado, con lo cual no podría equipararse a un particular, y aunque los supuestos 

de procedencia del recurso de revisión fiscal sean limitados, en caso de que este 

sea recurrido también se limita al gobernado a los supuestos de procedencia del 

juicio de amparo conforme al numeral  170 fracción II de la ley de amparo, cuestión 

que no sucedería si fuese el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el órgano 

encargado de resolver el recurso de revisión fiscal, donde la autoridad administrativa 

podría recurrir a esta segunda instancia para la defensa de sus pretensiones, y el 

administrado podría elegir o bien adherirse al recurso presentado por la autoridad 



128 
 

administrativa, y que la controversia fuese resuelta por el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, u optar por acudir al Juicio de Amparo, donde los Tribunales 

Colegiados de Circuito no tendrían que analizar de primera cuenta el recurso de 

revisión fiscal, puesto que ya habría sido de conocimiento por parte de los 

Tribunales administrativos, y solo se enfocarían en analizar y resolver las cuestiones 

de constitucionalidad del Juicio de amparo presentado por el quejoso.  

Lo anterior consagraría la autonomía y reconocimiento del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, y no habría confusión en la procedencia del recurso de 

revisión fiscal, al ser llamado un amparo para autoridades, al igual que no sería 

necesario contener un artículo en la ley de amparo con respecto al recurso de 

revisión fiscal como lo es el numeral 170, fracción II.  
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